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Introducción
La necesidad de un modelo mejor organizado administrativa y epistemológicamente en materia  de control sistémico de la Cadena De Custodia de la Prueba, se convierte en una necesidad que hay que estructurar para beneficio del Debido Proceso y del Proceso Penal en Costa Rica; la carencia de un sistema estrictamente científico, produce múltiples conflictos en la legalidad, o licitud de la prueba a la hora de que los jueces o tribunales confrontan una realidad dentro del juicio pleno.
Durante la Edad Media el tormento, la persecución, el suplicio, eran rigurosos métodos de manifestación penal, cuyo propósito era el de exteriorizar una verdad que se había obtenido gracias al resto del proceso penal. Tal modelo producía culpables, esta verdad surgía del dolor, de la pena infringida en el momento de indagar y buscar con los medios inventados para tal procedimiento, de tal forma que el verdugo en el momento de presentar al presunto delincuente ante el Juez o Tribunal, ya había cumplido con parte de la penalización, con el maltrato que infligía al acusado, autor  de su propia condena al llevar el castigo físicamente sobre su propio cuerpo.  
Estamos hablando de la Inquisición modelo que causó múltiples condenas a personas inocentes exigiendo verdades, que no existían dentro del proceso verdadero y real. Además, el martirio también consistía en una liturgia política, ya que en el derecho de la edad clásica el crimen suponía sobre todo un ataque al soberano, que era aquel del que emanaba la ley. Por tanto, la penalidad no sólo debía reparar el daño que se había cometido, sino que suponía también un desagravio a la insulto que se había hecho al Soberano.

No obstante, entre los siglos XVII y XIX comienzan a desaparecer los tormentos, debido básicamente a dos causas: 
1-. La propagación del entretenimiento penitenciario. Los días de ejecución y de tortura eran momentos oportunos para que se realizaran desórdenes entre el público. Los monarcas, buscaban la forma de redimir a los posibles infractores sociales, y la tortura en público era un modelo para que los demás entendieran, cuáles actos serían castigados.  Incluso, con frecuencia el condenado llegaba a convertirse en objeto de admiración, y eso los convertía en mártires y héroes sociales, y muchas veces eran imitados en sus acciones. A partir del siglo XIX, el castigo pasa a ser la parte más disimulada del proceso penal.

2-. Otra causa que hizo desaparecer la divulgación de los martirios fue El relajamiento de la acción sobre el cuerpo del delincuente. Aunque las nuevas penas (trabajos forzados, prisión...) también son físicas, el cuerpo se toma en ellas como un medio para privar al facineroso de la libertad. El objeto de la manipulación punitiva deja de ser fundamentalmente el cuerpo y pasa a ser el alma. Deja de reputarse estrictamente un hecho delictivo para pasar a juzgarse toda una serie de efusiones, propensiones, incoherencias, intransigencias, etc. con las que se califica a los individuos, los “malhechores”, no ya sobre lo que han hecho, sino sobre lo que son, serán y pueden ser.
 Surge de este nuevo paradigma la aparición de un grupo de versados con ideas mejores concebidas para el tratamiento de búsqueda de la prueba para convencer al Juez o al Tribunal competente y con jurisdicción; (psicólogos, psiquiatras, forenses, preceptores, burócratas...) alrededor del castigo. Esto también ayuda a que el Derecho como disciplina social evolucione en diferentes materias, para bien de las diversas comunidades del mundo.
Se viene terminando así el modelo inquisitivo, que predominó por muy largo tiempo, para darle paso al paradigma acusatorio, en donde debería permear una administración y control sistémico que permita un control científico de la Cadena de Custodia de la Prueba, para que tenga licitud ante el Juez o Tribunal.

La concreción y estructuración de un sistema penal acusatorio que aplique los juicios orales y que los motive como una instrucción eficaz de la litis demostrativa, impondrá para que los modelos tradicionales ejerzan un Derecho Penal, apropiado y eficaz un paradigma bien administrado sistémico y científico, incluyendo su vena procesal, tanto en la defensa como en la acusación para que se vean proyectadas e influenciadas por nuevos modelos mejor concebidos, científicos, bien organizados, hermenéuticos, para conformar un  sistema, que responda a las necesidades del siglo nuevo.

El Debido Proceso Como un derecho fundamental, es un principio primordial del Derecho Procesal y de la actividad interventora del Estado, comprendiendo  entre otras cosas  el Derecho a la Defensa, el mismo que a su vez incluye el Derecho a la Prueba, entendido este último como el derecho de la defensa lo que conlleva a la presentación y a la actuación procedimental por medios probatorios en un proceso, en donde se debe constatar que los mismos sean objetos de valoración por un Tribunal competente y con jurisdicción.

Costa Rica ha crecido en diversos sentidos sociológicos, en forma demográfica, los costarricenses se han multiplicado aceleradamente, pero además el ingreso de un gran número de extranjeros, aunado al descontrol de los medios de comunicación, ha hecho que muchos valores, muy costarricenses, hayan variado en deterioro de una sociedad integral y pasiva, a una sociedad de violencia, de hambre, de desempleo, de pobreza extrema y de individualización.
Otro fenómeno que ha afectado al grupo social costarricense es la corrupción y el ingreso de sustancias prohibida en gran escala, con las cuales los funcionarios con competencia y jurisdicción han sido tentados, igual que la policía y otros funcionarios que tienen decisión en los procedimientos, hasta llegar al proceso principal en materia penal.

Las asociaciones organizadas para el hampa, se han preparado, poseen una escuela diversa, y esto las hace más sólidas ante la justicia; además de los medios de comunicación, que promulgan la violencia, hay extranjeros, que van dejando una impronta sanguinaria, tan violenta que en la actualidad el Estado interventor, no ha podido controlar en una forma efectiva.

Toda esta fenomenología ha transfigurado el procedimiento de muchos nacionales, que antes, no tenían ambiciones arraigadas, ni valores tan deteriorados, como se observa en el umbral del siglo XXI. Costa Rica vive  y desarrolla una desusado proceder  social sin parangón, y algunos institutos fundamentales del Proceso Penal, por ejemplo la Cadena de Custodia de la Prueba o Evidencia, es parte de este deterioro tangible y real, en donde el poder económico juega un rol de mucha preeminencia, para disipar procesos, que con un mejor control científico, bien organizado, administrativamente, habrían colaborado con el núcleo y estructura de un modelo penal, sin vicios, ni manipuleos.
Con una estrategia del Estado, cuyo objetivo sería unificar los múltiples avances que la ciencia puede ofrecer, acompañado de un proceso preliminar y jurídico, y con el control de personeros del Poder Judicial, bien integrados y preparados, profesionalmente, y en un sistema paradigmático oportuno, el horizonte, no sería tan disímil. De esta forma, el funcionario y la ciencia tendrían una interacción en busca de la verdad y el esclarecimiento de los hechos, labor que puede tornarse crítica, sino profesionalizamos a dichos personeros, policiales, del Ministerio Público, y de las jurisdicciones y competencias, que la ley permite.
La puesta en práctica de este paradigma  fortalecería la función investigativa, de la Fiscalía, de la policía judicial, y de los jueces o tribunales, que tienen la competencia y la jurisdicción procesal penal. Tal modelo  deberá tener respeto por los derechos fundamentales de los ciudadanos, permitiéndole, igualdad de derecho a las partes, en proceso judicial; esto nos brindaría un sistema además de científico equitativo.

Explorar la verdad sería factible con un sistema en donde la investigación criminal y científica, contará con su grado de eficacia, y garantía, que daría seguridad, de que existe un departamento en el Poder Judicial, bien preparado, científico, bien organizado y con el sistema hermenéutico  profesional para cumplir en la convicción de los jueces o tribunales, de que lo que el Ministerio Público, o la policía judicial están entregando como prueba, o evidencia, ha tenido un control administrativo científico apropiado y eficaz.

La prueba viene a constituirse en  uno de los principios indispensables del proceso penal, también es el elemento procesal más susceptible de ser viciado durante sus distintos momentos en el proceso penal: obtención, presentación, admisión, actuación y valoración. 
En este contexto la prueba ilícita o prohibida se ha convertido en una de las instituciones más controvertidas del estado actual de la ciencia procesal penal. En este instituto se debe prestar atención claramente la confrontación entre los intereses estatales por promover el fenómeno criminal y las responsabilidades de los ciudadanos por preservar sus espacios de libertad y seguridad jurídica.

La prerrogativa que consigue el hecho de que la prueba sea lícita, es de carácter integral dentro del sistema y en sí dentro del Debido Proceso, para no corromper el método que debe instituirse, y que acceden exhaustivamente el proceso en sí. 
Algunos elementos esenciales de la prueba, inmersos en el proceso penal costarricense, se conciben característicos por el concreto interés y actualidad que presentan origen, específicamente, de dos factores:

1-. El vigor de la Constitución Política, que ha ubicado el proceso penal bajo la tutela de determinadas garantías y principios fundamentales y,

2-. El acontecimiento de que la sobresaliente elucidación  y prolijidad de las leyes constitucionales ha sido atribuida a la Sala Constitucional. (artículo 10 Constitución Política de Costa Rica).
Es sustancial este primer mandato  para un Estado social y democrático, el segundo, en los tiempos que corren, representa un nueva renovación constitucional. El beneplácito de la Ley de Jurisdicción Constitucional y la integración de la Sala Constitucional implicó para nuestro sistema en Costa Rica, una nueva puesta en vigencia de la Carta Magna, de reciente data, ya que en un pasado cercano, no había un criterio sustancial de las posibles violaciones de las leyes constitucionales.
Con todas sus contradicciones, porque ahora se puede dogmatizar en el sentido de que los derechos esenciales existen en función de nuestro sistema jurídico, y sus normas dejaron de ser escuetos mandatos dirigidos al legislador para orientar la formulación de las leyes; sino que deberían ser bien entendido por el grueso del grupo social al que pertenecemos, como Estado de Derecho.
La incursión del Estado, a través de un Tribunal Constitucional, bien estructurado y de conformidad  con las necesidades de sentirse obligado con el estatuto institucional, de interpretar al Constituyente y de aplicar la norma constitucional en su pleno contenido y en su conformación connotativa, viene a resolver múltiples conflictos, que se producían por la interpretación errónea de la ley constitucional.
Tal consecuencia implica la idea de poder entender la relevancia y la perspectiva de la legalidad de la prueba, o a su vez de su prevaricación. Para el Tribunal Constitucional el Principio del Debido Proceso tiene su iniciación en el fundamento de todo orden jurisdiccional  y, con él, el Derecho fundamental a la justicia, concebida como la objetividad y disponibilidad de un sistema de administración de la igualdad, debe concebirse, de un precepto de dispositivos dispuestos para el ejercicio de la función jurisdiccional del Estado. 

CAPÍTULO I: 

Denominación de Prueba

I-1. Antecedentes:
Poder discernir con sensatez y  formalismo jurídico instituye que el medio que produce un juicio indiscutible o linealmente probable, de acciones y sucesos concatenados con la contravención, comparece como la designación de prueba, mecanismo esencial del Debido Proceso, para conseguir expresar, que se ha cometido un hecho ilícito, típico y culpable. La prueba será elemental en el proceso, en el instante propicio; pero la manifestación que surge, aquí, es la eventualidad de constituir sí el sistema es apropiado en su integridad formal, material, científico y jurídico.

Generalmente el mando, control y manipulación de la Cadena de Custodia de la Prueba, ha sido criticada por falta de un sistema sustancial, bien organizada y bien administrada; En otras fases de la historia, se tiene información en algunas latitudes de Europa, de cómo en una forma inquisitiva se lograba encontrar la verdad por medio de pruebas espurias e ilegales. Aunque esto ha variado en la actualidad, no se puede garantizar, que existe un sistema organizado, administrativo científico y jurídico de la Cadena de Custodia de la Prueba.

I-2-. Sistema Inquisitivo:
Un sistema de procesos, es el conjunto de institutos, normas, procedimientos y jurisdicciones que se interponen en la impartición de justicia de un Estado de Derecho. Es la forma como un país dirime los conflictos que producen las relaciones sociales y que tal sistema refleja con mayor exactitud los contenidos democráticos o autocráticos de su constitución, existiendo una relación directamente proporcional entre un Estado de Derecho de corte autocrático, con los sistemas de enjuiciamiento inquisitivo, y viceversa los estados más liberales y democráticos con los sistemas de enjuiciamiento acusatorios y orales. 
Mientras más autocrático sea el grupo social, más inquisitivo será su Organización procesal. Con la evolución del Derecho, no se puede en el umbral del siglo XXI, dejar de advertir esta posibilidad de que se pueda retroceder en materia procesal.  Ha habido muchas críticas en este sentido para poner atención a que los cambios son necesarios en la teoría del proceso. 

Hay autores que señalan que el sistema inquisitivo posee como partida jurídica al derecho Romano Imperial, de la última Época, persistiendo con la inquisición afinada por el Derecho Canónico, y que deambuló por toda la Europa Continental a partir del siglo XIII; así lo señala Daza Gómez; (2006, PP.4-5). 
__________________

DAZA Gómez, Carlos y/os, Principios Generales del Juicio Oral Penal, Edit. Porrúa, México, 2006, Págs., 4-5. “El sistema inquisitivo tiene como fuente jurídica al derecho Romano Imperial, de la última Época, prosiguiendo con la inquisición perfeccionada por el Derecho Canónico”
En el sistema inquisitivo el juez inquiere de oficio sin terceras restricciones, que las que impone el Ordenamiento Jurídico; la verdad material con prescindencia de la actividad de las partes. Esto se conoce como Principio de Investigación Judicial; y no solo puede el juez iniciar de oficio el proceso sino que está facultado para averiguar los hechos, descubriéndolos a través de los que ya ha manejado directamente y escudriñando para lograr la verdad material.
En España persiste en el aspecto civil, un procedimiento mediato, preclusivo y escrito. En penal, es donde opera con mayor realización el Sistema Inquisitivo, pues los delitos de acción pública son investigados directamente por el Tribunal, mediante autos de proceder, sin que prive previamente la actividad de las partes y sin que sea imprescindible la intervención del Ministerio Público.

Existen dos tipos fundamentales de procedimiento, que corresponde a dos disposiciones diferentes del proceso, según la posición que en el mismo tenga el juez y las partes. “En el sistema dispositivo, se confiere a las partes el dominio del procedimiento y sus reglas son que: el juez no puede iniciar de oficio el proceso, dando eso lugar el principio de demanda, según el cual: nemo iudex sine actore, ne procedat iudex ex officio. 

Este principio está consagrado en el artículo 11 Código Procesal Civil de España, se dice que en materia civil, el juez no puede iniciar el proceso sin previa demanda de parte; tampoco puede el juez en el Sistema Dispositivo, tener en cuenta hechos ni medios de prueba que no han sido aportados por las partes. Esto es lo que se conoce como principio de presentación, por el cual Quod non est in actis nos est in mundo  lo que no está en las actas del proceso no está en el mundo del juicio) el Juez debe resolver de acuerdo a lo que tengas las actas las cuales le dan la verdad del proceso.” (MENDOZA Arturo José, “Proceso dispositivo e inquisitivo”, en El Rincón del Vago, España, 1998).
Hay que ponerle atención a los dos sistemas, porque España ha influenciado en los sistemas de América Latina; en el Sistema Dispositivo atañe a las partes el ejercicio de la pretensión y ellas fijan la cuestión querellante, como dice Mendoza: “el thema decidendum; establecen los hechos y utilizan los medios de prueba que estimen más ventajosos dentro de lo permitido por la ley.” 

Los tribunales juegan un rol pasivo, desde esta perspectiva En cambio, en el Sistema Inquisitivo el juez actúa activamente, averigua los hechos y trata de descubrir la verdad material frente a la verdad formal. Esto no se produce con el sistema de Cadena de Custodia de la prueba en Costa Rica, por ejemplo, ya que es la policía judicial, la que resuelve estos procedimientos.

No obstante hay que atender la idea de que los métodos en la realidad no son imperiosos, porque no hay un proceso puramente Dispositivo o Inquisitivo. En el Sistema Dispositivo, se admiten ciertas facultades por las cuales el Juez puede completar su conocimiento de los hechos, como los autos para mejor proveer, pero se entiende que en la práctica nacional,. Lo que se origina es que el Ministerio Público provee en materia penal casi el total de la prueba, provista por la policía judicial.
Hasta este momento se entiende que el sistema inquisitivo era o sigue siendo propio del absolutismo, donde la administración de justicia descansaba en una sola persona, el soberano, como lo dijimos en la introducción de este libro; que la delegaba a terceros para que la ejercieran materialmente. (Verdugos, expertos en suplicios, para buscar la verdad). Con la Inquisición, la persecución penal pública de los delitos en manos del inquisidor, quien al mismo tiempo ejercía las funciones de acusar y defender, incluso penalizaba, porque la tortura era parte de un sistema de penalización, porque  se dañaba físicamente al supuesto responsable de un hecho delictivo, el acto inquisitivo es desarrollado en la estructura de un proceso penal excesivamente formal, riguroso, discontinuo y secreto, por ende, escrito, pues en él, mediante el levantamiento de actas, se construía el material a partir del cual se dicta el fallo. 

Con el fundamento inquisitivo la búsqueda de la verdad justificaba cualquier medio puesto en práctica, admitiendo las formas más crueles de dominación basado en la predisposición de la culpabilidad del sujeto, quien no era otra cosa que el objeto del proceso, a quien no se le reconocía el derecho a la defensa, pues si era culpable no merecía tal derecho y si era inocente no importaba, pues el inquisidor al fin de cuentas sacaría la verdad fuera como fuera.

Esta estructura de enjuiciamiento penal de corte inquisitivo, al ser la indagación de posibles delitos una ocupación exclusiva del Estado, todos los quebrantamientos son de seguimiento oficiosos, no requiriendo ninguna formalidad para comenzar una investigación criminal, incluyendo la delación, la denuncia anónima y la pesquisa. Vale que en Costa Rica ya no se permite este tipo de actos jurídicos, pues se determina que el intervencionismo del Estado entendiendo la división de poderes, debe ser suficientemente formal y constitucional.
Dicho sistema tan censurado y desacreditado por constreñir gravemente las garantías del Debido Proceso y de la oportunidad de defensa, sigue siendo utilizado por las autoridades en organizaciones del Estado pero encuentra desaprobación jurisprudencial, sin importar que la denuncia anónima no se realice con las formalidades que los códigos procesales exigen, en materia contencioso administrativo, algunos funcionarios, apartan la idea normativa de la Ley General de Administración Pública y del actual Código Procesal Contencioso Administrativo, por ignorancia.

Pero en la teoría del delito y en materia Procesal Penal, Costa Rica, contiene un mejor respeto por la teoría del proceso, para evitar conflictos en el Debido Proceso. La cognición sustancial por la cual se pasa de un extremo a otro en el sistema de enjuiciamiento penal a uno de naturaleza acusatorio, es para dar oportunidad a los individuos a poder tener una defensa activa y participativa que mediara las fuerzas, contra la fase inquisitiva del procedimiento penal, que era la fase de investigación del delito, para poder encontrar pruebas de su acción y quién cometió, en esta fase es donde el estado preparaba su acusación, y ante el juez una fase de intimación o instrucción, acusatoria en la cual, para que el indiciado pueda tener libertad de defensa.
El criticado principio de oficiosidad se elimina en Costa Rica, desde dos aspectos: cuando constitucionalmente se origina la figura del Ministerio Publico este es el que detenta el monopolio del ejercicio de la acción penal, y por ende es la única entidad que puede llevar un caso ante un Juez, o tribunal por razón del ejercicio de la acción penal le quita así esa responsabilidad que  directamente tenía el Juez quien recibe la denuncia y la prueba de parte del Fiscal y de esta forma comienza la investigación, plenamente del Juez o Tribunal.

En la fase de indagación previa la Fiscalía General actúa como autoridad, extendiendo las acciones destinadas a la demostración del hecho y la identidad de su autor, pero ya en la fase judicial del procedimiento penal, se convierte en parte teniéndose que someter a la autoridad del Juez quien dirige el procedimiento, asó lo establece y señala el artículo 185 del Código Procesal Penal de Costa Rica.

Deberíamos concebir que la administración del sistema de la prueba debe tener un alcance sustancialmente estructurado, para no faltarle a ninguna de las partes en el Proceso y en los procedimientos materiales y formales. Si podemos tener esa garantía y la confianza, de que se produce esa seguridad de parte de los integrantes de la custodia de la prueba, entonces podremos contar con un elemento fundamental en el sistema entero del Debido Proceso.; El concepto teorético de este trabajo se fundamenta en la hipótesis de que realmente no se produce en nuestro sistema nacional, en Costa Rica, la administración apropiada, adecuada, eficaz y eficiente de la custodia de la prueba.

I-3-. Licitud de la Prueba:

La gran importancia que puede tener el hecho de que la prueba sea lícita, o no. Como se enuncia, la función judicial procede de la Constitución y del Derecho Procesal Penal. Simbolizan seguridad de justicia, para la comunidad. Dicha potestad judicial del Estado adopta una fórmula compuesta por tres elementos: 1. el juez, 2. el Ministerio Público y 3. Policía Judicial. Componentes que son depositarios de características especiales, pero, se encuentran unidos  por una sola finalidad: descubrir la verdad del hecho imputado.  

Las partes, tanto imputado, como actor,  dentro de la eficacia del Derecho Constitucional a la defensa tienen potestad de manifestar ante el Órgano Jurisdiccional los medios probatorios, de toda índole que consideren pertinentes. Sin embargo, en términos generales, el derecho a la prueba se encuentra sujeto a determinados principios, como que su ejercicio se realice de conformidad con los valores de pertinencia, utilidad, oportunidad y licitud.  Ellos constituyen principios de la actividad probatoria y al mismo tiempo, demarcaciones a su ejercicio, derivados de la propia naturaleza del derecho. 

I.4-. Legitimidad de la Prueba…

El sistema procedimental, tendrá necesidad entonces de establecer con buen tiempo la licitud de la prueba en un momento determinado, tal circunstancia debe tener una característica administrativa judicial apropiada, eficaz y eficiente, para que cuente con requisito estructurales y esenciales para un Debido Proceso, podríamos establecer sobre la base de la normatividad, que se deben cumplir al menos con tres requisitos elementales:
1. Todo medio de prueba será valorado sólo si ha sido obtenido e incorporado al proceso por un procedimiento constitucionalmente legítimo.

2. Carecen de efecto legal las pruebas obtenidas, directa o indirectamente, con violación del contenido esencial de los derechos fundamentales de la persona.

3. La inobservancia de cualquier regla de garantía constitucional establecida a favor del procesado no podrá hacerse valer en su perjuicio. 

Para lograr este objetivo, que debe convertirse en una garantía jurídica, como un paradigma que debe cumplirse a cabalidad y en forma estructural e integral, propicia para cumplir con las partes, se requiere del perfeccionamiento de indagaciones, encauzadas a la preparación de elementos que sirven para reconstruir la historia de los hechos, a fin de que la hipótesis de la recriminación se concrete como hecho comprobado o se deseche  y se elimine como hipótesis falsa. 

De esas indagaciones se origina un concepto de prueba como energía limpia que moviliza la estructura completa del proceso penal y que se convierte, al final, en fundamento de la sentencia de condena o de absolución.

Esta relevancia ya señalada, garantiza que, desde el hallazgo de la evidencia, la cadena y custodia de la prueba debe continuar bajo un estricto control. Es decir, en las diferentes etapas del proceso la prueba, debe ser fácilmente ubicada tanto por el juez como por el fiscal, el defensor y la policía.

Lo anterior tiene como propósito: en primer término garantizar que, en las diferentes etapas del proceso, la muestra recogida, tiempo atrás, en el lugar de los hechos, sea la misma; en segundo término, que la prueba se someta a análisis científicos y así obtener constancia de ellos.

Dudas sobre la seriedad, eficacia y eficiencia de la custodia, nos orientan a establecer una hipótesis y teoría, de que en Costa Rica, carecemos de un sistema apropiado para entender, la licitud de la prueba y sobre el mal manejo o manipuleo de la custodia de la prueba. La cadena de custodia es un procedimiento controlado que se aplica a los indicios materiales desde el momento de su hallazgo en el sitio del suceso o lugar de los hechos hasta su incorporación como prueba al momento del debate.

La prueba, vista como un elemento importante sino el más importante dentro del proceso judicial, mismo, que debe ser resguardada por la cadena de custodia como el medio de garantizar la legalidad y legitimidad en los procesos judiciales. Debido  a lo anterior, se plantea el siguiente trabajo para garantizar el resguardo de la cadena de custodia de la prueba con un proceso unificado que cumpla con todas las etapas o fases que este requiere para que pueda cumplir su propósito. Entendiendo, que existen dudas, de que el sistema esté cumpliendo con los requisitos y la normatividad, estructurada para tal efecto jurídico.

En materia penal se produce una responsabilidad de poder probar la existencia de un comportamiento, que a la larga se denomina delito y la intervención y decidida responsabilidad de una persona en dicho acto, es que de ese medio que nos estará proporcionando tal conocimiento, desprenderemos ambas circunstancias. 
Es necesario distinguir entre hecho constitutivo de delito, acaecimientos interconectados con dicho acto, y los medios que proporcionan la suficiente información de la veracidad; de poder demostrar cómo ocurrieron esos actos y quiénes lo cometieron. Cuándo estamos ante el hecho en sí y cuándo estamos ante la historia narrada de lo que ocurrió, es cuando indagamos sobre actos, o cosas que se convierten en prueba. La reconstrucción de los hechos, con los elementos probatorios, viene a ofrecer un panorama que ayudará a la toma de decisiones de un Tribunal o juez, para una resolución objetiva, que garantice y asegure la veracidad de esas pruebas.
Un hecho, ordinariamente, deja pistas y circunstancias que ayudan a suministrar mentalmente un panorama de lo que aconteció. Lógicamente ni el Juez, ni los fiscales, ni los defensores estuvieron presentes cuando se realizó el hecho tipificado como delito; sin embargo, cada parte pretende reconstruir los hechos, de tal manera que coincidan con la realidad y beneficiar a quien representan. 
I.5-. Requisitos de la Cadena de Custodia de la Prueba.

Es por eso que la administración, de la custodia de la prueba, debe llenar ciertos requisitos, científicos y objetivos, para que no se produzcan hechos subjetivos, que le quiten validez y garantía a la prueba, por lo que se reitera la necesidad de que el sistema cuente con una integración organizacional jurídica, que cumpla con la idea de la responsabilidad que requiere este asunto.
¿Qué reconstrucción será la que predominará? Por supuesto que la que se ampare en pruebas categóricas, que sean lo sobradamente sólidas y tan contundentes como para trasladar convicción al Juez, para convencerlo en forma, tal, que se entienda, que sí existen elementos verdaderos en la prueba, quien en definitiva valorará las pruebas y decidirá sobre la verdad real y material del hecho. Esta garantía debe también convencer al Tribunal, que ha habido seriedad, objetividad y seriedad en el cuido, en la custodia de la prueba.

Araujo (1992, El Salvador), señala que "Los hechos y circunstancias relacionados con el delito podrán que ser probados por cualquier medio legal de prueba; siempre que se refiera, directa e indirectamente al objeto de la averiguación y sea útil para el descubrimiento de la verdad." (ARAUJO López Juan Ramón http://www.monografias.com/trabajos67/pruebas-penales-salvador/pruebas-penales salvador.shtml#ixzz32avy3oJZ).
I.6-. Concepto objetivo de la prueba-
Este mismo autor considera que “Aquí podemos hablar de un conjunto de motivos capaces de suministrar el conocimiento cierto o probable acerca de cualquier cosa.

Está relacionado con el nivel de abstracción con que analicemos las fuentes de las pruebas. La prueba dentro del proceso penal tiene un papel muy importante, ya que representa la piedra angular, por medio de la cual se va a discutir la atribución o no de una responsabilidad penal a una persona que está siendo juzgada por la presunta comisión de un delito. (ARAUJO López Juan Ramón (1992, El Salvador N°36, opcit.).
En Costa Rica la cadena de custodia  de prueba en el proceso penal es muy irregular; esto quiere decir que no existe un encadenamiento de las fases o etapas unificado del proceso de la cadena de custodia, solamente prácticas semi aceptadas por los sujetos procesales en cuanto a la recolección, guarda, custodia y presentación de la prueba. El camino de la prueba depende de las fases procesales: cuando es encontrada por el órgano investigador se le denomina evidencia o medio de investigación, seguido esas evidencias deben ser sometidos a peritaje y análisis científicos y luego son almacenadas y resguardadas para ser ofrecidas como medios de prueba, presentadas ante el Juez. 

Cada parte incluyendo a la Fiscalía, podrá ofrecer pruebas subjetivas, que nacen de la circunstancia en donde se produjo un comportamiento antijurídico; cada ofrecimiento de cada parte, con su visión personalizada, es lo que se debe entender como prueba subjetiva; o sea es la contribución personal de cada una de las partes en el proceso, dicho aporte debe tener una substanciación y convicción, con un objetivo, convencer al Juez o Tribunal, de que lo que se dice es verdadero y puede demostrarse con el resto de evidencias existentes, que pueden ser pruebas diversas como documentales, fotografías, videos, testimonios, y peritajes, por mencionar algunos.

Con el sistema que contamos La Fiscalía  General, asume las funciones de búsqueda, descubrimiento, recolección, embalaje, preservación y custodia de evidencias y elementos materiales probatorios, con el objetivo de ocupar una posición ventajosa y segura frente al posible delincuente. Tal circunstancia sugiere un cambio paradigmático en el concepto de la verdad, que ya no es la preconcebida en el acto mismo de búsqueda, sino una construcción basada en los elementos materiales probatorios, la ciencia, la técnica, la información recopilada y el discurso, que la soporte.
Todo esto no será posible sin el apoyo de una investigación sustancial, metodológica, a la cual podamos denominar científica, eficaz, eficiente y garantizadora de que la Fiscalía General de la República, está delegando apropiadamente en un departamento bien organizado, y bien administrado, para cumplir con esos requisitos sustanciales y científicos.

En el contexto jurídico nacional, concebimos que esta habilidad debe efectuarla la Policía Judicial, con un control sistémico y científico, desde todas las perspectivas de una administración de la denominada Cadena de Custodia de la Prueba. Significa que la investigación no puede echar mano a al medio que le venga en gana en una forma superficial e improvisada, porque estaría infringiendo principios rectores que tutelan los derechos elementales del Debido Proceso. 

I.7-. Debido Proceso y sus principios Rectores…
Piza Escalante, 1992, VOTO #1739-92, San José, Costa Rica; redacta una de las mejores jurisprudencias, en materia del Debido Proceso y de los principios, que hay que respetar, guardar y poner en práctica, para evitar exabruptos, que puedan ser considerados como ilegales, irrespetuosos del Ordenamiento Jurídico y específicamente de la Ley constitucional. Incluimos en resumen este voto, para entender en forma fehaciente y contributiva para el trabajo, la formalidad que debería tener jurídicamente la Cadena de Custodia de la Prueba o Evidencia.
“El concepto del debido proceso envuelve comprensivamente el desarrollo progresivo de prácticamente todos los derechos fundamentales de carácter procesal o instrumental, como conjuntos de garantías de los derechos de goce -cuyo disfrute satisface inmediatamente las necesidades o intereses del ser humano-, es decir, de los medios tendientes a asegurar su vigencia y eficacia. Este desarrollo muestra tres etapas de crecimiento, a saber:
a) En un primer momento se atribuyó valor y efecto constitucional al principio del debido proceso legal -como aun se conoce en la tradición británica y norteamericana: due process of law-. Del capítulo 39 de la Carta Magna inglesa de 1215 se desarrolló este derecho de los barones normandos frente al Rey "Juan Sin Tierra" a no sufrir arresto o prisión arbitrarios, y a no ser molestados ni despojados de su propiedad sin el juicio legal de sus pares y mediante el debido proceso legal. 
En esta primera etapa no se hizo aun cuestión constitucional de cuáles fueran los procedimientos preestablecidos o preestablecibles en cuanto a su contenido, sino sólo en cuanto a la imperiosidad  de su existencia ya que estuvieran prefijados por ley formal.

b) Sin embargo, a poco andar la insuficiencia del principio anterior, derivada de su carácter meramente formal, hizo que la doctrina se extendiera al llamado debido proceso constitucional con lo que se llegó a entender que la expresión de la Magna Charta law of the land se refiere, en general, a todo el sistema de las garantías todavía sólo procesales o instrumentales- implicadas en la legalidad constitucional. Este es el concepto específico de la garantía constitucional del debido proceso en su sentido procesal actual.

c) Pero aun se dio un paso más en la tradición jurisprudencial anglo-norteamericana, al extenderse el concepto del debido proceso a lo que en esa tradición se conoce como debido sustantivo o sustancial -substantive due process of law-, que, en realidad, aunque no se refiere a ninguna materia procesal, constituyó un ingenioso mecanismo ideado por la Corte Suprema de los Estados Unidos para afirmar su jurisdicción sobre los Estados federados, al hilo de la Enmienda XIV a la Constitución Federal, pero que entre nosotros, sobre todo a falta de esa necesidad, equivaldría sencillamente al principio de razonabilidad de las leyes y otras normas o actos públicos, o incluso privados, como requisito de su propia validez constitucional. 

En resumen, el concepto del debido proceso, a partir de la Carta Magna, pero muy especialmente en la jurisprudencia constitucional de los Estados Unidos, se ha desarrollado en los tres grandes sentidos descritos: a) el del debido proceso legal, adjetivo o formal, entendido como reserva de ley y conformidad con ella en la materia procesal; b) el del debido proceso constitucional o debido proceso a secas, como procedimiento judicial justo, todavía adjetivo o formal procesal-; y c) el del debido proceso sustantivo o principio de razonabilidad, entendido como la concordancia de todas las leyes y normas de cualquier categoría o contenido y de los actos de autoridades públicas con las normas, principios y valores del Derecho de la Constitución.

La Sala considera que, a la luz del Derecho de la Constitución costarricense y, por ende, también del Derecho de los Derechos Humanos incorporado a él, sin desconocer que involucra la totalidad de las exigencias del primero y se ve inevitablemente impregnado por algunas dimensiones fundamentales del tercero.

Desde luego que el debido proceso genera exigencias fundamentales respecto de todo proceso o procedimiento, especialmente en tratándose de los de condena, de los sancionadores en general, y aun de aquellos que desembocan en una denegación, restricción o supresión de derechos o libertades de personas privadas, o aún de las públicas en cuanto que terceros frente a la que actúa; sin embargo por tratarse de una consulta de la Sala Penal de la Corte y enmarcada en un recurso de revisión de ese carácter, a partir de aquí la respuesta se concretará a señalar las condiciones del debido proceso en materia penal. 
En nuestro país también se ha producido un desarrollo jurisprudencial de las normas constitucionales que garantizan los derechos procesales y sustantivos de la persona sometida a un proceso, especialmente penal. Aquí el eje de la garantía procesal ha sido el artículo 41 de la Constitución, interpretado como su fuente primaria, junto con los artículos 35, 36, 39 y 42, considerados como su manifestación más concreta en el campo del proceso penal. Dice el texto del primero:

´Artículo 41 - Ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar reparación para las injurias o daños que hayan recibido en su persona, propiedad o intereses morales. Debe hacérseles justicia pronta, cumplida y en estricta conformidad con las leyes`.

De la última regla -´debe hacérseles justicia pronta, cumplida y en estricta conformidad con las leyes.`
´Ocurriendo a las leyes -dice la primera parte del artículo 41- todos han de encontrar reparación para las injurias o daños que hayan recibido en su persona, propiedad o intereses morales.` Debe hacérseles -dice después- justicia pronta, cumplida y en estricta conformidad con las leyes. Se explica entonces que es por los medios legales que las partes pueden demandar amparo a un derecho lesionado o discutido, solicitando del órgano jurisdiccional las medidas pertinentes y la intervención necesaria para que se les garantice el uso legítimo de ese derecho. 
El Juez no puede actuar al arbitrio, porque debe respetar el patrón impuesto por las mismas leyes, que tiene origen en una ley suprema: la Constitución; todo en beneficio de las partes por igual y en resguardo de la correcta administración de justicia". 

El Doctor Piza Escalante considera que puede haber quebranto en diferentes etapas:

"El artículo 41 de la Constitución puede resultar quebrantado, en su segunda regla, por los jueces o por el legislador: por los primeros cuando deniegan en el fallo, sin motivo, una petición que debió concederse, y por el legislador si estableciera obstáculos procesales, fuera de toda razón, que prácticamente impidan el acceso a la justicia, un excesivo formalismo puede conducir, de hecho, a una denegación de justicia. A la par del artículo 41 existen otras garantías constitucionales para el debido ejercicio de la función jurisdiccional y en protección de derechos individuales relacionados con esa función, como ocurre con los artículos 35, 36, 39 y 42, principios todos que ningún Código Procesal podría dejar de cumplir sin caer en el vicio de inconstitucionalidad..." (sesión extraordinaria de Corte Plena de 26 de abril de 1984).

Más: si el artículo 41 es la norma genérica, el 39 es la específica para la materia penal, de cuya correcta interpretación -por encima de la meramente literal- puede deducirse un sistema coherente de reglas, principios, valores y derechos que presiden el procedimiento penal. El texto -un tanto lacónico si se quiere-dice: 
"Artículo 39. A nadie se hará sufrir pena sino por delito, cuasidelito o falta, sancionados por ley anterior y en virtud de sentencia firme dictada por autoridad competente, previa oportunidad concedida al indiciado para ejercitar su defensa y mediante la necesaria demostración de su culpabilidad..." (el realce en negritas es del autor del trabajo).
Sobre la necesidad de llegar a la verdad y poner de manifiesto los medios probatorios Piza Escalante apunta lo siguiente: 

“Obviamente, que no puede calificar la verdad de los hechos ni valorar los elementos probatorios considerados por los Tribunales Penales en el caso. Sin embargo, por abstracta que sea, ninguna jurisdicción, tampoco la constitucional, opera en el vacío, sino que, por el contrario, tiene que referirse a circunstancias más o menos concretas; sólo que, cuando tiene carácter abstracto, como ocurre en las consultas judiciales en el trámite de recursos de revisión, sólo puede -y debe- considerar los hechos y pruebas del caso como meras hipótesis condicionales y no como realidades que haya de calificar o valorar.”

Necesario tomar en cuenta la circunspección que el Magistrado Piza enfatiza en su escrito para señalar la necesidad fundamental, de darle a la verdad y a los medios probatorios el carácter relevante que tienen, para la toma de decisiones en la redacción de una resolución, que vendrá a modificar, incluso la vida de cualquiera de las partes.

Corroborar, comprobar, si todo está en orden, la validez, la administración, el manipuleo, la objetividad, la licitud y todos los requisitos, que debe guardar la custodia de la prueba, lo que vendrá a dar seguridad en el sistema y la garantía, de que todo lo realizado ha sido justo en un proceso; determinante bien cuidado y bien administrado, en el sentido de de cumplir con los preceptos y principios, ya comentados supra por el letrado, quien agrega:
“En general, el acceso universal a la justicia para toda persona, indiferentemente de su sexo, edad, color, nacionalidad, origen o antecedentes, o cualquier otra condición social, todo lo cual plantea, a su vez, consecuencias que no es necesario examinar aquí por no estar implicadas directamente en el caso en consulta, como la gratuidad de la justicia, el informalismo, etc.;

Finalmente, el derecho a que esa justicia se administre cumplida y prontamente. De lo primero se ocupa precisamente el ´derecho a una sentencia justa` que se dirá; en cuanto a los segunda, celebración del juicio a la mayor brevedad, frecuentemente en un plazo fijado por la propia sentencia constitucional.

Aunque el principio de legalidad y el correspondiente derecho de todas las personas a la legalidad -y, desde luego, por encima de todo, a la legalidad y legitimidad constitucionales- parecen referirse más a problemas de fondo que procesales, tienen sin embargo, repercusiones importantes en el debido proceso, aun en su sentido estrictamente procesal.

En nuestra Constitución Política, el principio general de legalidad está consagrado en el artículo 11, y resulta, además, del contexto de éste con el 28, que recoge el principio general de libertad -para las personas privadas- y garantiza la reserva de ley para regularla, con el 121, especialmente en cuanto atribuye a la Asamblea Legislativa competencias exclusivas para legislar (incisos 1º, 4º y 17), para crear tribunales de justicia y otros organismos públicos (incisos 19 y 20) y para disponer de la recaudación, destino y uso de los fondos públicos (incisos 11, 13 y 15); potestades que no pueden delegarse ni, por ende, compartirse con ningún otro poder, órgano o entidad (artículo 9º), y que generan consecuencias aun más explícitas como las que se recogen en la Ley General de la Administración Pública, principalmente en sus artículos 5º y 7º -que definen las jerarquías normativas-, 11 -que consagra el principio de legalidad y su corolario de regulación mínima-, 19 y 59.1 -que reafirman el principio de reserva de la ley para régimen de los derechos fundamentales y para la creación de competencias públicas de efecto externo-. Téngase presente, asimismo que en Costa Rica tal reserva de ley está confinada a la ley formal emanada del órgano legislativo, por estar prohibida constitucionalmente toda delegación entre los poderes públicos (art. 9º), haciendo así impensables los actos con valor de ley, por lo menos en situaciones de normalidad.

Pero es que, además, las exigencias del principio general de legalidad se extreman en el campo del proceso penal, en el cual se manifiestan, amén de en aquellos aspectos generales, en los siguientes, entre otros:

a) En la aplicación de la regla de oro del derecho penal moderno: el principio ´nullum crimen, nulla poena sine previa lege`, recogido en el artículo 30 de la Constitución, el cual también obliga, procesalmente, a ordenar toda la causa penal sobre la base de esa previa definición legal, que, en esta materia sobre todo, excluye totalmente, no sólo los reglamentos u otras normas inferiores a la ley formal, sino también todas las fuentes no escritas del derecho, así como toda interpretación analógica o extensiva de la ley sustancial o procesal-; unos y otras en función de las garantías debidas al reo, es decir, en la medida en que no lo favorezcan. No es ocioso reiterar aquí que el objeto del proceso penal no es el de castigar al delincuente sino el de garantizarle un juzgamiento justo.

b) Cabe también enmarcar aquí, en la medida de su trascendencia procesal, principios como el de igualdad y no discriminación, ya mencionados (art. 33 Const.), los de irretroactividad de la ley penal en perjuicio del reo y de retroactividad en su beneficio (art. 34 id.), el de "indubio pro reo" y la presunción o, más que presunción estado de inocencia -ambos derivables también del artículo 39 Constitucional-, en el tanto en que deben presidir todas las actuaciones del proceso y, desde luego, la sentencia misma.”
De esta forma el Magistrado Piza Escalante nos ubica en los siguientes Principios del Debido Proceso:

PRINCIPIO DEL DERECHO AL JUEZ REGULAR:
"Artículo 35 - Nadie puede ser juzgado por comisión tribunal o juez especialmente nombrado para el caso, sino exclusivamente por los tribunales establecidos de acuerdo con esta Constitución".

Este principio, que hemos llamado del ´juez regular`, se complementa, a su vez, con los de los artículos 9º, 152 y 153 y, en su caso, 10, 48 y 49, de los cuales resulta claramente, como se dijo supra, la exclusividad y universalidad de la función jurisdiccional en manos de los tribunales dependientes del Poder Judicial, así como con el del artículo 39, en el cual debe entenderse que la ´autoridad competente` es necesariamente la judicial y ordinaria, esto último porque el 35 transcrito excluye toda posibilidad de juzgamiento por tribunales especiales para el caso o para casos concretos, y porque el 152 y 153 agotan en el ámbito del Poder Judicial toda posibilidad de creación de tribunales; con la única salvedad del Supremo de Elecciones para el contencioso electoral.
PRINCIPIOS DE DERECHOS AUDIENCIA Y DEFENSA:

En el lenguaje escueto de nuestra Constitución, el derecho general a la defensa, y tanto en lo penal como, en general, en toda materia sancionadora o que pueda desembocar en la supresión o restricción de derechos subjetivos de las personas, está también consagrado en el artículo 39 de la Constitución, y se desarrolla, además, extensamente en el Código Procesal Penal y en el artículo 8º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, este último en sus párrafos 1º, para todo proceso, y 2º a 5º específicamente para el proceso penal. El derecho general de defensa implica otros, particularmente el de audiencia y los principios de imputación e intimación, así como el derecho a la motivación o fundamentación debida de toda resolución procesal. De conformidad con lo expuesto, comprende:

a) El principio de intimación:

Es el que da lugar al derecho de todo imputado a ser instruido de cargos, es decir, puesto en conocimiento de la acusación, desde el primer momento -incluso antes de la iniciación del proceso contra él, por ejemplo por parte del Ministerio Público-. Es obligación de todas las autoridades que intervienen en el proceso, del juez principalmente, instruir de cargos y advertir de sus derechos constitucionales a todo imputado, mediante una relación oportuna, expresa, precisa, clara y circunstanciada de los hechos y sus consecuencias legales; y esto sólo puede lograrse plenamente en presencia personal del mismo reo, con su defensor.

b) El principio de imputación: 

Es el derecho a una acusación formal. Necesariamente debe cumplirse a cualquiera que se pretenda someter a un proceso. Es, pues, deber del Ministerio Público, aún inicialmente, y, después, de éste y del juez, y comprende los de individualizar al imputado, describir detallada, precisa y claramente el hecho de qué se le acusa, y hacer una clara calificación legal del hecho, señalando los fundamentos de derecho de la acusación y concreta pretensión punitiva. 

c) El derecho de audiencia:

Es el derecho del imputado y su defensor de intervenir en el proceso y, particularmente, de hacerse oír por el juez, de traer al proceso toda prueba que consideren oportuna para respaldar su defensa, de controlar la actividad de la parte o partes contrarias, y de combatir sus argumentos y las pruebas de cargo.

d) El derecho de defensa en sí:

También se desprende del artículo 39 de la Ley Fundamental, y muy especialmente de los incisos a), c), d), e), f) y g) del párrafo 2 , y de los párrafos 3 y 5 del artículo 8 de la Convención Americana, de todo lo cual resulta toda una serie de consecuencias, en resumen; el derecho del reo a ser asistido por un traductor o interprete de su elección o gratuitamente proveído, así como por un defensor letrado, en su caso también proveído gratuitamente por el Estado, sin perjuicio de su opción para defenderse personalmente, opción esta última que el juez debe, no obstante, ponderar en beneficio de la defensa misma; el derecho irrestricto a comunicarse privadamente con su defensor, con la sola excepción de la incomunicación legalmente decretada -conforme al artículo 44 de la Constitución-, durante la cual, no obstante, no deben en ningún caso tener acceso a él la parte acusadora ni las autoridades de investigación, ni utilizarse en modo alguno el aislamiento para debilitar la resistencia física o moral del imputado ni para obtener de él pruebas o declaraciones, mientras en cambio, las restricciones necesarias que se impongan al acceso del acusado a su defensor, debe ser las mínimas indispensables para lograr el fin único de impedir que su comunicación se utilice para entorpecer la averiguación de la verdad, el derecho a un proceso público, salvo excepciones muy calificadas; y el derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni contra sus parientes inmediatos, ni a confesarse culpable, así como a que las declaraciones que voluntariamente y sin coacción alguna rinda lo sean sin juramento y recibidas única y personalmente por el juez..

EL PRINCIPIO DE LA INOCENCIA:

Al igual que los anteriores, se deriva del artículo 39 de la Constitución, en cuanto éste requiere la necesaria demostración de culpabilidad. Ninguna persona puede ser considerada ni tratada como culpable mientras no haya en su contra una sentencia conclusiva firme, dictada en un proceso regular y legal que lo declare como tal después de haberse destruido o superado aquella presunción.

Además en virtud del estado de inocencia del reo, no es él quien debe probar su falta de culpabilidad, sino los órganos de la acusación, con efectos complementarios como la imposibilidad, durante el proceso, de coaccionario y, con mayor razón aun, de someterlo a torturas o tratamientos crueles o degradantes expresamente proscritos por el artículo 40 de la Constitución-, así como el de que su libertad sólo puede restringirse de manera cautelar y extraordinaria para garantizar los fines del proceso, valga decir, para prevenir que eluda la acción de la justicia o obstaculice gravemente la comprobación de los hechos, o para evitar que éstos se repitan en ciertos casos graves -como en los abusos sobre personas dependientes-; pero nunca invocando la gravedad de los delitos o de las pruebas que existan en su contra, precisamente porque su estado de inocencia veda de modo absoluto el tenerlo, directa o presuntivamente, por culpable.

Cabe anotar en este principio de inocencia, en la práctica y en el ambiente policial, se degenera constantemente, porque los policías de toda índole, administrativa, de Seguridad Nacional, judicial, etc, siempre están denunciando y señalando al indiciado como culpable de facto; y no es sino hasta que ha habido una resolución sobre lavase de las diversas pruebas que puedan surgir, que un tribunal o juez podrá establecer sí el demandado es culpable o no.

EL PRINCIPIO DE "IN DUBIO PRO REO:

Implica que la convicción del tribunal respecto de la culpabilidad del imputado debe superar cualquier duda razonable, de manera que cualquiera que exista obliga a fallar a su favor. El respeto debido a este principio capital comporta, además, la obligación del juez de prepararse, y de todo el sistema judicial de ayudarlo a prepararse sicológica, espiritual y socialmente para mirar en el reo al ser humano en desgracia, merecedor, no sólo de justicia, sino también de comprensión y compasión.

LOS DERECHOS AL PROCEDIMIENTO:

Como se dijo, el debido proceso implica, precisamente desde sus orígenes, el derecho al debido proceso "legal", con la consecuencia de que cualquier violación grave del procedimiento, aun meramente legal -no constitucional per se-, en perjuicio del reo equivale a uno de sus derechos fundamentales y, por ende, de la propia Constitución. Entre los principios de regularidad del procedimiento, que generan a su vez derechos para el imputado, merecen destacarse los siguientes:

EL PRINCIPIO DE LA AMPLITUD DE LA PRUEBA:
Supuesto que la finalidad del procedimiento es ante todo la averiguación real de los hechos, tanto el Ministerio Público como el juez tienen el deber de investigar esa verdad objetiva y diligentemente, sin desdeñar ningún medio legítimo de prueba, sobre todo si ofrecida por la defensa no resulta manifiestamente impertinente, e inclusive ordenando para mejor proveer la que sea necesaria, aun si ofrecida irregular o extemporáneamente.  En materia penal todo se puede probar y por cualquier medio legítimo, lo cual implica, desde luego, la prohibición absoluta de valerse de medios probatorios ilegítimos y de darles a éstos, si de hecho los hubiera, alguna trascendencia, formal o material.
EL PRINCIPIO DE LEGITIMIDAD DE LA PRUEBA:
Lo último dicho plantea, por cierto, un tema difícil, que aparece en el meollo del caso motivo de esta consulta, a saber, de la prueba ilegítima, su tratamiento formal y su valoración, tema sobre el cual la doctrina y la jurisprudencia penales y constitucionales no alcanzan todavía consenso. Sin embargo, ya esta Sala ha venido adoptando una posición, si no unánime, al menos constante, sobre la base de la supresión hipotética de la prueba espuria, en el sentido de que, amén de negarle todo valor probatorio en sí -sobre lo cual no parecer haber ninguna discusión-, se suprima del proceso, es decir, se suponga que no hubiera existido y, por ende, se invaliden también otras pruebas, no ilegítimas per se, en cuanto que hayan sido obtenidas por su medio. Las diferencias entre la mayoría y la minoría de la Sala han sido más bien del matiz y del grado atribuidos al dicho principio de supresión hipotética, por lo que puede decirse que éste es el criterio respaldado por el valor vincular erga omnes de los precedentes y jurisprudencia de la Jurisdicción Constitucional, ordenado por el artículo 13 de su Ley -en este sentido, ver, por todas, por ejemplo las sentencias Nos. 802-90, 1298-90, 1345-90, 1417-90, 1855-90, 280-91, 556-91, 701-91, 885-91, 1409-91 y 1578-91, entre otras muchas-.”

Este apunte del Doctor Piza Escalante nos ubica en los verdaderos antecedentes, reales del momento en el umbral del siglo XXI, cuando aun en nuestra sociedad, se sienten dudas y animadversiones respecto a la administración, licitud y manipuleo de la custodia de la prueba. El procedimiento verificador amparado en el proceso penal constituye un parámetro  del nivel de progreso democrático de un determinado grupo social. 

La correspondencia entre proceso penal y régimen constitucional es excepcionalmente incuestionable al observar cómo los principios básicos que inspiran la justicia penal deben obtener una referencia en la Carta Magna. Realmente el régimen procesal es reflejo fiel del sistema político, y dan más o menos atribuciones al juez, a la defensa y a los ciudadanos. 
De acuerdo con el sistema político dominante; es lo evidente, no se podría establecer, si esto tiene preeminencia dentro del sistema, que nos ocupa, pero, es incuestionable, que no se puede variar, hasta el momento, la visión ideológica y la carga política, que tienen algunos procesos en Costa Rica, y tenemos de ejemplo los procesos contra los ex presidentes de la República de reciente data.

De igual manera en que  el sistema procesal es ajustado por el régimen político ideológico, el sistema probatorio es a su vez el balaustre o andamiaje del sistema procesal. La historia de la hermenéutica de valoración de la prueba es prácticamente, la historia del enjuiciamiento penal. Estudiado así en la historia de nuestro país y de las naciones de América Latina.  
Es por eso que sistema probatorio es limitado por las concepciones ideológicas que imperan en una sociedad y esa vinculación no se oculta tampoco en el Código Procesal Penal Tipo para América Latina (CPPT). La prueba penal ha seguido los vaivenes de los sistemas políticos vigentes en los distintos momentos de la historia reflejando diferentes posturas. Con solo leer las noticias de sucesos de los países latinos, tendremos un panorama ajustado de cómo funciona este sistema en donde las pruebas tienen una relevancia sustancial para los diversos procesos, que ventilan en las diferentes Cortes de Justicia.

El Doctor Piza Escalante, nos dejó un postulado, un legado en materia de Principios, y Debido Proceso, con la gran interpretación, que hace de cada elemento, que conforma el Ordenamiento Jurídico, constitucional, y del resto de normativa, que debemos cumplir y respetar.

La inclinación a modalidades antiguas, a procedimientos inquisitivos, tan criticados a través de toda la historia humana, en materia jurídica y que en la cultura universal ya son interferencias históricas, la falta de respeto a la dignidad humana... tornan autoritario iniciar un recóndito corriente de transformación en todo el sistema jurídico nacional.  
Esta situación se pone singularmente de realce cuando se toca el tema del sistema probatorio, el principio de libertad de la prueba, sus limitaciones legales y constitucionales, así como los sistemas para apreciar y valorar esa prueba, con todas sus implicaciones.

La valoración es la última fase de la actividad probatoria, pero quizás uno de los aspectos más culminantes del procedimiento, donde se manifiesta, como en ningún otro, el nivel democrático o autoritario del diligente sistema penal. Como bien se ha afirmado: el problema de la valoración de la prueba es sin duda uno de los más graves del proceso.  
I.-8-. Influencia ideológica en los procedimientos de la Prueba.

Los resultados, la historia nos indica que el procedimiento acogido en el proceso para apreciar y valorar la prueba ha tenido una esencial correlación con el sistema político imperante. El régimen denominado de la íntima convicción (prueba en conciencia) es propio de un proceso de carácter acusatorio puro, con sus tribunales populares y hoy con el jurado clásico.

La rigidez y el recargado formalismo del sistema de la prueba legal, por lo general, se ligó a sistemas penales con poderes amplios del juez para investigar la verdad, cuando incluso hasta la tortura fue una práctica legalmente reconocida. Así la prueba legal instituyó algún freno a esos poderes del inquisidor, una forma de control a sus potestades ilimitadas de investigación. 
Significa que cada proceso de esos tiempos debieron tener un grado de inconstitucionalidad y de falta al Debido Proceso; formas que hay que evitar a toda costa en los nuevos regímenes procesales de nuestros países como Costa Rica, en donde existe la voluntad de lograr un mejor sistema, que no roce la normativa constitucional y procesal.
Veamos que dice Piza Escalante respecto al principio de la inmediación de la prueba, en nuestro régimen nacional:
El principio de inmediación de la prueba:
“Es necesario que todos los sujetos procesales reciban la prueba de una manera directa, inmediata y simultánea. Es necesario que las pruebas lleguen al ánimo del juez sin alteración alguna. A la hora de recibir la prueba el juez debe estar en comunicación directa con los demás sujetos del proceso. Se aplica la regla de la oralidad en la fase de juicio para hacer efectiva esa indicación.”

Preexiste un procedimiento denominado de la libre convicción o de crítica racional, que vino a sustituir el sistema antecesor, cuando se proscribió el régimen inquisitivo con el establecimiento de las democracias modernas, y con el intervencionismo de los Estados, se instauran normativas, que buscan redimir ciertos comportamientos inadecuados en las sociedades. Se trata de un regreso a las libertades en la valoración de la prueba, transponiendo ese aspecto del legislador al juez, quien será el que en cada caso preciso examine los dispositivos de prueba y les asigne un comprobado valor, para respaldar sus resoluciones. 

Este sistema exige un reconocimiento crítico de todos y cada uno de los dispositivos de prueba importantes para la sentencia, así como también impone al juez el deber de motivar o fundamentar adecuadamente la disposición, de tal forma que puedan las partes, los ciudadanos y la casación conocer y fiscalizar el iter lógico seguido para sustentar la sentencia.

Principios cardinales, superiores de toda la celeridad probatoria ejecutada en el proceso penal, no significa que haya abandono de regulaciones, requisitos, y formalidades en el ofrecimiento, la recepción y la valoración de la prueba. En efecto, esos métodos no son absolutos, ni conllevan a una prepotente arbitrariedad del tribunal juzgador. 

Se producen especificas restricciones que se originan de todo el ordenamiento jurídico, comenzando por los Derechos Fundamentales establecidos en las respectivas Constituciones Políticas y en los Pactos Internacionales de Derechos Humanos ratificados por los países de América Latina, para enmarcar las pruebas al proceso, marca las restricciones en ese sentido, así como también instaura las limitaciones relativas a la valoración de la prueba, complementando un esquema de garantía cuyo propósito primordial lo establece el respeto a los derechos básicos de los integrantes de una sociedad como límite de la coacción que determina la investigación en el proceso penal.

Así las pruebas usuales logran ser clasificadas en autoritarias y relativas. Nos encontramos frente a limitaciones absolutas cuando el Ordenamiento Jurídico, no permite que se indaguen ciertas substancias de prueba (hechos, circunstancias, calidades personales, relaciones, etc.). En estos supuestos la ley prohíbe el objeto o el tema sobre el que versa la prueba, como resulta de la limitación derivada del Código Tipo al excluir el testimonio de quien deba guardar secreto, sea particular u oficial.

Para concluir con la visión del Doctor Piza Escalante sobre el Debido Proceso, hay que observar las anotaciones que hace sobre los demás principios, importantes dentro del proceso.
“El principio de la identidad física del juzgador: Por el cual la sentencia debe ser dictada por los mismos jueces que intervinieron en el debate desde su inicio hasta el final. Los jueces que recibieron la prueba deben fundamentar la sentencia.

La publicidad del proceso: El proceso o, por lo menos, el debate debe ser oral. Con la publicidad el imputado encuentra una tutela contra cualquier anormalidad o parcialidad.

La impulsión procesal de oficio:   El juez tiene poderes que le sirven para impulsar el proceso para proteger los derechos del acusado y para velar por la preservación de la Constitución.

La comunidad de la prueba: Todos los elementos probatorios una vez introducidos al proceso son comunes a todos los sujetos procesales.
El principio de valoración razonable de la prueba:  El proceso penal especialmente, al menos tal como debe entenderse en nuestro país, excluye la libre convicción del juzgador, el cual tiene, por el contrario, la potestad y obligación de valorar la prueba recibida conforme a las reglas de la sana crítica racional, que reconocen su discrecionalidad pero la someten a criterios objetivos, por lo tanto invocables para impugnar una valoración arbitraria o errónea. Desde luego, la arbitrariedad o el error pueden darse, tanto al rechazar indebidamente elementos o posibilidades de convicción pertinentes, como al atribuir a las pruebas recibidas un contenido inexacto o al desdeñar el verdadero -errores de hecho-, como, finalmente, al otorgarles un valor probatorio del que razonablemente carecen o negarles el que razonablemente tienen, como, en síntesis, al violar los principios de la sana crítica conducentes a una correcta determinación de la verdad de los hechos relevantes del caso.”

Continúa Piza Escalante con los principios Rectores, que debe cumplir el Debido Proceso: 

El derecho a una sentencia justa:
“El debido proceso reclama que su conclusión por sentencia respete al menos ciertos principios constitucionales vinculados a una verdadera administración de justicia; los cuales pueden sintetizarse así: 

a) Principio pro sententia:
Según éste, todas las normas procesales existen y deben interpretarse para facilitar la administración de la justicia y no como obstáculos para alcanzarla; lo cual obliga a considerar los requisitos procesales, especialmente las inadmisiones de cualquier naturaleza, restrictivamente y sólo a texto expreso, mientras que debe interpretarse extensivamente y con el mayor formalismo posible todo aquello que conduzca a la decisión de las cuestiones de fondo en sentencia; además, las infracciones procesales sólo deben dar lugar a nulidades relativas y, por ende, siempre subsanables, mientras no produzcan indefensión.

b) Derecho a la congruencia de la sentencia:
Es la correlación entre acusación, prueba y sentencia, en virtud de que ésta tiene que fundamentarse en los hechos discutidos y pruebas recibidas en el proceso. Una dimensión importante del principio de congruencia es, además, el de la circunstanciada motivación de la sentencia, señalando y justificando especialmente los medios de convicción en que se sustenta y los que desecha.

PRINCIPIO DE LA DOBLE INSTANCIA:

Si bien nuestra Constitución no consagra claramente ningún derecho a recurrir del fallo judicial en ninguna materia -en realidad el artículo 42 párrafo 1º lo único que establece es la prohibición de que un juez lo sea en diversas instancias para la resolución de un mismo punto, pero no la necesidad de la existencia de más de una instancia-, la Convención Americana sobre Derecho Humanos, que es, incluso a texto expreso, parámetro de constitucionalidad (arts. 48 constitucional, 1º, 2º incisos a) y b) y 73 inciso d) de la Ley de la Jurisdicción Constitucional), sí establece expresamente, en su artículo 8º, párrafo 2º, inciso h), entre derechos del imputado el de

Derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.

La Sala, por su parte, ha tenido abundante ocasión de desarrollar jurisprudencialmente esa norma, de la que puede decirse en síntesis:

a) Que consagra el derecho del imputado en causa penal por delito, específicamente, habiendo también fijado criterio todavía variados sobre su posible aplicación en otras causas penales, pero sí dejando claramente establecido que se trata de un derecho a favor exclusivamente del imputado, valga decir, del condenado en la sentencia, por delito. En este sentido, pueden verse las sentencias # 282-90 de 17:00 horas del 13 de marzo de 1990 (expediente # 210-P-90), mediante la cual, en un recurso hábeas corpus, la Sala sencillamente desaplicó las limitaciones para recurrir en casación que imponía el artículo 474 inciso 1º y 2º del Código de Procedimientos Penales, otorgándolo al recurrente en el caso concreto; # 10-90), que anuló por inconstitucionales esas mismas limitaciones, esta vez con efectos erga omnes; así como, por centrase, la #300-90 de las 17:00 horas del 21 de marzo de 1990 (expediente # 84-90), que declaró inconstitucional una interpretación reiterada del artículo 26 de la Ley de Pensiones Alimenticias, y reconoció el derecho a recurrir, además de contra el fallo, contra la fijación provisional de la pensión y otras resoluciones interlocutorias o de ejecución de sentencia capases de causar gravamen irreparable al obligado, pero advirtiendo expresamente que lo hacía así en virtud de principios generales y no del artículo citado de la Convención Americana, por no tratarse de una condenatoria penal por delito.
b) Que, si bien el punto no es enteramente pacífico en la doctrina y jurisprudencia comparadas, la Sala ha estimado que ese derecho a recurrir del fallo, cuya esencia consiste precisamente en la posibilidad de que un tribunal superior enmiende graves errores del de juicio, se satisface con el recurso extraordinario de casación, siempre y cuando éste no se regule, interprete o aplique con criterio formalistas -los que hacen de los ritos procesales fines en sí mismos y no instrumentos para la mejor realización de la justicia-, y a condición, eso sí, de que el tribunal de casación tenga potestades, y las ejerza, para anular o corregir los rechazos indebidos de prueba pertinente, los estrujamientos al derecho de defensa y de ofrecer y presentar prueba por el imputado, y los errores graves de hecho o de derecho en su apreciación, lo mismo que la falta de motivación que impida al recurrente combatir los hechos y razones declarados en la sentencia. En este sentido, téngase por reproducido aquí lo dicho en el punto G) supra especialmente sobre los principio de amplitud, legitimidad y valoración razonable de la prueba.” (Todos los realces en negrita y subrayados en los textos del Doctor Piza, son del autor de esta tesis. PIZA Escalante Rodolfo, 1992, VOTO #1739-92, Tribunal Constitucional, san José Costa Rica).
Para ser consecuente, con lo que se apuntó supra, de parte del Doctor Piza Escalante, y las anotaciones, que se hicieron respecto a la licitud y administración de la prueba, debemos señalar, que se desprende, que no intuye parte del derecho a la prueba la presentación de pruebas ilícitas, aquella que atenta contra la dignidad humana, sin precisar los límites de tal concepto. 
I.-9-. Prueba ilícita.

Las pruebas ilegales son las que violan normas jurídicas, sea cual sea la jerarquía de las mismas. Todas las leyes referentes a las pruebas penales deberían ser normas que garanticen al acusado, por lo que su violación implica una violación al derecho de este último, a tener un proceso con las debidas garantías o debido proceso. De tal forma que deberíamos entender que las reglas probatorias deben ser vistas como normas de tutela de la esfera personal de libertad: su valor es un importe de garantía y la Constitución Política y el Ordenamiento Jurídico lo señalan de esta forma.
La Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, indica que la cadena de custodia es el medio por el que se busca: “se garantice con absoluta certeza que los elementos utilizados como prueba durante el juicio, después de haber sido analizados, son los mismos que se recogieron en el lugar de los hechos.”
A todo ese método se le denomina camino de la prueba y es en ese momento que la cadena de custodia toma especial relevancia para asegurar el debido proceso. Si ha habido malos manipuleos, o sospechas de que se alteró, tan solo un indicio, entonces el elemento sustancial del Debido Proceso, habrá perdido validez y objetividad científica, la custodia de la prueba, fue, entonces, mal administrada, y dado al traste con todos los esfuerzos procedimentales y procesales en todo el sistema.
Hay que tomar en cuenta los costos, pero también efectos, consecuencias y menoscabos, que pueden ser tomados en cuenta desde diversas perspectivas, de cada elemento para que sea inmiscuido, de alguna forma en el proceso penal.

Así mismo Montero, D. (1999) señala lo siguiente:

“En ese proceso hay que tomar en consideración que se debe dar certeza al juzgador, de que las evidencias recolectadas en el sitio del suceso y que servirán de base para dictar su resolución, son las mismas que están frente a él al momento del dictado de sentencia; es decir, darle un sentido de veracidad, no sólo a la prueba, sino a la forma en que se recolectó y procesó la misma”. 
I.-10-. Ciencia, Obligación Jurídica.

Los legisladores Costarricenses no han producido la regulación apropiada referente a a la cadena de custodia y esto sobrelleva a no tener pautas instituidas para recabar evidencias en la escena del hecho o escena del crimen, Cuando se asevera esto, significa que no existe una hermenéutica, organizada, sistémica, y quizás sea necesario establecer un método científico, que permita una administración adecuada, eficaz y eficiente de parte de los responsables, que a su vez, deberán obligarse jurídicamente con la prueba, como si fueran un buen padre de familia, que debe vigilar exhaustivamente este elemento, para evitar  que se quebrante el Principio de Cumplimiento. 
No contamos con las leyes expresas que señalen lo relativo a la metodología de la custodia y guarda de las evidencias y esto sobrelleva a inseguridad jurídica; y falta de garantía, de parte del sistema y eso produce  incertidumbres con respecto a la persona que le corresponde y tiene el compromiso de iniciar la cadena de custodia, su continuación y terminación; hay  dudas también del lugar donde inicia la cadena de custodia y las formalidades del embalaje adecuado de la evidencia.
I.-11-.Soporte legal para la disertación de la cadena y custodia de la prueba.
Existe un fondo legal de la cadena de custodia de la evidencia, se encuentra en el ordenamiento jurídico-penal en; el Código Procesal Penal y en la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial. La normativa que regula el manejo de la prueba, contenida tanto en el Código de Procesal Penal como en la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, contempla, únicamente, aspectos generales para asegurar la evidencia.

Tenemos mandatos y principios de la cadena de custodia  descritos en los artículos, del 180, al 204, que en diversas formas, tiene que ver con la recolección y custodia de la prueba del Código de Procesal Penal, exigen que, no sólo la Policía Judicial, sino, incluso, todos los funcionarios participantes en las diferentes etapas del proceso penal, garanticen y aseguren el manejo y custodia de la prueba.
I.-12-.Entorpecimiento medular: 

El Libro III, del Código Procesal Penal, establece la organización de los  MEDIOS DE PRUEBA, en su TITULO I y en las  DISPOSICIONES GENERALES. 

Analicemos los siguientes artículos:

“ARTICULO 180.- Objetividad El Ministerio Público y los tribunales tienen el deber de procurar por sí la averiguación de la verdad mediante los medios de prueba permitidos, cumpliendo estrictamente con los fines de la persecución penal y los objetivos de la investigación.”
Hace falta debatir en este apartado, del el rol que juegan los tribunales en la indagación, y en la gestión, en la averiguación, localización, descubrimiento y administración de la prueba lícita. Primordialmente, los tribunales son receptores de un resultado, de una dizque metodología para recabar e indagar sobre la base de un hecho, de un comportamiento, que está siendo analizado y estudiado jurídicamente, porque se considera delito.

El numeral 180 del Código Procesal Penal, es confuso desde su representación legislativa, su redacción, no estipula, esa objetividad, con la que inicia el párrafo. Dice que “El Ministerio Público y los tribunales tienen el deber de procurar por sí la averiguación de la verdad mediante los medios de prueba permitidos,” 
Cabe cuestionar sobre ¿Qué ocurre en la realidad perceptible del sistema será verdad, que los tribunales gestionan la investigación de la verdad mediante los medios de prueba permitidos? Este artículo debería ser efectivo material y formalmente, y señalar, establecer la función de cada personero del sistema jurídico y asignar la responsabilidad administrativa de cada funcionario, en su departamento.
La posibilidad del legislador en este enunciado denominadamente como ley, se desaprovecha, en el sentido, de que no hace los señalamientos cardinales organizativos y efectivos, para saber, qué realizarán los tribunales y que deberán realizar los otros funcionarios designados en este aspecto Ministerio Público. 

El Ministerio Público, en la realidad, generalmente recoge acusaciones, y son las partes, las que se encargan de llevar una serie de datos, que pueden presumirse como pruebas, adicional a eso se consigna a la policía judicial, para que sean ellos los que recaben pruebas, que pueden ser testimoniales, documentales y de otra índole, como periciales o técnicas…

De tal manera, que se hace prescindible, la revisión y reforma de este numeral del Código Procesal Penal.

ARTICULO 181.- Legalidad de la prueba Los elementos de prueba sólo tendrán valor si han sido obtenidos por un medio lícito e incorporados al procedimiento conforme a las disposiciones de este Código.

A menos que favorezca al imputado, no podrá utilizarse información obtenida mediante tortura, maltrato, coacción, amenaza, engaño, indebida intromisión en la intimidad del domicilio, la correspondencia, las comunicaciones, los papeles y los archivos privados, ni información obtenida por otro medio que menoscabe la voluntad o viole los derechos fundamentales de las personas.

Hay que prestar atención la ambigüedad que se consagra en este artículo 181, en su párrafo segundo: “A menos que favorezca al imputado, no podrá utilizarse información obtenida mediante tortura, maltrato, coacción, amenaza, engaño, indebida intromisión en la intimidad del domicilio, la correspondencia, las comunicaciones, los papeles y los archivos privados, ni información obtenida por otro medio que menoscabe la voluntad o viole los derechos fundamentales de las personas.

comprendemos aquí, que sí hay beneficio y beneficia al imputado, si se puede poner en práctica la tortura, el maltrato, la coacción, la amenaza, el engaño, intromisión, en la intimidad del domicilio, en la correspondencia, las comunicaciones, papeles y archivos privados… Cabe preguntar: ¿Qué ocurre, si en vez de favorecer al imputado, favorecería a la víctima, que también tiene sus propios derechos? 

Cabe esta crítica porque en la realidad, siempre las víctimas y sus familiares, están quejándose, de que las leyes penales, están hechas para favorecer y beneficiar a los delincuentes, a los que cometen actos en contra de los habitantes buenos y sus bienes, y en una circunstancia de justicia, de juridicidad conforme a la realidad y la práctica judicial, pues esta crítica, tendrá mucho fundamento en teoría experimental.
I.-13-. Hace falta ordenación formal.

Es por lo que decíamos arriba que  la Legislación Costarricense necesita de regulación con respecto a la cadena de custodia y esto sobrelleva a no tener pautas establecidas para recabar evidencias en la escena del acto o escena del crimen. Cuando asevero esto, quiero decir, que no existe una hermenéutica, organizada, sistémica, y quizás sea necesario establecer un método científico, que permita una administración adecuada, eficaz y eficiente de parte de los responsables, que a su vez, deberán obligarse jurídicamente con la prueba, como si fueran un buen padre de familia, que debe cuidar integralmente este elemento, para evitar  que se vulnere el Principio de Legalidad. 

ARTICULO 182.-

Libertad probatoria Podrán probarse los hechos y las circunstancias de interés para la solución correcta del caso, por cualquier medio de prueba permitido, salvo prohibición expresa de la ley.

Este artículo también tiene sus contradicciones en materia lingüística, señalando que su redacción, es como si se sacara un as de la manga del mago: en el artículo 180 se ordena que: para que haya  legalidad de la prueba Los elementos de prueba sólo tendrán valor si han sido obtenidos por un medio lícito e incorporados al procedimiento conforme a las disposiciones de este Código.

Cambia la voluntad del legislador en este aparte, cuando establece que podrán probarse los hechos y las circunstancias de interés para la solución correcta del caso, por cualquier medio de prueba permitido, salvo prohibición expresa de la ley.

La legislación señala enfáticamente que solo tendrán valor sí han sido obtenidos por un medio lícito, entonces como puede ser aceptada una prueba, “por cualquier medio o medio permitido”; si ya se dijo, que únicamente por los medios lícitos. Un detalle es que el idioma, en su discernimiento semiológico perciba y proponga múltiples formas de expresarse, pero en materia legal esto es peligroso, cualquier ambigüedad, conlleva a hechos equivocados, que pueden ser fatales en la hora de tomar medidas y de transcribir una resolución.

ARTICULO 183.- Admisibilidad de la prueba Para ser admisible, la prueba deberá referirse, directa o indirectamente, al objeto de la averiguación y deberá ser útil para descubrir la verdad.

Los tribunales podrán limitar los medios de prueba ofrecidos para demostrar un hecho o una circunstancia, cuando resulten manifiestamente superabundantes.

El tribunal puede prescindir de la prueba cuando esta sea ofrecida para acreditar un hecho notorio.

¿Qué encontramos en este artículo, además de ambigüedad lingüística y semántica en una proclama jurídica? Pues evasivas, para resguardar a los que despliegan poder político. Es una visión crítica, pero el numeral de marras, se presta para eso. Hay un principio, o máxima jurídica, que señala, que lo que abunda no en beneficio de la verdad, no afecta el Proceso, si se orienta por supuesto a constituir la verdad. 

La segunda parte establece que el Tribunal puede tener la potestad de restringir los medios de pruebas ofrecidos, si resultan abundantes; lo que quiso decir aquí el legislador, es que sí las pruebas fueron suficientes, para qué acudir a más pruebas, si ya no hacen falta. Añade en el tercer párrafo, que el tribunal puede prescindir de la prueba, si el hecho es notorio, lo que se considera aquí, que aunque sea notorio, la prueba consolida la notoriedad…

ARTICULO 184.-

Valoración El tribunal asignará el valor correspondiente a cada uno de los elementos

de prueba, con aplicación estricta de las reglas de la sana crítica. Debe justificar y fundamentar, adecuadamente, las razones por las cuales les otorga determinado valor,

con base en la apreciación conjunta y armónica de toda la prueba esencial.

Es abundante la crítica a la redacción de este artículo en facultades de derecho y en materia penal, debido a que las reglas de la sana crítica, contienen cierto grado de ambigüedad y subjetividad, dependiendo del cristal, con qué se distingan las pruebas, en este caso. 
Suponemos que las reglas de la sana crítica, deben ser acreditadas por los integrantes de los tribunales, de los jueces, pero hay que advertir, que muchos abogados, son conocedores subjetivamente, de la materia, en que trabajan, entonces ciertas reglas de la sana crítica, dependerán de la cultura y educación, además de los valores morales, que pueda tener el juez, o los integrantes de un tribunal.

TITULO II

COMPROBACION INMEDIATA Y MEDIOS AUXILIARES

ARTICULO 185.- Código Procesal Penal-
“Inspección y registro del lugar del hecho Cuando sea necesario inspeccionar lugares o cosas por existir motivos suficientes para sospechar que se encontrarán rastros del delito o por presumirse que, en determinado lugar, se oculta el imputado o alguna persona evadida, se procederá a su registro.

Mediante la inspección se comprobará el estado de las personas, los lugares, las cosas, los rastros y otros efectos materiales existentes, que resulten de utilidad para averiguar el hecho o individualizar a sus autores o partícipes.

El representante del Ministerio Público será el encargado de realizar la diligencia, salvo que se disponga lo contrario.

Se invitará a presenciar la inspección a quien habite el lugar o esté en él cuando se efectúa o, en su ausencia, a su encargado o a cualquier persona mayor de edad. Se preferirá a familiares del primero.

Buscamos en el proceso penal siempre la forma de manifestar la denominada verdad real o material, y el único instrumento científico y jurídico para hacerlo es la prueba, de donde se deriva la necesidad de la actividad probatoria, concebida como prueba.
Dice Florian, 1982, Bogotá Colombia, “...el esfuerzo de todos los sujetos procesales tendiente a la producción, recepción y valoración de elementos de prueba.”  (FLORIÁN Eugenio, “De las pruebas penales,” Bogotá Colombia, Ed. Temis, Tomo I, 3ª edición. 1982, p.142).

Es relevante meditar en virtud del inevitable interés público que supone la materia penal, en donde la mayor parte de esa diligencia se halla a cargo de los órganos públicos (Tribunales y Ministerio Público), que de modo imparcial deben gestionar la restauración del hecho histórico que se investiga con la mayor veracidad posible. 
Leyendo este numeral 185, del Código Procesal Penal observamos que no indica, ni delega, a una entidad directa o específica, para que lleve a cabo el procedimiento de indagatoria y de búsqueda de esa verdad y de las pruebas pertinentes. 
En Costa Rica, los que ejecutan dicho trabajo son oficiales del Organismo de investigación judicial, y aunque se entiende que tal institución pertenece a la Fiscalía, también se concibe que procedan en una forma particular y con cierto grado de autonomía. 

Los otros sometidos del proceso (el imputado y las partes civiles) consecuentemente buscarán la forma  de encuadrar únicamente aquellos elementos probatorios que trascienden de beneficio para sus intereses individuales. Aunque sí concebimos a la carga de la prueba en sentido tradicional como lo dice Cafferata, 1986, Argentina:
“el imperativo impuesto a quien afirma un hecho, en el cual se basa su pretensión, de acreditar su existencia, so pena de que, si no lo hace, cargará con las consecuencias de su inactividad, la que puede llegar a ocasionar que aquélla sea rechazada, por no haber probado el hecho que le daría su fundamento.” (CAFFERATA (José L.) “La prueba en el proceso penal” Buenos Aires, Ediciones Depalma, 1986, pág 31).
I.-14-. Propósito de la investigación: 

Trazamos aquí la posibilidad de establecer en primera demarcación, al derecho procesal penal el argumento de ¿a quién le corresponde la prueba de la acusación y a quién la prueba de la defensa? 
La idea u objetivo principal es demostrar que el sistema de la Cadena de Custodia de la Prueba, no es un sistema científico y responsable, como debería ser en Costa Rica. Señalando puntual, entre cuáles sujetos procesales se distribuyen dicha carga. Responsabilidad y Obligación de uno de los procedimientos más relevantes en el Proceso Penal costarricense.  ¡Atención! Se plantea aquí la cuestión de ¿a quién en el  derecho procesal penal le corresponde la prueba de la acusación y a quién la prueba de la defensa? 
Se produce todo un conflicto, la custodia de la prueba, está en manos de una sola entidad, esa entidad es la que indaga y procura tener la verdad, y la que propone los elementos probatorios ante un tribunal, es la misma entidad institucional, la policía judicial.  Entre cuáles sujetos procesales se distribuye dicha carga. El numeral 185, responsabiliza al encargado del Ministerio Público, estamos hablando supuestamente del Fiscal, General de la República; o sea de una sola persona, un individuo, que tendrá una responsabilidad constitucional, formal, de “realizar la diligencia, salvo que se disponga lo contrario.”
Se constituirá esta persona, en el espíritu santo, para poder estar en todas las dependencias de la Fiscalía en todo el territorio nacional. Parece folklórico el apunte, pero tiene una realidad perceptible que nos lleva a proponer modificaciones de ciertos artículos mal redactados y que se prestan para ambigüedades y errores, en el transcurso de los diversos procedimientos, para poder llegar con la prueba lícita, hasta los tribunales responsables, con competencia y jurisdicción.

Este tema tiene distintos argumentos, según se trate de un sistema acusatorio o de uno inquisitivo. En el primero la carga de la prueba de la acusación correspondería al acusador y la de la defensa al acusado; obviamente. En el segundo no existe esta distribución, debido a que los poderes de investigación están acumulados en el ente investigador, sea este el juez, como lo señala la ley, y que en la realidad no se produce, o sea el Ministerio Público o bien, ambos, dependiendo del sistema que se haya acogido.

En un régimen mixto actual, por ejemplo, como el que actualmente rige en algunos países y que también tuvo Costa Rica en otros tiempos, que resulta de la instauración de un procedimiento inquisitivo en esencia, que se realiza a similitud de la forma acusatoria, o si se quiere, con límites para el Estado en el ejercicio del poder en homenaje a la persona humana, se le reconoce al imputado el estado jurídico de inocencia.
Entendemos que el imputado no tiene ninguna obligación de probar su inculpabilidad, derivándose por lógica, que es al Estado por medio de los órganos competentes al que le cabe, no sólo manifestar la responsabilidad penal sino también indagar las circunstancias eximentes o atenuantes de responsabilidad que el imputado alegue a su favor. Así se expresa en el numeral, que se estudia.
Acontecimientos similares acontecen en un sistema acusatorio o de mayor orientación hacia las particularidades de este régimen, como ocurre con los procedimientos anglosajones o con los nuevos códigos procesales que se han inspirado en las escuelas modernas seguidoras de aquéllos. 
Pertinente a la carga de la prueba de la denuncia, es del interés del Ministerio Público la responsabilidad formal de buscar la justicia y no la condena (acusar a ultranza) y si ante su inactividad el juez de juicio debe suplir –de manera excepcional– esta función, cabe afirmar que en este proceso penal no existe distribución alguna en la carga de prueba.

Deducimos por el artículo de marras, (185), es que la Fiscalía General tiene el deber de investigar; esto es, el que puede y debe examinar, al igual que corregir, el propósito de prueba y también introducir por sí mismos en el proceso los hechos y circunstancias necesarios para encauzar sobre ellos los referentes elementos de convicción, iniciativa ex oficio que puede referirse tanto a la prueba de la acusación que formula como a la de la defensa, aun cuando el imputado confiese su culpabilidad en el quebrantamiento de la ley.

Como ya se dijo, excepcionalmente en la etapa de juicio se le permite a la autoridad juzgadora suplir la inacción de las partes en este punto, pero sin que esto signifique, conforme al nuevo modelo procesal, que sea una obligación para dicha autoridad en todos los procesos.
Este régimen mixto fue modificado en Costa Rica pormedio del actual Código Procesal Penal, Ley No. 7594, el cual, no obstante fue aprobado en el año de 1996, entró en vigencia a partir del 1º de enero de 1998, con una clara tendencia hacia el sistema acusatorio, siguiendo las orientaciones del Código Procesal Penal Modelo  de la instauración de un procedimiento inquisitivo en esencia, que se realiza a similitud de la forma acusatoria, o si se quiere, con límites para el Estado en el ejercicio del poder en homenaje a la persona humana, se le reconoce al imputado el estado jurídico de inocencia.
Puede determinarse, como resultado, que en el proceso penal no manda a plenitud el principio de la carga de la prueba, porque si las Constituciones Políticas reconocen el estado jurídico o principio de inocencia de la persona acusada o imputada, del que se deriva la no exigencia u obligación de probar su coartada, es entonces el Estado quien debe garantizar el compromiso penal, con la obligación de investigar los incidentes paliativos o atenuantes invocadas por aquella en su favor.

Equitativamente podemos negar, desde una perspectiva formal, que al Ministerio Público le concierna la carga de la prueba de la imputación, pues su interés, como ya señalamos, no es forzosamente de penalización sino de justicia, inclusive otorgándole la ley la eventualidad de recurrir en favor del imputado, aportar pruebas en su beneficio y solicitar su absolutoria. Sarcásticamente así funciona el sistema; y es de lo que las víctimas se quejan junto a sus familiares, cuando claman por justicia.
En todo caso no se puede ignorar que cualquier inactividad de la defensa o del Ministerio Público debería ser reemplazada originalmente por el tribunal y solo si se observa que se están perturbando las garantías constitucionales del imputado.  
Se entiende que quien tiene el deber de investigar la verdad y hacer lo que esté a su alcance por obtenerla, en última instancia es el Estado, efectuando la diligencia probatoria que le permite la ley, con atribuciones tanto en la fase de investigación o etapa preparatoria (donde indubitablemente son más extensas) como durante el juicio. 
Toda interpretación contraria a la anterior, puede conducir a una violación de garantías constitucionales que desnaturaliza los objetivos del proceso penal; lo que significa que echa a perder todo el Proceso.
ARTICULO 186.-

Acta De la diligencia de inspección y registro, se levantará un acta que describirá, detalladamente, el estado de las cosas y las personas y, cuando sea posible, se recogerán o se conservarán los elementos probatorios útiles. Si el hecho no dejó rastros, ni produjo efectos materiales o si estos desaparecieron o fueron alterados, el encargado de la diligencia describirá el estado existente y, en lo posible, verificará el anterior. En caso de desaparición o alteración, averiguará y hará constar el modo, el tiempo y la causa que la provocó.

Si observamos esta norma, tampoco instituye, quién será el responsable obligado formalmente de efectuar esta tarea que encomienda; no es susceptibilidad de hilar delgado y si en la práctica lo entendemos, la ley debe ser clara respecto a este procedimiento tan elemental en el proceso penal. 
Perpetuamos con el detalle de ambigüedad, en la redacción legislativa, por ejemplo dice: “Si el hecho no dejó rastros, ni produjo efectos materiales o si estos desaparecieron o fueron alterados, el encargado de la diligencia describirá el estado existente y, en lo posible, verificará el anterior.”  (artículo 186 CPP).
El acto mismo no puede dejar pista, son los protagonistas del hecho, los que podrían dejar rastros, me imagino que cuando habla de rastros, se habla de pistas, evidencias, elementos, que pueden ser utilizados como pruebas. 

Dice Cafferata: “Medio de prueba es el procedimiento establecido por la ley tendiente a lograr el ingreso de elementos de prueba en el proceso.”  (CAFFERATA José L, op. cit., pp. 21).

Sabemos que en el proceso penal preexiste una gran amplitud en esa materia que admite certificar que todo alcanza a ser probado por cualquier medio, es usual que las leyes instauren una regulación que tiene por objetivo, que el antecedente probatorio existente fuera del proceso, pueda penetrar a éste, para ser acreditado por las partes, dando crédito a sus derechos de salvaguardia.

Si somos consecuentes con el Profesor Cafferata, Desde esta configuración, de la libertad probatoria respecto del medio probatorio, implica, que:

a.- Para probar un objeto específico no debe exigirse la utilización de un medio determinado y;

b.- que no solo es posible hacer prueba con los medios expresamente regulados en la ley, sino con cualquier otro no reglamentado, siempre que sea adecuado para descubrir

la verdad real, según lo admite la doctrina mayoritaria.

ARTICULO 187.-

Facultades coercitivas Para realizar la inspección y el registro, podrá ordenarse que, durante la diligencia, no se ausenten quienes se encuentran en el lugar o que cualquier otra persona comparezca inmediatamente.

ARTICULO 188.-

Inspección corporal Cuando sea necesario, el juez o el fiscal encargado de la investigación podrá ordenar la inspección corporal del imputado y, en tal caso cuidará que se respete su pudor.

Con la misma limitación, podrá disponer igual medida respecto de otra persona, en los casos de sospecha grave y fundada o de absoluta necesidad. 

Si es preciso, la inspección podrá practicarse con el auxilio de peritos.

Al acto sólo podrá asistir una persona de confianza del examinado, quien será advertido previamente de tal derecho.

ARTICULO 189.-

Requisa El juez, el fiscal o la policía podrán realizar la requisa personal, siempre que haya motivos suficientes para presumir que alguien oculta pertenencias entre sus ropas o que lleva adheridos a su cuerpo objetos relacionados con el delito.

Antes de proceder a la requisa, deberá advertir a la persona acerca de la sospecha y del objeto buscado, invitándola a exhibirlo.

La advertencia e inspección se realizará en presencia de un testigo, que no deberá tener vinculación con la policía. Las requisas se practicarán separadamente, respetando el pudor de las personas.

Las requisas de mujeres las harán otras mujeres.

Se elaborará un acta, que podrá ser incorporada al juicio por lectura.

ARTICULO 190.-

Registro de vehículos El juez, el fiscal o la policía podrán registrar un vehículo, siempre que haya motivos suficientes para presumir que una persona oculta en él objetos relacionados con el delito. En lo que sea aplicable, se realizará el mismo procedimiento y se cumplirá con las mismas formalidades previstas para la requisa de personas.

ARTICULO 191.-

Levantamiento e identificación de cadáveres En los casos de muerte violenta o cuando se sospeche que una persona falleció a consecuencia de un delito, el juez deberá practicar una inspección en el lugar de los hechos, disponer el levantamiento del cadáver y el peritaje correspondiente para establecer la causa y la manera de muerte.

La identificación del cadáver se efectuará por cualquier medio técnico y, si no es posible, por medio de testigos. Si, por los medios indicados, no se obtiene la identificación y su estado lo permite, el cadáver se expondrá al público por un tiempo prudencial, en la morgue del Departamento de Medicina Legal, a fin de que quien posea datos que puedan contribuir al reconocimiento, se los comunique al juez.

ARTICULO 192.-

Reconstrucción del hecho Se ordenará la reconstrucción del hecho para comprobar si se efectuó o pudo efectuarse de un modo determinado.

Nunca se obligará al imputado a intervenir en el acto, que deberá practicarse con la mayor reserva posible.

ARTICULO 193.-

Allanamiento y registro de morada Cuando el registro deba efectuarse en un lugar habitado, en sus dependencias, casa de negocio u oficina, el allanamiento y registro será realizado personalmente por el juez y deberá iniciarlo entre las seis y las dieciocho horas.

Podrá procederse a cualquier hora cuando el morador o su representante consienta o en los casos sumamente graves y urgentes. Deberá dejarse constancia de la situación de urgencia en la resolución que acuerda el allanamiento.

ARTICULO 194.-

Allanamiento de otros locales El allanamiento de locales públicos, establecimientos de reunión o recreo mientras estén abiertos al público y no estén destinados a habitación, será acordado por el juez, quien podrá delegar la realización de la diligencia en funcionarios del Ministerio Público o de la policía judicial. No regirán las limitaciones horarias establecidas en el artículo anterior.

En estos casos, deberá avisarse a las personas encargadas de los locales, salvo que sea perjudicial para la investigación.

ARTICULO 195.-

Contenido de la resolución que ordena el allanamiento La resolución que ordena el allanamiento deberá contener:

a) El nombre y cargo del funcionario que autoriza el allanamiento y la identificación del procedimiento en el cual se ordena.

b) La determinación concreta del lugar o los lugares que habrán de ser registrados.

c) El nombre de la autoridad que habrá de practicar el registro, en el caso de que la diligencia se delegue en el Ministerio Público o en la policía, por proceder así conforme lo dispuesto en este Título.

d) El motivo del allanamiento.

e) La hora y la fecha en que deba practicarse la diligencia.

ARTICULO 196.-

Formalidades para el allanamiento Una copia de la resolución que autoriza el allanamiento será entregada a quien habite o posea el lugar donde se efectúe o, cuando esté ausente, a su encargado, y, a falta de este, a cualquier persona mayor de edad que se halle en el lugar. Se preferirá a los familiares.

Cuando no se encuentre a nadie, ello se hará constar en el acta.

Practicado el registro, en el acta se consignará el resultado, con expresión de las circunstancias útiles para la investigación.

La diligencia se practicará procurando afectar lo menos posible la intimidad de las personas.

El acta será firmada por los concurrentes; no obstante, si alguien no la firma, así se hará constar.

ARTICULO 197.-

Allanamiento sin orden Podrá procederse al allanamiento sin previa orden judicial cuando:

a) Por incendio, inundación u otra causa semejante, se encuentre amenazada la vida de los habitantes o la propiedad.

b) Se denuncia que personas extrañas han sido vistas mientras se introducen en un local, con indicios manifiestos de que pretenden cometer un delito.

c) Se introduzca en un local algún imputado de delito grave a quien se persiga para su aprehensión.
d) Voces provenientes de un lugar habitado, sus dependencias o casa de negocio, anuncien que allí se está cometiendo un delito o pidan socorro.
ARTICULO 198.-

Orden de secuestro El juez, el Ministerio Público y la policía podrán disponer que sean recogidos y conservados los objetos relacionados con el delito, los sujetos a confiscación y aquellos que puedan servir como medios de prueba; para ello, cuando sea necesario, ordenarán su secuestro. En los casos urgentes, esta medida podrá delegarse en un funcionario de la policía judicial.

ARTICULO 199.-

Procedimiento para el secuestro Al secuestro se le aplicarán las disposiciones prescritas para el registro. Los efectos secuestrados serán inventariados y puestos bajo custodia segura.

Podrá disponerse la obtención de copias o reproducciones de los objetos secuestrados, cuando estos puedan desaparecer o alterarse, sean de difícil custodia o cuando convenga así para la instrucción.

ARTICULO 200.-

Devolución de objetos Será obligación de las autoridades devolver, a la persona legitimada para poseerlos, los objetos secuestrados que no estén sometidos a comiso, restitución o embargo, inmediatamente después de realizadas las diligencias para las cuales se obtuvieron.

Esta devolución podrá ordenarse provisionalmente, en calidad de depósito judicial y al poseedor se le podrá imponer la obligación de exhibirlos.

ARTICULO 201.-

Interceptación y secuestro de comunicaciones y correspondencia En relación con la interceptación y el secuestro de comunicaciones y correspondencia, se estará a lo dispuesto en la ley especial a que se refiere el artículo 24 de la Constitución Política.

ARTICULO 202.-

Clausura de locales Cuando, para averiguar un hecho punible, sea indispensable clausurar un local o movilizar cosas muebles que, por su naturaleza o dimensiones, no puedan ser mantenidas en depósito, se procederá a asegurarlas, según las reglas del registro.

ARTICULO 203.-

Control Las partes podrán objetar, ante el tribunal, las medidas que adopte la policía o el Ministerio Público, con base en las facultades a que se refiere este apartado. El tribunal resolverá en definitiva lo que corresponda, sin recurso alguno.

I.-15-. Objetivos generales:

Se ha estudiado aquí las leyes, que involucran el procedimiento de la prueba, lícita y del procedimiento de la custodia de esa prueba, que contempla el Código Procesal Penal y la posibilidad de reformar ciertos detalles en materia lingüística, que tienden a confundir al lector o interprete de la ley. Resta para adelante como tarea esencial de este trabajo, hacer un análisis de la ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, que ayude a establecer el formalismo, que  debe existir en el sistema procedimental, denominado, custodia de la prueba.
Cabe indicar, que tal Ley del OIJ, tiene un sin número de artículos redactados en una forma tal que producen lagunas y que deberían tener reforma, para evitar estos desenlaces que confunden a lector, e intérprete de la ley.   Otro propósito de este trabajo es lograr un análisis exhaustivo de los errores, que se producen en el sistema organizacional, administrativo y jurídico, respecto de la institución de la Cadena de la Custodia de la Prueba en el Proceso Penal.

Dice Chamía (Argentina 2010), “La validez legal de un elemento probatorio esta signado en su suerte por las normas del rito que instituyen las formas que deben observarse para su obtención, en resguardo de las garantías constitucionales de las personas, que se previeron en la carta fundamental del país, con más el universo que significa el reconocimiento a nivel constitucional de los derechos mínimos que tienen los seres humanos en la comunidad internacional, a las cuales adhirió nuestro país. La importancia más relevante de la prueba científica, es la garantía que representa en el proceso penal para el logro de sus fines específicos.” 

(CHAMÍA Jorge,  “La importancia de la prueba científica en el proceso penal,” Revista INDICIOS, Año 1 Vol. 1. ISSN 1853-2411. La Rioja (Argentina). 2010 Pp. 46-57 

Recibido: 30/08/2010 Aceptado: 05/09/2010).

En cuanto a la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, son importantes, para nuestro estudio, las siguientes normas: 3, 4 incisos 2, 4 y 5, 5 y 9. Y otros que se relacionan y que analizaremos en el transcurso de esta explicación de los antecedentes del trabajo que nos ocupa.
Las normas citadas disponen que es obligación de la Policía Judicial, entre otras diligencias, “...reunir, asegurar y ordenar científicamente las pruebas y demás antecedentes necesarios para la investigación...”, “...cuidar que el cuerpo y los rastros del delito sean conservados...”, y “...hacer constar el estado de las personas, cosas y lugares, mediante inspecciones, planos, fotografías, exámenes técnicos y demás operaciones que aconseje la policía científica...” (Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial):
Antes de analizar los diversos artículos de la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, sería relevante poder entender en la práctica lo que son medios de prueba lícitos y de valor en los diversos procesos de los tribunales penales de Costa Rica. Cuestionar también sobre la base de esta normativa fáctica y administrativa, si se produce en los preceptos jurídicos la administración, efectiva, eficiente, apropiada y adecuada de la custodia de la prueba.
Veamos lo que dice el artículo 3 de la Ley del OIJ:

Artículo 3 .- El Organismo de Investigación Judicial, por iniciativa propia, por denuncia o por orden de autoridad competente, procederá a investigar los delitos de acción pública, a impedir que los hechos cometidos sean llevados a consecuencias ulteriores, a identificar y aprehender preventivamente a los presuntos culpables, y a reunir, asegurar y ordenar científicamente las pruebas y demás antecedentes necesarios para la investigación.
Si el delito fuere de acción o instancia privada, solo actuará en acatamiento a orden de autoridad competente, que indique haber recibido la denuncia o acusación de persona legalmente facultada.

Se producen contradicciones, si entendemos que la policía judicial tiene jefaturas, incluso, además de el Director y Sub Director de la unidad, la Fiscalía y los Tribunales se convierten en jefes directos, lo que significa que no tiene independencia y que no puede actuar por iniciativa propia, en ningún caso, o procedimiento. No obstante, sí queda claro, que asumirá la administración, control  “y a reunir, asegurar y ordenar científicamente las pruebas y demás antecedentes necesarios para la investigación.” (Ley Orgánica del OIJ, op. cit.).
En el siguiente numeral, el 4, encontramos un resumen mejor elaborado, para que los responsables puedan entender la obligación de la custodia de la prueba, y es concerniente, entender cada parte de este artículo:

Artículo 4 º .- El Organismo tendrá, entre otras que legalmente le sean señaladas, las siguientes atribuciones:
1) Recibir denuncias;
2) Cuidar que se conserve todo lo relacionado con el hecho punible y que el estado de las cosas no se modifique hasta que llegue al lugar la autoridad competente. 
La imprecisión que se origina en este párrafo, es que no demarca, además de ordenar cuidar, que deberíamos entender, como administrar y conservar las “cosas”, que debemos entender como pruebas, evidencias, hasta que lleguen al lugar la autoridad competente. La única autoridad competente son los integrantes de los tribunales de justicia, pero muchas veces un jefe del OIJ, o de la Fiscalía, se encargan del asunto… Por lo que se considera pertinente una reforma en la redacción de este párrafo.

En la práctica no siempre es verdad que lleguen las autoridades competentes al lugar de los hechos, de tal forma, que esta ordenanza muchas veces queda desierta, por la laguna que produce la ambigüedad de este párrafo.

Continúa el artículo 4º:

No obstante, cuando se tratare de heridos, tomará las medidas necesarias para su curación, trasladándolos inmediatamente a donde se les preste auxilio.
Mientras llega al lugar de los hechos la respectiva autoridad, los miembros del Organismo practicarán las diligencias técnicas de su incumbencia que consideren necesarias para el éxito de la investigación;
3) Ordenar, si es necesario, la clausura del local en que se ejecutó el delito, o en que se suponga, por vehementes indicios, que alguno se ha cometido; que ninguna persona se aparte o ingrese al local o lugar y sus inmediaciones antes de concluir las primeras diligencias, pudiendo aprehender, por el tiempo estrictamente indispensable, a las personas cuyas declaraciones puedan ser útiles para el éxito de la investigación;
Generalmente el local, es parte de la prueba, proque allí se encuentran la mayoría de los indicios, pistas y rastros, que pueden ser sustanciales, para la convicción, con la cual se tomarán decisiones, los integrantes del tribunal, o el juez individual; o el mismo Fiscal, para hacer las acusaciones pertinentes.

4) Hacer constar el estado de las personas, cosas y lugares, mediante los exámenes, inspecciones, planos, fotografías, y demás operaciones técnicas aconsejables;
Observando este inciso cuarto, por su ordenanza, pueden surgir las pruebas documentales, necesarias para convencer del hecho punitivo. Todos estos incisos tienen pertinencia en el sentido de cumplir con la normativa de la del OIJ.

Continuamos con el quinto inciso del artículo 4º:

5) Recoger todas las pruebas y demás antecedentes, que tengan importancia en el caso;
Los objetos pueden ser tanto cosas muebles, inmuebles, animadas o inanimadas. quepueden ser identificadas por personas.  Al igual que el reconocimiento de personas primero se invita al sujeto a describir lo que va a reconocer, y luego le será exhibida con otras semejantes en cuanto sea posible.

Sin embargo, esta ordenanza del inciso 5º del artículo 4º de la ley del OIJ, no señala requisitos para que se lleve a cabo una obligada recolección de pruebas y el cuidado que hay que tener con esta; aquí inicia realmente la cadena de custodia de la prueba. 
Hace falta analizar y reflexionar, sobre este inciso, lacónico, y de tanta relevancia, para el Debido Proceso, en consideración se puede decir que está muy sutil y abandonado, en materia de responsabilidad y obligación, de los que tengan tal gestión, en los procedimientos, previos al Proceso por la responsabilidad que puede tener dentro de los efectos jurídicos y en comportamiento particular de las partes, sin tomar en cuenta a los integrantes del Tribunal, que dilucide el caso.
I.-16-. Cómo debería ser la custodia en el sistema nacional:

La cadena de custodia de la prueba:  debería entenderse como el procedimiento controlado, organizado, administrado, sistémico y científico, tal y como lo aseguran muchos juristas, doctrinarios y de jurisprudencia; que se aplica a los indicios materiales relacionados con el delito, desde su localización hasta su valoración por los encomendados de su análisis, normalmente peritos, y que tiene como fin no viciar el manejo que de ellos se haga y así evitar alteraciones, renovaciones, profanaciones o destrucciones. 

Los pasos de la cadena de custodia de la prueba revisten de una gran responsabilidad y seriedad, haría falta que los responsables, los que sean, tengan experiencia, conocimientos y atribuciones profesionales, para poder cumplir con estas obligaciones, que son ordenanzas, dentro del Orden Jurídico, constitucional, procesal, formal y hasta material del cuido de la prueba.
A partir de la fijación, recolección, embalaje y traslado de la evidencia en la escena del acto, hasta la presentación al debate, la cadena de custodia debe dar garantía de que los tácticas empleadas han sido cuidadosas, responsables, obligadas, con apego a la ley, exitosas, y que la evidencia que se recolectó en la escena, es la misma que se está presentando ante el tribunal, o el analizado en el respectivo dictamen pericial, en el momento propicio dentro del Proceso Penal.
Al recolectar pruebas, lo importante es la evocación, científica, de investigar, de lograr en la indagación proponer y propiciar una idea científica del resultado de la recolección de la prueba, el valor que va a tener en el proceso de investigación y por medio de la cadena de custodia, que no se pierda desde ninguna perspectiva este valor que va a ser apreciable, debido a que no se va a poder impugnar, al haberse acatado el procedimiento, la ordenanza de la normativa, para la idea específica de la custodia y cadena de la prueba.
La hermenéutica  que se debe seguir en cuanto a la evidencia en la escena, y en todo proceso de investigación, es el siguiente:

- Recolección adecuada de los indicios.

- Conservación adecuada de los indicios.

- Entrega fiscalizada.

Surge un cuestionamiento aquí, si ¿en el sistema nacional costarricense, se cumple con todo este método, netamente jurídico,  mencionado arriba?

Las etapas de la cadena de custodia son las siguientes:
1. Extracción o recolección de la prueba.

2. Preservación y embalaje de la prueba.

3. Transporte o traslado de la prueba.

4. Traspaso de la misma, ya sea a los laboratorios para su análisis, o a las diferentes fiscalías para su custodia.

5. Custodia y preservación final hasta que se realice el debate.

La cadena de custodia implica: la extracción adecuada de la prueba, la conservación, caracterización, transporte y transferencia apropiada, transmisión y entrega controladas.

Al recoger las pruebas, lo trascendental es el significado, el valor que va a tener en el proceso de investigación y por medio de la cadena de custodia, este valor va a ser relevante, debido a que no se va a poder impugnar, al haberse acatado el procedimiento.
Radica en la búsqueda que una entidad u organización transformadora de materias primas para la obtención de otros productos se compromete a hacer al objeto de garantizar que al menos un determinado porcentaje de aquellas materias, denominadas materias certificadas, cumplen unas ciertas particularidades de calidad, generalmente medioambientales. 
Tradicionalmente este seguimiento es también objeto de certificación y se denomina certificación de la cadena de custodia; como ocurre, por ejemplo, en las industrias transformadoras de madera, como pueden ser las de fabricación de muebles o las de fabricación de pasta de papel.

Los elementos básicos que componen una cadena de custodia son:
• Identificación física y marcado de los materiales certificados.

• Separación estricta de materiales certificados y no certificados.

• Sistema de garantía del origen en cada etapa de producción.

• Documentación y registros de control.

• Sistema de procesado y mantenimiento de la información.

• Identificación del producto final certificado.

• Formación de los trabajadores.

Con toda esta información de requisitos y responsabilidades, el inciso 5º, del artículo 4º, se queda corto en cuanto a la gran responsabilidad de establecer bien la ordenanza del artículo de marras. Menudamente, es lo que conforma el esfuerzo de este trabajo, poder demostrar, que en lo básico, no se cumple con la responsabilidad de la ordenanza, ni del Código Procesal Penal, ni de la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial.

6) “Proceder a la aprehensión de los presuntos culpables. Sin embargo, todo el que fuere detenido deberá ser puesto a la orden de la autoridad judicial competente, dentro del término perentorio de veinticuatro horas. Si en el curso de su detención y mientras no esté a la orden de la autoridad judicial, se desvirtuaren en cualquier forma los indicios de su culpabilidad, será puesto de inmediato en libertad;”
El párrafo seis contiene suficiente valor, porque también se trata de la prueba testimonial, que puede conseguirse en este apartado de la ley y será clave el  reconocimiento de personas. La declaración es un juicio de identidad entre una percepción presente y una pasada. Es un acto formal en virtud del cual se intenta conocer la identidad (lato sensu) de una persona mediante la injerencia de otra. 

El reconocimiento procederá, cuando sea dudosa la identificación física de una persona, haya dudas acerca de la identificación nominal de una persona o resulte necesario si el que dice conocer o haber visto a una persona efectivamente la conoce o la ha visto. Se puede realizar tanto durante la fase de investigación, como también en debate. El reconocimiento al momento de realizarse tiene varias fases. 
Se inicia con el Juramento, que se toma a todo el que practique el acto (salvo el imputado). Luego se pasa a la Descripción previa, que es posterior al reconocimiento y para que el sujeto indique las principales características de la persona a reconocer, y en la situación en que fue observada. 
La tercera fase, son las preguntas sobre conocimiento anterior, donde se trata de verificar si la persona a identificar es “conocida” del que lo podría identificar en forma personal o simplemente de vista. El siguiente paso es la composición de la rueda de personas, que debe estar constituida de tal forma que no permita violación de garantías procesales.

El quinto procedimiento es adecuadamente la expectación de la rueda, que generalmente se realiza de manera que él puede identificar no sea visto, para evitar cualquier intimidación o amenaza que afecte su determinación. Luego de la observación se procede a la Identificación y designación, la cual debe ser clara y precisa.

En caso de que varias personas deban realizar la identificación se impedirá que se comuniquen entre ellos. Si por otro lado son varias personas las que hay que identificar, se puede realizar en un solo acto.

El reconocimiento por fotografía se puede realizar cuando sea necesario identificar o reconocer a una persona que no esté presente, o no pueda ser habida, para lo cual se pueden utilizar tanto fotografías de la policía como documentos personales.

7) Disponer la incomunicación, por resolución escrita, de los presuntos culpables, para evitar que puedan ponerse de acuerdo con terceras personas que entorpezcan la investigación. Tal resolución se pondrá, de inmediato, en conocimiento de la autoridad competente, quien podrá revocarla si la considerare injustificada. La incomunicación no podrá exceder de cuarenta y ocho horas sin orden del respectivo Juez y, en todo caso, deberá ajustarse estrictamente a los requisitos de ley. Los menores de diecisiete años sujetos a investigación no podrán ser incomunicados en ningún caso;
8) Recibir declaración del imputado en la forma y con las garantías que establece la ley;
9) Proceder a interrogar a todas la personas que pudieran aportar datos de interés a la investigación, practicando los reconocimientos, reconstrucciones, inspecciones y confrontaciones convenientes;
10) Efectuar todos los exámenes, indagaciones y pesquisas que juzgue oportunas para la buena marcha de las investigaciones;
11) Practicar peritaciones de toda naturaleza, solicitando la colaboración de técnicos foráneos, cuando se requieran conocimientos científicos especiales, los cuales no podrán negar su cooperación.
Asimismo, puede solicitar la asistencia de intérpretes, cuando fuere necesario, los que tampoco podrán negar su colaboración.
Tales técnicos e intérpretes prestarán juramento de cumplir bien y lealmente su encargo, y de guardar secreto sobre la materia en que intervinieron;
Esta norma tiene mucha relevancia, desde la perspectiva formal y material, que puede contribuir un perito con su experiencia y sus estudio del caso y de una específica, tarea, que él encargue el Tribunal competente o la jurisdicción: Mediante esta prueba se pretende conseguir para el proceso un diagnóstico basado en especiales experimentaciones científicas, que resulte útil para el revelamiento o valoración de un elemento de prueba.
 Se habla aquí de la intervención en el proceso de un profesional, técnico en determinada materia –el perito– que aporta información que el juez probablemente no maneja y a quien se le encarga esa misión en virtud de un interés preexistente. La opinión no es vinculante pero será considerada como una prueba más, pudiendo incluso prescindirse de ella o arribar a una conclusión contradictoria. 

Las diversas legislaciones establecen requisitos de diferente naturaleza referidos al número, circunstancias, matrícula en lista oficial, razones de incompatibilidad, excusa y recusación, sanciones, honorarios, reembolso de gastos etc. Igualmente cambian los pasos a seguir en la ejecución de la prueba pericial (designación, proposición, dirección de la pericia, dictamen, aclaración, ampliación etc.). En algunos casos se regulan, aunque en forma concisa, pericias especiales tales como la psiquiátrica, sicológica, la autopsia y el cotejo de documentos entre otros.

12) Proceder a los registros, allanamientos y requisas que fueren necesarias para la buena marcha de las investigaciones, con las formalidades que prescribe el Código Procesal Penal; y
De igual forma las cosas pueden ser identificadas y equiparadas por personas. Los objetos pueden ser tanto cosas muebles, inmuebles, animadas o inanimadas. Al igual que el reconocimiento de personas primero se invita al sujeto a describir lo que va a reconocer, y luego le será exhibida con otras semejantes en cuanto sea posible.

13) Solicitar la colaboración de otras autoridades, las que no podrán negarla. La policía administrativa actuará siempre que no pueda hacerlo inmediatamente la judicial, pero desde que ésta intervenga, la administrativa será su auxiliar. En casos urgentes o cuando cumpla órdenes de autoridades judiciales, la policía administrativa tendrá las mismas atribuciones que la judicial.

Concluimos con el artículo 4º, considerado fundamental, en este trabajo, y el que nos induce a establecer un objetivo específico, que trataremos más adelantes, después de analizar los siguientes artículos de la Ley del OIJ. 

Artículo 5 º .- Inmediatamente después que el Organismo tenga noticia de la comisión de un delito se trasladará sin demora alguna, al lugar del suceso, y dará aviso a la autoridad judicial competente; recogerá los objetos, armas e instrumentos que hubieren servido o estuvieren preparados para la comisión del hecho y cualesquiera otros que puedan servir para la investigación; y realizará todas las demás diligencias procedentes que fueren necesarias para hacer efectivo su cometido.

El Ordenamiento Formal, establece, que será la autoridad con competencia, la encargada de resguardar las pruebas, no obstante, en la realidad nacional, se sabe, que la que se encarga de estos menesteres prácticos, es la policía judicial. La inspección judicial es un medio de prueba en el que se logran diferenciar sumariamente materiales, cosas de mucha utilidad para la reconstrucción conceptual del acto.

Todos los sentidos biológicos de los responsables, se explica aquí, de los que deben obligarse, con la ley formal y material, para llevar a cabo este trabajo de mucha relevancia en el Proceso Penal, pueden ser utilizados para percibir en la inspección (por ejemplo, por el oído se puede apreciar el tumulto en la calle).

Los objetivos se concretan en comprobar rastros o derivaciones materiales que el hecho haya dejado, los primeros indican la existencia del delito (desgarros del himen; que producen en alguna violación a alguna señorita, rotura de la cerradura, etc.) y los segundos son simple transformaciones del mundo exterior. 
Todo lo percibido será descrito en un acta, deberá haber un experto, que lleve a cabo esa acta, en forma prudencial y buena redacción, para que sea entendible por todos los involucrados en todo el proceso; si no se dejó rastro o efecto alguno entonces se describirá el estado existente y en lo posible se verificará el anterior.

I.-17-. Propósitos específicos:

En la inspección se puede valer de la participación de los testigos, intérpretes y peritos, así como ordenar todas las sistematizaciones, técnicas ineludibles para perfeccionar, consolidar, una estructura administrativa y organizacional de lo inspeccionado (fotografías, videos, croquis, planos), también puede ordenar que no se ausenten las personas encontradas en el lugar (para garantizar la inspección).

Objetivamente: esta visión precisa y sistémica, dentro de una ciencia de la Administración Jurídica, nos formula ineludiblemente el objetivo específico de este trabajo, y es instituir los heterogéneos señalamiento rotundos, formales y materiales, de lo que debería ser la custodia científica y administrativa de la prueba para el Proceso Penal. Surge esta inquietud, de la base de este estudio y análisis de las diversas leyes que involucran este procedimiento, como parte de la hermenéutica para cumplir, desde una perspectiva científica jurídica. (La nota es totalmente del autor de la tesis, Costa Rica, agosto 2014).
Existen diversos tipos de Inspección Judicial. Podemos señalar así de la Inspección de personas, que lo que pretende es el reconocimiento de personas para determinar las consecuencias y efectos que ha generado el delito. 
La inspección puede ser corporal y mental, es inclusive obligatoria para los imputados (respetando aún así los derechos de éste), y para terceros se exige grave o fundada sospecha o absoluta necesidad. 
Cabe cuestionar en este apartado, ¿si los diferentes sistemas, tribunales, fiscalía y policía judicial, podrán en Costa Rica, llevar a cabo toda esta tarea, científica?

Otro tipo de inspección es la de cadáveres, que no es propiamente una inspección sino más bien un reconocimiento o una pericia cuyo objetivo es establecer rastros o efectos materiales del delito en el cuerpo. 
Intrínsecamente en la lista se encuentra también la Inspección de cosas, que consiste en el acto procesal mediante el cual la autoridad judicial competente, usando de su percepción directa, observa y aprehende la existencia, el estado, a composición, y las condiciones de una cosa. 
Muy ligada a la anterior está la Inspección de Lugares, cuya finalidad es determinar las características del sitio donde ocurrió el delito (como manchas de sangre, impacto de balas etc.), y que conforman en un grupo integral lo que se puede denominar prueba.
La formalidad del nuevo proceso penal induce a poder entender al Ministerio Público como el órgano a quien le atañería ejecutar toda esta diligencia, salvo que el juzgador decida hacerlo durante el juicio, cosa que nunca se produce, se deduce en la práctica, que los jueces esperan el discurso de los fiscales, para tomar decisiones, las pruebas de parte de los fiscales, para tomar decisiones, y los fiscales, esperan de las partes y de la policía las pruebas contundentes y verdaderas, científicas y sistémicas, para realizar acusaciones, contra un individuo, que se supone es el responsable de un hecho delictivo, típico y culpable. 

Se consiente en casos únicos y de sumo apremio, para no poner en peligro la investigación, que la policía lo haga. 
La inspección reglamentariamente debe ser comunicada a las partes, estas últimas pueden asistir, exceptuando la inspección personal. Hasta aquí, por la experiencia de esta indagación consideramos que no se producen todos estos procedimientos necesarios, para cumplir con la formalidad y ordenanzas, desde la Carta Magna, hasta las normatividad del Código Procesal Penal y de la Ley Orgánica del Organismo de investigación Judicial.
Artículo 6º.- Cuando en el curso de una investigación se expidiere orden de presentación a una persona que tenga conocimiento de hechos o circunstancias que en cualquier forma puedan ayudar a la investigación y fuere impostergable su declaración para el éxito de la misma, se dispondrá su comparecencia en forma inmediata.
En igual forma se procederá si, habiéndosele otorgado un plazo para comparecer, no acatare a tiempo la orden, salvo justa causa.

Artículo 7 º.- Los miembros del Organismo no podrán abrir ni imponerse del contenido de la correspondencia que recojan para efectos de investigación, sin previa autorización del tribunal competente. En los casos urgentes podrán acudir a la autoridad judicial más cercana, la que autorizará la apertura y lectura, si lo creyere oportuno.

Artículo 8 º.- El Organismo practicará todas las investigaciones y diligencias que juzgue oportunas para la comprobación del delito e identificación del delincuente, observando las normas de la instrucción.
Dentro del plazo de ocho días, contados desde el inicio de la investigación, deberán remitirse a la autoridad competente las actuaciones que hubiere realizado y se pondrán a su orden los objetos e instrumentos del delito y demás pruebas materiales del caso; el tribunal podrá prorrogar prudencialmente el plazo cuando la investigación sea compleja o existan obstáculos insalvables.
Una vez enviadas las actuaciones efectuadas por el Organismo, éste continuará como auxiliar de las respectivas autoridades hasta finalizar la instrucción, pero no podrá sostener conflicto con ellas, cuyas disposiciones debe acatar.

Dentro de la realidad nacional, nada de esto se produce, ya que luego que el Fiscal, ha hecho ciertas investigaciones, entrevistas y otros procedimientos necesarios para el desarrollo normal de un proceso, el Ministerio Público, debe esperar una larga lista de otros casos, para llegar al proceso que interesa directamente.

Artículo 9 º .- El Organismo dejará constancia de las cosas, hechos o circunstancias de interés en la investigación, por medio de memorias, informes, diseños y cualesquiera otros medios científicos, tales como fotografías, fotocopias, cintas magnetofónicas, diagramas, planos, etcétera.
Los elementos de prueba así obtenidos deberán ser individualizados y asegurados, para efectos de garantizar la veracidad de lo que hacen constar, por medio de una razón que indique lugar, día, hora y circunstancias en que se obtuvo, firmada por el funcionario o funcionarios responsables de su obtención, y debidamente sellada. En casos especiales serán, además, asegurados con lacre.

La presunción en esta investigación, es que dificultosamente se cuenta con un sistema completo, como lo señala la ordenanza normativa del Ordenamiento jurídico de Costa Rica. 
Uno de los inconvenientes que ostentan los documentos a la hora de ser examinados como prueba, es su legitimidad, a diferencia de la prueba testimonial, ésta no es indubitable en cuanto a su autor, de modo que hay que establecer, si es verdadera la autoría a quien se le imputa la creación o suscripción si es en realidad su creador o suscriptor (cotejo, testimonios, grabaciones, fotografías, etc.). 
En cuanto a la legitimidad del documento es necesario establecer a) si lo que pronuncia es lo que su suscriptor quiso que expresara y b) en caso afirmativo, y tratándose de una expresión de conocimiento, si lo que señala es auténtico.

Generalmente no es tan fácil pero sería mejor concebido, si existiera una hermenéutica con un sistema organizado, para poder entender la responsabilidad y la obligación, que tendrían los diferentes funcionarios, desde la policía, administrativa, o judicial, hasta que la prueba llegue en custodia hasta el tribunal competente y con jurisdicción; para que pueda hacer un cotejo, que le ayude a tener una convicción, de que la resolución, se basa realmente en un sistema organizado, bien respaldado por la Administración Científica de la prueba.
CAPITULO IX

Del Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses

Artículo 38.- El Departamento de Laboratorio será el encargado de practicar los peritajes, llevar a cabo los estudios y evacuar las consultas relativas a las ciencias forenses en todos aquellos asuntos que competa conocer al Organismo.

Artículo 39.- Corresponderá al Jefe del Departamento dar asesoramiento e instrucciones acerca de los métodos para llevar a cabo las distintas labores y refrendar los informes y dictámenes emanados de las secciones a su cargo.

Pericia: 

Fundamentados en esta técnica se pretendería conseguir, para el proceso, un diagnóstico  que se fundamente en especiales conocimientos científicos, que resulte útil para la revelación o valoración de un elemento de prueba. Se trata de la injerencia en el proceso de un sujeto –el perito– que aporta información que el juez probablemente no maneja y a quien se le encarga esa misión en virtud de de desconfianzas y antecedentes.

De la Oficina de Depósito de Objetos

Artículo 45.- La Oficina de Depósito de Objetos será la encargada de custodiar, debidamente ordenados o individualizados, los objetos y demás pruebas decomisadas, que como consecuencia de las investigaciones, llegaren al Organismo; velará porque se mantengan en buen estado y las hará figurar en el respectivo inventario.

Artículo 46.- Los objetos a que se refiere el artículo anterior, que no fuere del caso ponerlos a la orden de ningún tribunal, podrán ser subastados por el Juzgado Penal de Hacienda, si dentro de los dos años siguientes a su ingreso no fueren reclamados por sus legítimos propietarios.

Artículo 47.- Si no fuere procedente ordenar la subasta, a juicio de la Dirección General, tales objetos podrán ser donados a instituciones públicas, o bien, destinados al Museo del Organismo, cuando tuvieren valor criminológico.

Artículo 48.- No obstante lo dispuesto en el artículo 46, cuando se tratare de bienes perecederos, podrá procederse a la subasta sin esperar el transcurso del plazo señalado y el producto de la misma se depositará en una cuenta bancaria, por el término dicho, para responder a la eventual reclamación de quien probare ser su legítimo propietario. Si no pudiere realizarse la subasta, los respectivos objetos serán enviados a una institución de beneficencia.

Artículo 55.- Los Jefes de Sección de los Departamentos de Medicina Legal y de Laboratorios de Ciencias Forenses se consideran peritos oficiales de los tribunales para practicar los exámenes y reconocimientos que éstos les ordenen. Se juramentarán al asumir su cargo. Sus dictámenes se reputarán auténticos; no necesitarán del trámite de ratificación ni recibirán honorarios por su peritación.

Es incuestionable que todos los inconvenientes concernientes a la prueba son muy trascendentales en la administración de justicia en general y característicamente en el ámbito penal, en donde está en juego uno de los más preciados derechos del hombre: su libertad. 

Es el excepcional discernimiento, el juez debe tener muy claro cuál es el propósito de la prueba, a quién corresponde probar (carga de la prueba), el procedimiento previsto en la ley para obtenerla, pero, sobre todo, el método previsto, como sistema científico, para su custodia, y administración y a la vez para su valoración. 
Lograríamos en una gran medida favorecer a la administración de justicia con un moderno y bien concebido procedimiento probatorio relativo al objeto, carga y obtención de la prueba, si el sistema de la cadena de custodia y de valoración es ineficiente, inadecuado, impropio, y sin características organizacionales y jurídicas, o si aún siendo moderno, su aplicación por los tribunales es arbitraria, bien sea por ignorancia de la técnica prevista por la ley o por corrupción, que también suele producirse en Costa Rica.

Este problema no es tan grave; bastaría con optimizar la disposición académica de los jueces y el resto de funcionarios, que están involucrados en esta cadena de custodia de la prueba. La solución del segundo sí que es una tarea monumental.

Cafferata: “La valoración es una operación intelectual destinada a establecer la eficacia de convicción de los elementos de prueba recibidos.” (CAFFERATA José L., op. cit., pág. 39).-
Artículo 56.- En todo peritaje, siempre que fuere posible, se dejarán a la orden de la respectiva autoridad una muestra de las cosas que fueron objeto de examen de modo que la prueba pueda repetirse.
Si con motivo del examen fuere necesario destruir o alterar los objetos que deben analizarse, antes de proceder a ello, se solicitará la respectiva autorización a la autoridad que ordenó el peritaje.

Artículo 57.- Todo dictamen pericial se expedirá por escrito y contendrá:
1) La descripción detallada de la persona, objeto o hecho examinado, tal como hubiere sido hallado observado o recibido;
2) una reseña de la técnica empleada, de las operaciones efectuadas, de la fecha en que éstas se practicaron y de su resultado; y
3) las conclusiones a que se llegó.

Artículo 58.- Además de la Policía Administrativa, se consideran auxiliares de la Policía Judicial:
1) Los cónsules y vicecónsules de Costa Rica en el extranjero;
2) Las autoridades de migración, aduanas y tránsito;
3) Los capitanes, oficiales y patrones de embarcaciones mercantes, nacionales o extranjeras que navegan en el mar territorial costarricense; los pilotos y demás tripulación responsable de la conducción de aeronaves comerciales; los pilotos nacionales y extranjeros que se encuentren o arriben a aeropuertos nacionales; los conductores y demás personal de trenes; los jefes y demás personal de estaciones ferroviarias y aeropuertos; los conductores y otros empleados de empresas de transporte que operen en el territorio nacional; y
4) Los directores, guardianes y demás empleados de las cárceles, presidios y otros establecimientos públicos o privados de reclusión de adultos o menores.

Artículo 59.- Los miembros de la Policía Administrativa y demás personas que deban auxiliar a la Policía Judicial, que le nieguen la cooperación debida a una autoridad judicial o en alguna forma obstaculicen su labor, serán sancionados con las penas establecidas para el delito de incumplimiento de deberes de funcionario público.

No existe otro objetivo más considerado y trascendental en la administración de la justicia que asignar toda la potencia intelectual a instaurar la eficacia y el  convencimiento de los componentes de prueba recogidos. 
En ese momento es cuando los constituyentes de un tribunal no sólo ponen al servicio de la justicia la erudición, su sabiduría y experticia, sino, sobre todo, su honestidad, y la honorabilidad; con estos últimos numerales de la Ley Orgánica del OIJ, que hemos analizado, observamos, como se involucran un gran número de funcionarios, todos del Estado y que necesitan de la instrucción formal y material, de cómo maniobrar, administrar la cadena de custodia de pruebas para el proceso penal de Costa Rica. 

I.-18-. Concretando una Hipótesis. 
Sistema Inconcluso y desorganizado…
Se pueden producir muchas omisiones y errores fatales en la cadena de custodia de la prueba para el contenido medular del Proceso penal y es debido a que en este trabajo, hemos notado en el transcurso de la investigación, que el sistema no cuenta con la garantía y la seguridad apropiada, efectiva, eficaz, administrativa, organizacional, sistémica y científica, para el cuido de las diversas pruebas, que puedan surgir de un acto punitivo, que en definitiva deba llegar ante un juez o tribunal que dilucide, en un proceso judicial, con todos los requisitos, que la ordenanza, constitucional, y del Ordenamiento Jurídico, señalen como legal en su totalidad.
Surge como hipótesis de este trabajo la idea, de que Costa Rica carece de una unidad formal, material, sistémica, administrativa, científica jurídica y elemental para la cadena de custodia de la prueba…

Tales requisitos formales, que emanen del Congreso de la República constituyen, sin lugar a vacilaciones, un grupo de los mecanismos fundamentales en una estructura básica de uno de los poderes del Estado Social y Democrático; pero también de la relevancia, que tiene el intervencionismo del Estado, en una materia esencialmente relevante, por el crecimiento demográfico y social, que nos hace vivir un gran grupo de hechos, comportamientos, que al ser prohibidos, mantienen ocupado a un sistema, que debe dirimir y resolver dichos entuertos.  
Se materializan, en el ámbito del derecho punitivo, con la función de administrar la justicia penal, donde los procedimientos de la cadena de custodia de la prueba, debería ser profesionalizada y administrada, eficaz y efectivamente.
Se organiza la gestión judicial, como una función  emanada de la Carta Magna y del Derecho Procesal Penal. Constituyen así, una circunspección de justicia, para la sociedad. Tal imperio judicial del Estado patrocina un organización integrada por tres elementos: 1. Tribunales 2. Ministerio Público y 3. Policía Judicial. Los tres mecanismos son depositarios de exclusivas y especiales distinciones y se encuentran concatenados por una sola finalidad: descubrir la exactitud del comportamiento imputado, con un solo objetivo, tomar decisiones objetivas, para una resolución congruente y razonable para las partes involucradas en el proceso.
De tal forma que la administración científica y sistémica de la cadena de custodia de la prueba, no puede tener fallos desde ninguna configuración; debe cumplir con una hermenéutica ajustada a la normativa, a la ciencia y consciencia de sus responsables, de tal medida, que en esta organización, no se produzcan ni mínimos detalles erróneos.
Si queremos lograr estos objetivos requeriremos del desarrollo de una Administración, Científica, que haga comparecer a los profesionales de la Teoría Organización Jurídica del Proceso Penal, para que se establezcan los diversos requisitos de lo que puede ser EL SISTEMA DE CADENA DE CUSTODIA DE LA PRUEBA EN EL PROCESO PENAL. Sistema que será el fundamento epistemológico y base elemental de las decisiones de los tribunales en los proceso penales.
Es por la relevancia ya señalada que se asevera que desde el hallazgo de la evidencia, la cadena y custodia de la prueba debe continuar bajo un estricto control sistémico y científico, y por supuesto organizacional en las diferentes etapas del proceso, la prueba, debe ser fácilmente ubicada tanto por el juez como por el fiscal, el defensor y la policía, en una forma conceptualmente  jurídica y respetable a la vez de que esos procedimientos fueron cuidados con mucho respeto y atención, por profesionales del sistema.
El objetivo principal de esta fase es en primer término garantizar que, en las diferentes etapas del proceso, la evidencia recogida, tiempo atrás, en el lugar de los hechos, sea la más propicia, por cumplir con los requisitos formales y materiales de un Debido Proceso Penal; emanado de la Constitución y del Órgano que produce las leyes del país. 
La Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, en el Voto 368-F de las 8:55 horas del 14 de agosto de 1992, enfatiza en la importancia que tiene la debida custodia de la evidencia al decir: 
“...la Sala estima conveniente agregar la importancia que reviste para el correcto funcionamiento del sistema penal el que los representantes del Ministerio Público y los jueces, pero sobre todo los oficiales de la policía, cumplan con los requisitos mínimos de seguridad en la recolección o extracción, preservación, manipulación o traslado, entrega, custodia y empaque de los objetos decomisados y muestras u otros elementos de convicción levantados en el lugar de los hechos, de tal manera que se garantice, con plena certeza, que las muestras y objetos analizados posteriormente y expuestos tiempo después como elementos de prueba en las diferentes etapas del proceso, son los mismos que se recogieron en el lugar de los hechos”. Además, agrega: “...el Tribunal no se pudo basar únicamente en versiones ofrecidas por los miembros de la policía y tenerlas como verdaderas, si éstas no se apoyan en técnicas científicas, como sería haber realizado la cadena de custodia hasta hacer llegar los objetos del ilícito hasta el juez...” (Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia: Voto 368-F de las 8:55 horas del 14 de agosto de 1992, San José, Costa Rica).
En el ceno de esta Sala Penal, se advierte a los investigadores, responsables de la obligación, sobre su deber de proteger la evidencia, es decir, realizar científicamente la cadena y custodia de la prueba. 
Lo cierto es que, esa obligación no solo vincula a la Policía Judicial, sino, además, se proyecta a todos los funcionarios que intervienen en las etapas sucesivas del proceso penal (conserjes, escribientes, secretarios, jueces, defensores, fiscales, técnicos, médicos forenses, policía administrativa, y para la realidad actual, a los guardias de seguridad de empresas privadas, etc.)

Podemos concluir aquí que, el “Derecho General a la Justicia”, como condición previa al Debido Proceso, reviste de contenido constitucional a: toda diligencia que se realice con la finalidad de dar protección y que asegure la evidencia; es decir, a la designada cadena y custodia de la prueba. 
Indudablemente, el proceso es el único instrumento que tiene el Estado Democrático para aplicar, de manera justa, la Ley Penal.  Con esta herramienta, la intervención del Estado a través de la función judicial penal (cumplida por el Juez, el Fiscal y la Policía Judicial) se formula obtener un propósito: el descubrimiento de la verdad, para reprimir al verdadero culpable en la medida que corresponda y evitar la represión del inocente; pero a la vez garantizar la claridad de un sistema de procedimientos elementales para el proceso.
¿En qué medida se logra con el apoyo de la cadena de custodia de la prueba? 
Ese es el meollo sustancial y científico de este trabajo.
I.-19-. Trascendencias.

1.Se ha logrado explorar el sistema judicial, en su extensión procesal del Derecho Penal para concientizar y advertir a los responsables de los tribunales penales, del Ministerio Público, Policía Judicial, y Policía Administrativa, sobre la necesidad de instaurar en forma sistémica, organizacional, administrativa y científicamente  un paradigma,  sustancial jurídico, formal y material de la Cadena de la Custodia de la Prueba en el Proceso Penal, responsabilizando y obligando a los que tengan que hacerse cargo de este sistema. 

Proponemos aquí que se profesionalice a los comprometidos del área con el objetivo, de que no se produzcan los errores, que en la actualidad, originan múltiples problemas y conflictos en el Proceso Penal de Costa rica.

2. La investigación abarca únicamente al Poder Judicial y al Ministerio de Seguridad Pública como responsables  de la Cadena de Custodia de la Prueba, hasta llegar a los diversos tribunales penales.
I.-20-.Restricciones:

1. Hay ignorancia de esta necesidad, o poca preocupación por los cambios que hay quepropiciar  y los técnicos en el tema, son pocos y para la investigación, hemos tenido que indagar y leer diversos tratados del asunto a nivel internacional. 
Si bien es cierto que hay mucho material al respecto, no hay trabajos sustanciales metodológicos, o científico al respecto, por lo que cierta información, hay que obtenerla de primera mano, con entrevistas, y lecturas sobre el tema en todos los niveles.
2. No hay un banco de datos completos y actualizados, de las entidades dedicadas a los procedimientos, apropiados de la Cadena de Custodia de la Prueba en materia Penal.
3. El período de tiempo de recolección de la información comprende un par de períodos, universitarios y sin financiamiento ni ingreso para tal fin, siempre hace falta el estímulo de alguna institución que ayude con el trabajo  de proposición de cambios hacia un modelo nuevo, que resuelva los problemas, que en la actualidad se originan en el sistema Judicial.
CAPÍTULO II: 
Argumento histórico y teórico
II.-1-.El contexto histórico: 
Cada paso o procedimientos del control de la evidencia en el proceso penal es indispensable y debe aseverar durante todas sus etapas, que haya garantía responsable y obligada de que no hay fallas, ni detalles erróneos, a fin de que la exploración de la verdad real de un hecho delictivo no quede convertida en prueba ilegitima o ilícita por una actividad procesal defectuosa. 

Dentro del régimen costarricense, de igual forma que en la mayoría de las legislaciones comparadas, no es posible encontrar una estructura determinada referente a la cadena de custodia de los elementos probatorios, sino que las normas relacionadas con la construcción sistémica de la custodia de la evidencia se caracterizan precisamente por estar disueltas en multiplicidad de normativas y en otras reglamentaciones de menor orden, lo cual entorpece en la práctica el conocimiento de su extensión perceptible; esto es parte de lo que conforma la estructura de la hipótesis en este trabajo.
Una ocupación asistémica y desorganizada de normas y principios ha sido puesta en práctica hasta el momento con poco utilidad por la insuficiencia de darle carácter de ciencia y organizar administrativamente a la actividad jurídica relativa a la Cadena de Custodia de la Prueba, sin embargo, un sector minoritario de nuestra doctrina penal nacional sutilmente ha abordado el tema, pero desde otra perspectiva, como lo es el tema de la licitud o de la prueba espuria. 
II.-2-. Hay que llenar un vacío sistémicamente. 

Este vacío teorizante se refleja en la experiencia, con un manipuleo deficiente o alteración de una buena cuantía de indicios materiales porque son improcedentemente manejados en la pragmática investigación judicial, donde se lesionan garantías procesales propias de un Estado interventor, constitucional de derecho como el costarricense en menoscabo de un proceso penal que pretende la búsqueda de la verdad real de los hechos.
Dicho argumento percibe aspectos de suma dificultad, que en muchas ocasiones no se advierte por el desinterés de ser científicamente rigurosos al momento de investigarse un caso, pero en otras ocasiones quizás por simple ignorancia acerca de su derivación, cuyo inconveniente en este trabajo pretende superar, exponiendo con detalle y soporte jurídico científico las fases que la componen; en la actualidad y cómo debería conformarse, de acuerdo con la idea de proposición de un nuevo modelo, o sistema bien organizado, desde la perspectiva jurídica respecto al proceso penal.
Durante el año 2013 Meseguer González (España), escribía sobre el tema y decía: 

“Para que los análisis practicados por el perito informático no puedan ser rechazados de contrario, es necesario que se establezcan desde un principio, una serie de reglas jurídico-técnicas, para que la investigación de la prueba sea conforme a derecho y no pueda determinarse de ella, contaminación alguna, a efectos probatorios.

En este sentido, denominamos  cadena de custodia, como aquel procedimiento de supervisión técnico-legal que se emplea para determinar y precisar los indicios digitales afines al delito, desde el momento que se detectan y son denunciados, hasta que son valorados por los diferentes especialistas encargados de sus análisis, normalmente peritos. Dicho procedimiento, tiene como finalidad, no viciar el manejo que los medios probatorios, y así evitar la manipulación, contaminación, alteración, daños, reemplazos, contaminación o destrucción.

La idea es que la prueba que nos conduce a hablar de un presunto delito, debe ser tratada con las garantías que permitan ser valoradas por el tribunal, sin que exista duda de su manipulación técnica. En una palabra, el procedimiento empleado para la custodia de la prueba, no debe arrojar sospechas de su alteración digital.

Es por ello, que la prueba real, debe ser custodiada en el juzgado, ante notario o bien, a través de cualquier sistema de precintado o recurso que aísle tras la demanda y retirada de la misma, impida por un tercero su manipulación con la idea de ocultar o transfigurar los hechos tal como sucedieron.

Las etapas de la cadena de custodia son las siguientes:

1. Extracción o recolección de la prueba.

2. Preservación y embalaje de la prueba.

3. Transporte o traslado de la prueba.

4. Traspaso de la misma, ya sea a los laboratorios para su análisis, o a las diferentes fiscalías para su custodia.

5. Custodia y preservación final hasta que se realice el debateLa cadena de custodia implica: la extracción adecuada de la prueba, la preservación, individualización, transporte apropiado, y entrega controlada. Existen muchos protocolos relacionados con la metodología a seguir desde que se produce la requisitoria pericial. Desde un punto de vista técnico.” (MESEGUER González Juan de Dios, “La contaminación de la cadena de custodia invalida las pruebas periciales informáticas”, Revista EL DERECHO, del grupo Fracis Lefevbre, Madrid, España, 2013).
El problema es parecido también en España, que cuenta con un sistema más evolucionado en materia de proceso penal, existe ese temor de que la prueba no tenga la consistencia científica y organizada, para cumplir con los requisitos normativos. Al recolectar las pruebas, lo trascendente es la connotación que puede tener el procedimiento, el valor que va a tener en el proceso de investigación y por medio de la cadena de custodia, este valor va a ser relevante, debido a que no se va a poder impugnar, al haberse cumplido el procedimiento. Consiste en el control que una organización convertidor de materiales básicos para la preparación de otros productos se obliga a producir un objeto y de garantizar que al menos un determinado porcentaje de aquellas materias, denominadas materias certificadas, cumplen unas ciertas características de calidad, generalmente medioambientales. (Nota del autor del trabajo, Costa Rica, agosto 2014).

Agrega Meseguer González: (España) “Desde un punto de vista legal, nuestro ordenamiento jurídico sólo menciona la cadena de custodia, indirectamente, en el Art. 334 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, cuando regula la diligencia que será firmada por la persona en cuyo poder fueren hallados, [las armas, instrumentos o efectos relacionados con un delito] notificándose a la misma el auto en que se mande recogerlos; garantizando su integridad, retención, conservación o depósito (Art. 338 LECrm); aunque, en los últimos años, esta figura aparece citada expresamente en diversas órdenes ministeriales, por ejemplo: en la Orden PRE/1832/2011, de 29 de junio (control del dopaje, el material para la toma de muestras y el protocolo de manipulación y transporte de muestras de sangre) o en los anexos de la Orden PRE/2568/2011, de 26 de septiembre (Protocolo de actuación en exhumaciones de víctimas de la guerra civil y la dictadura).” (MESEGUER González Juan de Dios, op.cit).
En Colombia se ha instaurado un modelo de instrucción, para la Unidad de la Fiscalía General de la Nación; dice BEDOYA SIERRA (Colombia 2008). 
“El módulo de la prueba en el proceso penal colombiano” está construido para optimizar  las prácticas fiscales en materia de pruebas dentro del proceso penal acusatorio colombiano. Objetivos Generales:

1. Establecer con precisión los hechos frente a los que debe obtenerse el nivel de conocimiento que exige el Ordenamiento Procesal Penal Colombiano para decidir (ordenar archivo, solicitar preclusión, acusar, solicitar condena, entre otros aspectos), a partir del análisis de la conducta denunciada o conocida de oficio y del tipo penal o los tipos penales en que esta pueda enmarcarse.

2. Organizar los actos de investigación idóneos, proporcionales y necesarios para obtener los medios de conocimiento requeridos en la sustentación la teoría del caso.
3. Analizar previamente la legalidad, autenticidad, pertinencia y conducencia de los medios de conocimiento que se harán valer en el juicio.

4. Establecer si los medios de conocimiento son suficientes para cumplir con la carga probatoria que se tiene frente a los elementos estructurales de la respectiva conducta punible y frente a los demás aspectos que debe acreditar el fiscal durante la audiencia del juicio oral.

5. Analizar las posibles estrategias de la defensa para el adecuado ejercicio de la contradicción, ya sea oponiéndose a que un determinado medio de conocimiento sea admitido o alegando su poco o inexistente poder persuasorio, entre otros aspectos.

6. Diseñar con la debida antelación las estrategias para la adecuada presentación de los diferentes medios de prueba, con el fin de lograr la persuasión racional del juez.

7. Presentar técnicamente los diferentes medios de prueba.

8. Ejercer la contradicción en forma suficiente y oportuna, frente a los medios de acreditación presentados por la defensa.

9. Velar por la protección de los testigos frente a riesgos físicos, psicológicos o de alguna otra naturaleza.

FINES DE LA PRUEBA

Objetivos específicos:

1. Analizar el proceso de conocimiento de los hechos por parte del fiscal.

2. Identificar la manera en que el juez conoce los hechos penalmente relevantes.

3. Precisar la relación que existe entre la función de fiscales y jueces en el proceso de conocimiento de los hechos y en la realización de la justicia material.

4. Reconocer el tipo y nivel de conocimiento posible de los hechos en el proceso penal.

5. Reconocer los límites que tiene el estado para el esclarecimiento y sanción de las conductas punibles.

Al recibir la noticia criminal el fiscal tiene el primer acercamiento a los hechos penalmente relevantes que se supone han ocurrido3 en la sociedad y frente a los que, utilizando los medios de acreditación obtenidos a través de actos de investigación4, tiene el deber de lograr el mayor conocimiento posible para tomar las decisiones que correspondan5. 

Si decide ejercer la acción penal, esto es, someter la pretensión al juez de conocimiento mediante la acusación; tendrá que presentar al juez el conocimiento de los hechos.

En todo caso, es necesario recordar que “Los hechos alegados como sucesos reales de la vida, son siempre e inevitablemente el punto de partida y constituyen tanto el objeto de la prueba a realizar durante el proceso, como el objeto de la calificación jurídica correspondiente, a partir de la que se extrae la consecuencia jurídica prevista en la norma aplicada”6. En este sentido el conocimiento jurídico, las habilidades retóricas, los recursos argumentativos o incluso el acierto en la escogencia de la norma jurídica aplicable al caso, resultan inútiles si no proporcionan un acercamiento suficiente a lo ocurrido en la realidad. Es necesario comprender que una actuación o un comportamiento del fiscal que descuide la prueba de los hechos no puede ser útil para solucionar el conflicto que esos hechos objetivos materializan.

Dado que un fiscal que presenció los hechos tendría que asumir el rol de testigo y no podría por tanto ser el encargado de la acusación, es posible concluir que una primera función de las evidencias físicas y de la información legalmente obtenida, es brindar al titular del ejercicio de la acción penal el conocimiento de los hechos, pues a partir de este se decide si es necesario formular imputación, presentar acusación, solicitar la preclusión o dar aplicación al principio de oportunidad, entre otros aspectos. Si el fiscal decide que existe afectación de derechos fundamentales7 tendrá que transmitirle al juez

de control de garantías un nivel de conocimiento de los hechos tal, que le permita aproximarse a los acontecimientos penalmente relevantes, con el fin de que, dentro de los límites de la inferencia razonable, se justifique la afectación de esos derechos y garantías8, de acuerdo con la fase de la actuación y con el tipo de solicitud que se esté presentando.

Dado que el juez de conocimiento no tiene la oportunidad de presenciar los hechos frente a los que debe tomar la decisión, es necesario que los conozca mediante un mecanismo fiable, que además permita a los demás intervinientes ejercer el derecho de contradicción.

En este sentido, la labor del fiscal consiste en presentar el conocimiento de los hechos; teniendo en cuenta que estos deben ser descubiertos en forma oportuna, obtenidos legalmente y utilizando medios probatorios pertinentes que deben ser presentados de acuerdo con las reglas que rigen el debate. 

Así pues, la más profunda y acertada motivación de la cuestión jurídica perdería trascendencia si recae sobre un componente fáctico alejado de la realidad. El adecuado conocimiento de los hechos es requisito indispensable para decidir en forma justa.”
___________________

La jurisprudencia constitucional considera la Policía Judicial “como el conjunto de autoridades que colaboran con los funcionarios judiciales en la investigación de los delitos y en la captura de los delincuentes”, siendo “una denominación que se emplea para aludir a las fuerzas de policía en cuanto dirigen su actividad para preparar la función represiva de los funcionarios judiciales (fiscales y jueces de la República)”. Corte Constitucional, Sentencia 789 del 2006,  20 de Septiembre de 2006, M.P. 

Es aquel sistema de persecución penal en el cual se encuentran separadas las funciones de Investigación, Acusación y Resolución de un hecho ilícito, asegurando con aquello la imparcialidad, independencia, igualdad y legalidad del actuar punitivo del estado. (Pinilla Pinilla, Nilson, Bogotá Colombia 2006).

Los países de América Latina cuentan con el mismo conflicto de la carencia de un sistema organizado y científico, en Colombia se produce un gran problema, el Fiscal, que ha sido partícipe o testigo de un hecho delictivo, queda fuera del Proceso, según lo explica Bedoya Sierra, en su trabajo sobre la Cadena de Custodia de la Prueba. El fiscal debe custodiar para que el tribunal obtenga una comprensión apropiada y eficaz de los hechos, para que se apliquen las penas acertadas o para soslayar una sanción, que tenga carga de injusticia o que no cuente con la proporción debida, y dicho objetivo sólo podrá lograrlo mediante las pruebas, que han sido controladas profesionalmente y científicamente. (Nota del autor de la tesis, Costa Rica, agosto 2014).
Notas de LUIS FERNANDO BEDOYA SIERRA (Colombia 2008). Bien porque se trate de actos de investigación que impliquen la limitación de derechos o garantías o porque debe solicitarse la imposición de medidas cautelares.

Es importante aclarar en este sentido, pues la nueva praxis judicial así lo enseña, que muchos de los errores del fiscal en las audiencias preliminares se refieren al hábito de privilegiar la racionalización de lo jurídico, olvidando motivar lo fáctico, aun cuando exista un manejo adecuado de lo dogmático. Esto implica privar al juez del conocimiento necesario sobre los hechos para tomar la decisión.

Nota: bibliografía usada por LUIS FERNANDO BEDOYA SIERRA (Colombia 2008).
2La dinámica del sistema implica que el Estado recibe la noticia criminal a través de la Policía

Judicial. Hay un segundo estadio que genera el conocimiento del fiscal, que se da por el reporte de inicio o por el informe ejecutivo. Véase frente a este aspecto el módulo de estructura del

proceso penal.

3 Se tendrá mayor o menor probabilidad dependiendo de las evidencias allegadas por el

denunciante y/o por los medios de acreditación obtenidos por los funcionarios de policía judicial al realizar los actos urgentes. A partir de ese momento debe elaborarse un plan de

investigación o programa metodológico orientado a obtener las evidencias necesarias para cumplir las obligaciones probatorias a que haremos alusión en los párrafos siguientes.

4 Actos de investigación que deben ser planeados por el fiscal y la Policía Judicial en un programa metodológico.

5Para ordenar el archivo, formular imputación, solicitar preclusión, dar aplicación del principio de oportunidad, acusar, o, en su momento, pedir condena, e inclusive pedir absolución.

6Climent Durán, Carlos. La Prueba Penal. Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 1999 pág. 42.
Durante el año 2012, en Nicaragua se elaboró un Proyecto de Fortalecimiento de la Evidencia Física para mejorar el acceso a la Justicia Penal, con el auspicio de la Unión Europea y del Gobierno nacional; denominado “Manual de tratamiento de la evidencia y cadena de custodia.” 
El documento involucra directamente a la Policía Nacional, Su contenido es responsabilidad exclusiva de la Comisión Nacional, Interinstitucional del Sistema de Justicia Penal de Nicaragua. Y como un subtema se titula “Proyecto de Fortalecimiento de la Evidencia Física para mejorar el Acceso a la Justicia Penal.”
En su tercero y cuarto párrafo de la introducción el Manual establece que: 
“Al realizar un análisis en el trabajo con la evidencia en nuestra legislación y normas internas nicaragüenses, se han encontrado aspectos relevantes que sugieren el deber de mejorar en el tratamiento y cadena de custodia de las evidencias.

Por ello, la necesidad de crear procedimientos nuevos, estandarizados y uniformes, mediante la elaboración de un manual facilitador de la actuación policial y fortalecedor de la coordinación interinstitucional con el Ministerio Público, el Poder Judicial y demás operadores del Sistema de Justicia Penal, en beneficio de la seguridad jurídica de la población.

El Manual propone como objetivos específicos: 

1-. Fortalecer la justicia penal a través de un eficiente uso de la evidencia.

2-. Mejorar la capacidad técnica para la detección, fijación, recolección y análisis de la evidencia física, con la finalidad de que los actos y procesos realizados pro los operadores del Sistema de Justicia Penal cumplan con los principios de legalidad y legitimidad.

3-. Proporcionar a todos los actores del Sistema de Justicia Penal las herramientas necesarias para proceder con apego a sus facultades legales a tomar las decisiones correctas en torno al manejo, tratamiento, uso y control de las evidencias.

4-. Servir como base material de estudios y consulta de todas las instituciones que se relacionan con el tema de la evidencia.” (Sin autor específico; “Manual de tratamiento de la evidencia y cadena de custodia.”, Managua Nicaragua, 2012).
Fundamentalmente este documento recoge toda la idea fundamental de un supuesto Ordenamiento Jurídico, bien organizado, y administrado, incluyendo en su contexto práctico, toda la normativa, constitucional y Procesal Penal, Ley de Policía,  Ministerio Público y ley del Poder Judicial de la República de Nicaragua.  
El Manual de Tratamiento de la evidencia y cadena de la custodia, recoge por primera vez, los diversos procedimientos, que hay que respetar en la hermenéutica de la cadena de custodia de la evidencia; incluyendo fundamentalmente los principios constitucionales, procesales y de las demás leyes consignadas, con el objetivo de que se respeten los preceptos jurídicos necesarios, para que no se vicie, no se mal logre la cadena de evidencia y de la prueba, hasta llegar al proceso fundamental penal.

Al concluir la lectura de este documento, continuamos proponiendo la misma hipótesis para Nicaragua, ya que lo que se realizó en este esfuerzo, fue describir los diversos procedimientos que deberían componer, o integrar un manual, para cumplir con esos pasos elementales para que la cadena de custodia de la prueba, no tenga contaminación. No obstante, al esfuerzo, no proponen un sistema organizacional, administrativo y científico, para que haya profesionales, responsables, obligados jurídicos, que se hagan cargo del sistema.
En Venezuela El Ministerio Público  en octubre del año 2012, puso en práctica un  “Manual Único de Procedimientos en Materia de Cadena de Custodia de Evidencias Físicas,” así se denomina, lo que las autoridades judiciales llaman un instrumento que garantiza el manejo idóneo de las evidencias, con el objeto de evitar su modificación, alteración o contaminación, desde el momento de su ubicación en el sitio del suceso, su trayectoria por las distintas dependencias de investigaciones penales, la consignación de los resultados ante la autoridad competente, hasta la culminación del proceso penal.

Le dieron forma a esta ley el Ministerio Público, el Ministerio del Poder Popular para las Relaciones Interiores, Justicia y Paz; la Guardia Nacional Bolivariana, el Servicio Bolivariano de Inteligencia Nacional, el Metro de Caracas, Defensa Civil, el Instituto Nacional de Tránsito Terrestre y el Cuerpo de Investigaciones Científicas Penales y Criminalísticas, en cumplimiento de las exigencias del Código Orgánico Procesal Penal.

Dice la Fiscal General de la República de Venezuela Luisa Ortega Díaz, en la presentación del Manual hace énfasis en la idea de que en su país existe un gran debido respeto por los procesos penales:
“Quienes manipulen, procesen o almacenen evidencias físicas, deben adaptarse a los parámetros que establece este manual, lo cual es una garantía para la colectividad, pues el manejo de las evidencias relacionadas con los delitos no sólo será el apropiado sino también mantendrá uniformidad en cualquier parte del territorio nacional; de esta manera, los resultados de las experticias practicadas sobre evidencias sometidas a una estricta cadena de custodia obtendrán plena confianza de las partes, lo cual se traduciría en la legitimidad del sistema penal. 
Este manual, de gran utilidad para los operadores de justicia y las partes procesales, servirá para reafirmar una vez más, que en Venezuela se respeta el debido proceso y que sus instituciones están interesadas en la transparencia de los procesos penales.” (ORTEGA Díaz Luisa, Fiscal General de la República de Venezuela, “Manual Único de Procedimientos en Materia de Cadena de Custodia de Evidencias Físicas,”, Caracas, Venezuela, 2009). 
Tomando en cuenta la justificación del documento observamos, que ha habido carencia en diversos sentidos jurídicos del Proceso Penal en Venezuela y que hacía falta uniformar, la idea de la cadena de custodia de la prueba, para evitar un gran número de conflictos, que se producían pro yerros en los procedimientos que ha estoado en múltiples manos, por la diversidad de cuerpos policiales que existen en ese país.
JUSTIFICACIÓN:

“En primer lugar, hay que comenzar por resaltar que además de lo contemplado en la reforma del Código Orgánico Procesal Penal, de fecha 14 de noviembre de 2001, publicada en Gaceta Oficial Nro. 5558 Extraordinario, la Ley Adjetiva Penal fue nuevamente modificada mediante la publicación de la Gaceta Oficial Extraordinaria Nº 5.930, de fecha 04 de septiembre del año 2009, y es en este último cambio donde se sistematiza legalmente, los pasos a cumplir en la cadena de custodia de las evidencias, digitales o físicas, desde la fase de investigación de una determinada averiguación penal que hasta antes de la precitada reforma del instrumento jurídico, no tenía soporte legal.

En tal sentido, la Cadena de Custodia se ha concebido como el mecanismo que contiene los procedimientos empleados en la Inspección Técnica del Sitio del Suceso y del cadáver, debiendo cumplirse progresivamente con los siguientes pasos: protección, fijación, colección, embalaje, rotulado, etiquetado, preservación y traslado de las evidencias digitales o físicas a las respectivas dependencias de investigaciones penales, criminalísticas o ciencias forenses u órganos jurisdiccionales.
También es considerada la cadena de custodia como la garantía legal que permite el manejo idóneo de las evidencias digitales o físicas, con el objeto de evitar su modificación, alteración o contaminación, desde el momento de su ubicación en el sitio del suceso o lugar de hallazgo, su trayectoria por las distintas dependencias que cumplan funciones de investigaciones penales, criminalísticas o forenses, continuando con la consignación de los resultados a la autoridad competente, hasta la culminación del proceso; lo cual conlleva a vincular la evidencia digital o física con un hecho particular.

Con base a lo planteado se consideró prioritaria la elaboración de un instrumento de fácil manejo, como modelo necesario dentro del desarrollo de la actividad criminalística, para orientar la actuación de todos los funcionarios que tengan contacto directo con las evidencias digitales o físicas, que se ubiquen en un sitio del suceso o lugar de hallazgo

OBJETIVOS
Regular los procedimientos generales y específicos de la cadena de custodia de las evidencias físicas y digitales, a los fines de que sea demostrada la integridad de éstas desde la etapa de investigación hasta la culminación del proceso.

DESTINATARIOS 

Todas las instituciones policiales del territorio nacional, que practiquen entre sus actividades el resguardo, fijación, colección, embalaje, rotulado, etiquetaje, traslado, preservación, análisis, almacenaje y custodia de las evidencias físicas, con la finalidad de mantener un criterio unificado de patrones criminalísticos.”
El régimen judicial venezolano responsabiliza al Área de Investigación Criminal, entiendo, que con la Dirección de la Fiscalía General de la República, la administración de la cadena de custodia de la evidencia, aunque el Manual, no habla de administración, se esfuerzan en denominar las diversas actividades, que debe llevar a cabo una policía criminalista el “Manual Único de Procedimientos en Materia de Cadena de Custodia de Evidencias Físicas,” en Venezuela, expresa todas las actividades, que debería producirse y como realizarlas, prácticamente, incluyendo en cómo han de identificarse los responsables de la colección de la prueba y de la custodia de ésta.

En la realidad es un gran esfuerzo, haber organizado un gran grupo de pasos, que no podemos denominar científicos, ni administrativos, ni organizacionales ni sistémicos, en casi trescientas páginas de contenido el “Manual Único de Procedimientos en Materia de Cadena de Custodia de Evidencias Físicas,” no produce una Hermenéutica sustancial, ni un paradigma científico, que pueda tener fundamento en la ciencia administrativa y jurídica del Proceso Penal venezolano, pasa parecido como en Nicaragua, alguno de los dos sistema ha plagiado de alguna forma el contenido de los manuales… Con todo respeto, es lo que se siente al leerlos, aunque en Venezuela, se produce un esfuerzo, sobre la base de la experiencia de otras circunstancias diferentes a Nicaragua, por su desarrollo socio-político.

Observemos lo que establece la introducción de la Fase I, del Capítulo II, del manual de marras, en resumen:
“La investigación criminal tiene como fin primordial la búsqueda de la verdad mediante la reconstrucción histórica del delito, para determinar cómo ocurrió, quién, cuándo y por qué se cometió el mismo.

La misión de un investigador criminal es la de dirigir la investigación policial de un hecho punible, concatenando el trabajo que practican los demás profesionales en su área de conocimiento. En un sitio del suceso, esta misión se hace con el auxilio de diferentes profesionales; sin embargo, cuando se presentan circunstancias de modo, lugar y/o tiempo en que no es posible contar con el apoyo de los mismos, es cuando el investigador criminal debe practicar y desarrollar las técnicas y procedimientos de urgencia necesarios para realizar su labor y además, practicar la inspección técnica para asegurar, colectar y preservar cualquier tipo de evidencia digital, física o material, todo lo cual servirá para la identificación, localización y captura de los autores, coautores, responsables y/o partícipes en la comisión de un hecho punible. 
El trabajo del investigador criminal, luego de tener conocimiento de un hecho punible, consiste en lo siguiente:

Al llegar al sitio del suceso, deberá hacer un análisis del mismo, a fin de protegerlo y proceder a su abordaje mediante los siguientes pasos:

1. Para su aseguramiento, deberán ocupar lugares, objetos, armas o instrumentos, utilizando para tal fin cualquier medio idóneo para lograrlo, tales como cuerdas, cintas, barrera de funcionarios, entre otros.

2. Identificar a personas que pudieran suministrar información sobre la presunta comisión del delito, para su posterior citación y/o traslado, a fin de recibirles sus respectivas entrevistas.

3. Tratar de Identificar, localizar y capturar a los posibles responsables o partícipes en el hecho, así como los objetos, armas o instrumentos que pudieran relacionarlo con el mismo.

4. Auxiliar al técnico-criminalista en la práctica de las experticias pertinentes, tales como inspección técnica, levantamiento planimétrico, trayectoria balística, entre otros.
5. Realizar cualquier otra diligencia necesaria para la investigación.
Para fijar, anotar, dibujar y conservar los datos captados, es necesario que el Investigador Criminal cuente con herramientas indispensables y necesarias a utilizar para tomar nota, tales como bolígrafo, lápiz, marcador, cuaderno, agenda, block, entre otros.

No hay seriedad en el tema, pero, en la práctica si pensamos, que el Poder Judicial de Venezuela, en las últimas dos décadas, ha estado dirigida por el Presidente de la República, bajo la égida, de un militarismo rancio y con raíces muy profundas, no se puede esperar más de lo aportado. 
Por ningún lado en el “Manual Único de Procedimientos en Materia de Cadena de Custodia de Evidencias Físicas,” aparecen las normas constitucionales, procesales, y de otra índole, que hay que respetar y poner en práctica, para evitar el vicio, o distorsión de las evidencias múltiples que pueden surgir en cualquier caso, en un país castrense y tan convulso, como Venezuela.

Este punto 5 del capítulo II, es una ambigüedad, que puede crear lagunas en lo referente a la colección de las evidencias, que puedan surgir en un caso, como, no guarda la seriedad epistemológica y sistémica, que requiere un Proceso Penal bien ajustado, con respaldo del Ordenamiento Jurídico y la Constitución Política.

Para concluir con este sistema tan sui generis  observemos cómo se podría establecer la remisión o entrega de la evidencia:
REMISIÓN O ENTREGA DE LA EVIDENCIA
“1. Las evidencias podrán ser remitidas a otros despachos cuando se requiera practicar análisis previos, complementarios o derivados de los que se realizan en el laboratorio donde se encuentren, realizando la correspondiente acotación en la Planilla de Registro de Cadena de Custodia.

2. Las evidencias, luego de su procesamiento y que se haya culminado el trabajo correspondiente al laboratorio donde se encuentren, salvo cualquier otra indicación para su destino, serán remitidas al área de resguardo definitiva que deberá existir para tal fin, realizando la correspondiente acotación en la Planilla de Registro de Cadena de Custodia.

3. Las evidencias que se remitirán al área de resguardo definitiva quedaran a la orden del Ministerio Público como director de la Investigación.” (“Manual Único de Procedimientos en Materia de Cadena de Custodia de Evidencias Físicas,” Caracas, Venezuela, 2009).
No importa en qué tipo de circunstancias tenga que llevar a cabo el investigador criminal su trabajo profesional, será relevante que haya posesión sistémica de lo que debe poner en práctica, con conocimiento científico,  al encargarse de una evidencia digital, física o material, debe circunscribirse, como una ordenanza formal, a la metodología descrita en el manual para el tratamiento que se le dará a una prueba de acuerdo a su espécimen, y proceder con una hermenéutica técnica, científica relacionada, en primer término al Ordenamiento Constitucional, al Jurídico Procesal Penal, y a una normativa, específica, que deberá ser instaurada, como una reglamentación que hay que cumplir de parte de los profesionales, responsables, involucrados en el Sistema. 

Lo interesante aquí es que la Administración científica de un Sistema de Cadena de Custodia de la Prueba, o Evidencia, en cualquier sociedad, que se estime Estado de Derecho Social; para evitar su destrucción, modificación, alteración, extravío, sustracción, contaminación o sustitución, ya que su objetivo principal es el aseguramiento de la evidencia para que la misma conserve los suficientes elementos que sirvan para su análisis y pueda ser utilizada como un medio de prueba, en el máximo acto de búsqueda de la verdad y la justicia: el Proceso Penal.
______________________________________________________________________

El Manual, resuelve en forma espontanea, cualquier situación, que pueda surgir, por la falta de la instauración de un Sistema Administrativo Científico para llevar a cabo la labor sistémica con responsabilidad profesional y organizacional, en forma bien coordinada, dice en la conclusión del Capítulo II:  En todos los casos que el investigador criminal se encuentre sin el auxilio de un técnico-criminalista, profesional en ciencias forenses u otros profesionales, deberá realizar la inspección técnica correspondiente del sitio del suceso, tratando en lo posible, de utilizar los medios idóneos para tal fin, tomando en cuenta los parámetros establecidos en el capítulo de Inspección Técnica. (Nota del autor del trabajo, Costa Rica, agosto 2014).
II.-3-. Argumento Teórico Conceptual:

Criminología Comparada.
Cabe hacer un resumen de lo que se denomina criminología y observar cómo se dilucida este tema, incluyendo la Cadena de la Custodia de la Prueba en las corrientes tratadistas y doctrinales.

El lineamiento Clásico o Criminología Clásica completa el encuadre de pensamientos sobre la contrariedad criminal que tienen su origen en las ciencias del espíritu. Bajo la etiqueta de "clásicos" se han agrupado autores y tendencias divergentes en muchos puntos de vista, incluso contradictorias en algunos, pero que presentan una serie de concepciones comunes sobre postulados fundamentales, que es precisamente lo que permitió a los positivistas reunirlas con propósitos dialécticos. 
Persiste algo que es revelador en la escuela clásica, como es, la defensa de las garantías individuales y su reacción contra la arbitrariedad y los abusos de poder. Francisco Carrara, es respetado el padre de la Escuela Clásica del Derecho Penal. Carrara sostiene que el Derecho es connatural del hombre. 
La Ciencia del Derecho Criminal es un orden de razones emanadas de la ley moral, preexistente a las leyes humanas. El delito es un ente jurídico que reconoce dos fuerzas esenciales: una voluntad inteligente y libre y un hecho exterior lesivo del Derecho y peligroso para el mismo.

II.-4-. Postulados de la Escuela Clásica:
Observancia del delincuente, nada distingue al hombre delincuente de aquel no es delincuente, pues todos los seres humanos son iguales. Desatino de la infracción: el crimen es un acto incongruente e incomprensible ya que el hombre con su libertad y capacidad de decisión no ha sabido elegir el camino que más le convenía. Establecen una prioridad del hecho sobre el autor: el delincuente sólo aparecerá como el sujeto activo del delito y no se le prestará mayor atención.

La Escuela postula que: “La transgresión es un fenómeno social de masas, no es individual. El crimen es regular y constante. La regularidad del delito, pues, el delito es normal en la sociedad y sólo se lo debe investigar cuando sobrepase los índices normales. Esta Escuela ha sido criticada por su método ya que los datos estadísticos son solo presupuestos del crimen y no siempre reflejan la realidad.

 Andre Michael Guerry, es otro precursor de esta Escuela y fue fundador de la escuela cartográfica franco-Belga e intentó establecer una geografía de la criminalidad. Realizó los primeros Mapas de la Criminalidad en Europa, concediendo importancia al factor térmico.” (: http://www.monografias.com/trabajos90/metodos-tecnicas-y-procedimientos-investigacion-criminal/metodos-tecnicas-y-procedimientos-investigacion-criminal2.shtml#ixzz339PgEqT1).
II.-5-.Escuela Positiva:

 La Escuela Positiva se muestra como el progreso del liberalismo individualista, en impetración de una salvaguardia de la sociedad. La Escuela fundamenta el derecho a castigar en la necesidad de la conservación social y no en la mera utilidad, anteponiendo los derechos de los hombres honrados a los derechos de los malhechores. La Escuela Positiva nace en el siglo XIX. Su creador fue Cesar Lombroso como una reacción contra la Escuela Clásica.

La Escuela positiva es un cuerpo orgánico de concepciones que estudian al delincuente, al delito y su sanción, primero en su génesis natural, y después en sus efectos jurídicos, para adaptar jurídicamente a las varias causas que lo producen los diversos remedios, que por consiguientes serán eficaces. (Ferri).

 La escuela criminal positiva no consiste únicamente, en el estudio antropológico del criminal, pues constituye una renovación completa, un cambio radical de método científico en el estudio de la patología social criminal, y de los que hay de más eficaz entre los remedios sociales y jurídicos que nos ofrece.

La Escuela hizo de la ciencia de los delitos y de las penas una ciencia de observación positiva, que, fundándose en la antropología, la psicología y la estadística criminal, y así de como el derecho penal y los estudios penitenciarios, llega a ser la ciencia sintética que Ferri llamó sociología criminal.

 Los postulados de esta Escuela son: Ius puniendi: el derecho a imponer sanciones pertenece al Estado a título de defensa social. El método es inductivo - experimental: la escuela Positiva se caracteriza por su método científico. El delito es un hecho de la naturaleza y debe estudiarse como un ente real, actual y existente.

 El delincuente es aquella persona que comete delitos por influencias del medio en que vive. La Escuela busca la readaptación del delincuente y, para estos, establece los sustitutivos penales. Determinismo. La voluntad del hombre no juega ningún papel en sus actos. El hombre no tiene libre albedrío. El ser humano está determinado a cometer delitos.

La responsabilidad penal. Sustituye la responsabilidad moral por la responsabilidad social, puesto que el hombre vive en sociedad y será responsablemente social mientras viva en sociedad.  (http://www.monografias.com/trabajos90/metodos-tecnicas-y-procedimientos-investigacion-criminal/metodos-tecnicas-y-procedimientos-investigacion-criminal2.shtml#ixzz339QMjY00)  CORREA Selamé Jorge D. Abogado, Mg, Profesor de Derecho Procesal, Criminología. http://www.bing.com/search?q=criminologia&form=QBRE&filt=all

POSADA GARCIA Luciano Walter, Manual básico de investigación criminal, abril de 2006, Argentina. ttp://www.bing.com/search?q=investigacion+criminal&form=MSNH71&mkt=es).

La circunstancia del quebrantamiento, violento demanda una indagación y su prescripción. Se debe ser habilidoso para examinar la circunstancia que imputa a un individuo, por el mensaje que existe y entender el sistema de la forma que ser humano, se manifiesta en la particularidad del hecho.

El investigador debería ser capaz de organizar las diferentes manifestaciones de proceder, saber preguntar y lograr las diferentes manifestaciones y buenas contestaciones; y eso solo lo puede lograr teniendo una capacitación formal, en una escuela profesional, que le prepare para realizar dichas labores en una forma científica, eficaz y eficientemente, en una organización que lo respalde desde todos los puntos de vista y científico jurídico.

Una equitativa aproximación de toda la circunstancia y la presencia de otros factores, indagar tenazmente perfeccionando su experiencia para descubrir la historia en cada atmósfera. De ese modo, logrará mayor conocimiento y estará mejor capacitado para proponer una verdad práctica y objetiva.
II.-6-. Procedimiento frente a la cadena de custodia.
Con el objetivo de que la cadena de custodia cumpla con su finalidad de manera eficiente y bien organizada, en el control de los elementos o medios materiales de prueba, es preciso tener la circunspección de las siguientes enunciaciones: En el ámbito funcional los jefes de cada área o encargado de practicar diligencias investigativas de manera integral, debe conocer y actualizar los procedimientos de cadena de custodia de acuerdo con la función que cumple, en una forma sistémica, organizada, administrativa, y científica.

Cuando la experimentación no es posible en todas las circunstancias Criminalísticas, se debe determinar que en la restauración de algunos fenómenos del procedimiento determinado y exclusivo que se investiga, no se puede experimentar para reproducirlos o provocarlos, pero para el estudio de otros fenómenos del mismo caso, sí se puede experimentar condescendidamente. 
Es lo que se observa en muchas ocasiones, en las indagaciones que realizan encargados de Criminalística de campo, donde de acuerdo con la imposibilidad de poder repetir un homicidio con todos sus efectos, se lleva a cabo investigaciones cuasi experimentales, pero que tienen validez científica. 
No obstante, se les relaciona eficazmente con conocimientos experimentados, como bibliografía y prácticas análogas, a fin de verificar y decidir sobre los citados fenómenos desarrollados en el caso concreto.  Muchos casos que son investigados por estas disciplinas como ejemplo, se recurre al estudio de algunos de sus fenómenos, a la experimentación y para el estudio de otros, se recurre a la cuasi-experimentación. Recordando que un caso concreto consta de una variedad de fenómenos que se deben estudiar y ordenar cronológica y sistemáticamente.
II.-7-. Exclusión de la prueba:
Siguiendo con la comparación  de algunos Estados de Derecho y con arraigo relevante en materia penal, hay que establecer que prácticamente todos los ordenamientos jurídicos de corte acusatorio han agregado una norma de exclusión probatoria en virtud de la cual no se reconocen efectos a las pruebas obtenidas con vulneración de derechos fundamentales (ilicitud probatoria). 
Se ha hecho tradicional la cita del principio investido por el Tribunal Supremo Federal Alemán (BGH), en su sentencia de 14 de junio de 1960 (BGHS 14, 358, 365) al establecer que “no hay principio alguno del ordenamiento procesal penal que imponga la investigación de la verdad a cualquier precio.”  (VOTO: 1960 (BGHS 14, 358, 365, del14 de junio, Alemania 1960).

De manera fehaciente, en los modelos penales inquisitivos, la exhortación de la verdad material, según la hipótesis de la duplicidad de verdades procesales (material y formal), había servido para evidenciar la recepción y validez de la denominada prueba ilícita. Se amparaba el hecho de que todo aquello que pudiera ser utilizado para el descubrimiento de la verdad debía ser valorado por el Juez para formar su convicción práctica y real. 
Y se impulsaba, como razón de refuerzo a su vez, el principio de libre valoración judicial de la prueba en su enunciación histórica del  intrínseco convencimiento. En un contexto inquisitivo, el develamiento de la verdad material como fin justificaba y amparaba la utilización de todas las pruebas cualesquiera que fuese su forma de obtención.

Dicho régimen se apartaba en Alemania y la mayoría de los países de Europa Occidental de una realidad científica, que eliminaba objetividad y calidad científica a las evidencias, que se podían presentar en ese sistema inquisitivo, que tanto mal le hizo a la evolución del Derecho universal.

Dicha eventualidad de manipuleo y manoseo de las evidencias, no dejaba una buena opinión en el ambiente jurídico, doctrinario y jurisprudencial internacional, debe entenderse incongruente con el Estado de Derecho y el dogma constitucional de los derechos esenciales. 
Por un lado, como ya apuntó hace tiempo Walter (1985), “la libertad de apreciación probatoria no es equivalente a libertad de utilización.” Por otro lado, tal como expone Gössel (2002, 77), “en un Estado de derecho el interés legítimo a un proceso penal plenamente eficaz encuentra su límite en el interés y en la garantía de los derechos individuales de los ciudadanos.” (WALTER, G. “Libre apreciación de la prueba”, Bogotá, Colombia 1985Temis, pág. 315 y ss).  (GÖSSEL, K.-H. En la búsqueda de la verdad y la justicia. Fundamentos del procedimiento penal estatal con especial referencia a aspectos jurídico constitucionales y político criminales.: Porrúa, México 2002).
La prohibición de prueba, sigue diciendo el profesor alemán, tiene la misión de tutelar los intereses del individuo frente a la persecución penal del Estado. En algunos estados de Estados Unidos funciona un modelo diferente, porque no avalan en su totalidad la Constitución original de esta nueva Nación. 
“El primero de estos modelos se caracteriza por la desconstitucionalización de la regla de exclusión (exclusionary rule) y es propio del sistema procesal-penal norteamericano.

Aunque es cierto que en su origen la exclusionary rule apareció directamente vinculada a la IV y V Enmiendas de la Constitución de EEUU (caso Boyd vs. US., 116 US 616, 1886; y Weeks vs. US, 232 US 383, 1914), que prohíben, respectivamente, los registros y detenciones arbitrarias sin que exista causa probable y las autoincriminaciones involuntarias,6 sin embargo, con el transcurso de los años la Corte Suprema Federal norteamericana estableció que su verdadero y único fundamento era disuadir a la policía de llevar a cabo actividades de investigación ilícitas (el conocido como deterrent effect).7 Este efecto disuasorio aparece consagrado en las sentencias de los casos US vs. Calandra (414 US 338, 1974) y US vs. Janis (428 US 433, 1976). En esta última sentencia se declara que «el principal propósito de la exclusión de las pruebas ilícitas, si no el único, es evitar las conductas policiales ilícitas» y más adelante añade que «la regla por la que se excluye la prueba obtenida en violación de la IV Enmienda, tiende a garantizar los derechos generalmente reconocidos en dicha Enmienda a través de un efecto disuasorio (de la violación misma) y no tanto como expresión de un derecho constitucional subjetivo de la parte agraviada...”
Son, por tanto, razones pragmáticas, como destaca en la doctrina española Fidalgo Gallardo (2003, 28), las que fundamentan en el modelo norteamericano la “exclusionary rule, encaminada a evitar conductas policiales ilícitas en la obtención de las pruebas (deterrence of police misconduct). Estamos, por tanto, ante un remedio de creación judicial que no descartaría la aplicación de otros remedios alternativos (por ejemplo, sanciones penales o disciplinarias) en cuanto demostrasen su mayor eficacia para el logro de esa finalidad disuasoria. Desde esta perspectiva no faltan voces autorizadas en la doctrina estadounidense que cuestionan precisamente la regla de exclusión al no estar comprobado empíricamente que la misma tenga realmente la eficacia disuasoria de conductas violatorias de derechos fundamentales que se le atribuye. Es cierto que con este fundamento se produce, como efecto indirecto, un reforzamiento de los derechos reconocidos en las enmiendas constitucionales, pero no es una exigencia constitucional sino que presenta un carácter subordinado o meramente instrumental,” como apuntan Díaz Cabiale y Martín Morales (2001, 77).

Siendo este su fundamento en el modelo norteamericano, si la propia Corte Suprema Federal o el poder legislativo (Congreso) llegasen a la conclusión de que la regla de exclusión es ineficaz para el logro de su finalidad al existir otros remedios alternativos más eficaces y adecuados, su razón de ser desaparecería y la regla de exclusión dejaría de ser aplicada, aunque por el momento está situación aún no se ha producido.”
(MIRANDA Estrampes Manuel, “La prueba ilícita: la regla de exclusión probatoria y sus excepciones”, Fiscal de la Fiscalía ante el Tribunal Constitucional, Bogotá Colombia, 2003). (6. Sobre el significado y alcance de tales enmiendas véase Reed Amar, A. The Constitution and Criminal Procedure. Yale University Press, 1997, especialmente pág. 2 a 88.

7. Un análisis de la doctrina jurisprudencial norteamericana puede verse en Hairabedián, M. Eficacia de la prueba ilícita y sus derivadas en el proceso penal. Buenos Aires: AD-HOC, 2002; Fidalgo Gallardo, C. «La regla de exclusión de pruebas inconstitucionalmente obtenidas de los Estados Unidos de América». Tribunales de Justicia, 5, mayo 2003; Zapata García, M.F. La prueba Ilícita. Santiago de Chile: Lexis Nexis, 2004):
II.-8-. Operacionalización…
Es importante distinguir entre el principio de legalidad de la prueba y el principio de licitud de la prueba (Miranda, 2007, Colombia). “El primero significa que los elementos de prueba  deben obtenerse e incorporarse al proceso conforme a los principios y normas previstos en la ley. Por su parte, el principio de licitud de la prueba supone que toda prueba debe obtenerse y practicarse con respeto a los derechos fundamentales.

Sobre la base de estos dos principios y desde un plano dogmático, con la finalidad de introducir cierta claridad en este tema, deberíamos partir de la diferenciación conceptual de dos categorías: prueba ilícita y prueba irregular, con un significado y alcance distintos, como desarrollo a continuación.” (MIRANDA Estrampes Manuel, “La prueba ilícita: la regla de exclusión probatoria y sus excepciones”, Fiscal de la Fiscalía ante el Tribunal Constitucional, Bogotá Colombia, 2003).
La salvaguardia de los derechos cardinales y del ser humano frente a la seguimiento  penal del Estado tiene uno de sus hitos
más relevantes cuando se revela el contenido conceptual de la prueba ilícita y el modelo teórico explicativo que determina los

fundamentos, la naturaleza y los efectos de la regla de exclusión probatoria. 

El autor hace una breve introducción del  concepto de prueba ilícita y un repaso de los dos grandes modelos teóricos explicativos de

la regla de exclusión probatoria: el estadounidense y el europeo continental. (Nota del autor del trabajo, agosto 2014).

El principio de legalidad o primacía de la ley debe entenderse en forma perfecta, por proposición legislativa, y ordenanza del Ordenamiento Jurídico como un mandato primordial conforme al cual todo ejercicio de un poder público debería realizarse acorde a la ley en vigor y su jurisdicción y no a la voluntad de las personas. Si un Estado se atiene a dicho principio entonces las actuaciones de sus poderes estarían sometidas a la constitución o al imperio de la ley.
Si consideramos que la seguridad jurídica exhorta a que las actuaciones de los poderes públicos estén sometidas al principio de legalidad. El principio se considera a veces como la norma más fundamental del Derecho público, 

Dicho valor lo encontramos en el artículo 11 de la Constitución Política y en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública de Costa Rica, y es una condición necesaria para afirmar que un Estado es un Estado de Derecho, pues en el poder tiene su cimiento y límite en las normas jurídicas. 
En íntima conexión con este principio, el instituto de la reserva de Ley obliga a regular la materia concreta con normas que posean rango de ley, quiere decir que emanen del Órgano oficial, que es la Asamblea Legislativa, de tal forma, que estas normas deberán ser formales, singularmente aquellas materias que tienen que ver la intervención del poder público en la esfera de derechos del individuo. 
De tal forma que vamos a entender aquí que son materias vedadas al reglamento y a la normativa emanada por el poder ejecutivo. La reserva de ley, al resguardar la afectación de derechos al Poder legislativo, refleja la doctrina liberal de la separación de poderes. dicha relación entre el principio de legalidad y el de reserva de la ley esta generalmente establecida -en una democracia- en el llamado ordenamiento jurídico y recibe un tratamiento dogmático especial en el Derecho constitucional, el Derecho administrativo, el Derecho tributario y el Derecho penal; así funciona en Costa Rica.
II. -9-. El Principio de licitud en la prueba:

Todos los dispositivos que deben de servir para lograr la convicción del Juez o de un tribunal competente, sólo poseerán valor si han sido obtenidos por un medio lícito y asociados al proceso compatible a las instrucciones del Ordenamiento Jurídico y específicamente al Código Procesal Penal. 
De ninguna manera se deberá utilizar datos obtenidos por razón de tortura, maltrato, coacción, amenaza, engaño, indebida intromisión en la intimidad del domicilio, en la correspondencia, las comunicaciones, los papeles y los archivos privados,, ni la obtenida por otro medio que menoscabe la voluntad o viole los derechos fundamentales de las personas. Tampoco podrá apreciarse la información que provenga directa o indirectamente de un medio o procedimiento ilícitos.

De aquí entenderemos el fundamento normativo constitucional y de orden jurídico al principio de la licitud de la prueba. El principio de legalidad de la prueba  es un requisito exclusivo de del dinamismo probatorio, y se asienta en la idea de que sólo son aprobados como medios de prueba aquellos cuya obtención se haya producido conforme a las normas de la legislación procesal y de los convenios internacionales en materia de derechos humanos. 

El principio de legalidad de la prueba es una defensa que fundan los Estados democráticos  contra aquellas desviaciones del poder punitivo del Estado, y es una reivindicación básicamente dirigida a los funcionarios públicos encargados de la persecución penal. 
La legalidad en la preparación de la prueba incluye dos aspectos esenciales como son, en el primer término, el aspecto formal o directo, que consiste en el cumplimiento de las formalidades específicas establecidas por la ley procesal o por leyes especiales para la obtención de la evidencia o fuente de prueba.  

Tales obligaciones están referidas a la necesidad y ajuste a la ley dé registros, allanamientos, interceptación de correspondencia, comunicaciones telefónicas, o grabaciones directas de personas, o a la presencia de testigos instrumentales imparciales o del imputado y su defensor, allí donde sea posible. En este caso se dice que estamos ante el llamado aspecto formal o directo del principio de legalidad en la obtención de la prueba.  
De .ahí que la manifestación de la ilicitud formal de la prueba, es relativamente fácil, pues las autoridades de investigación penal, que son las destinatarias de los requerimientos legales, tienen que designar obligatoriamente en las actuaciones los documentos y actas, de los cuales podrá apreciarse el cumplimiento o no de los requisitos de ley. 
Estos requisitos formales, para la licitud de la prueba, constituyen una limitación establecida a la actuación de los órganos de investigación y acusación y a favor del ciudadano, por lo cual estas reglas son reglas de libertad que responden al llamado principio de "favor regulae".
II.-10-. Manual de Recolección de Indicios OIJ Costa Rica.
La Policía Judicial de Costa Rica cuenta con un manual de indicios, como modelo o tipo de reglamento que debe efectuarse sobre la base de las normas del Código Procesal Penal, destinadas a fungir como rectoras de la actividad para la recolección de pruebas que serán utilizadas durante cualquier etapa del proceso, en busca de convencer al Juez o Tribunal competente, para determinar si un hecho, es punible o no.
Como se dijo en e el marco teórico y en la hipótesis de este trabajo, el Manual de Recolección de Indicios del Organismo de Investigación Judicial (OIJ), sirve, para que los encargados de este cuerpo policial, tengan una guía, de cómo elaborar las etapas, con las que hay que cumplir para obtener las diversas pruebas en un hecho delictivo y que servirán para demostrar ante el Juez o Tribunal competente, la veracidad de los actos, hechos, o acciones que se estiman preconcebidamente, como delitos.
La existencia de dicho Manual, no significa que exista un sistema epistemológico y bien concebido, de acuerdo con una Organización Administrada científicamente para lograr que la Cadena de Custodia de la Prueba tenga los requisitos fundamentales científicos, para que tengan mejor crédito ante el Juez o Tribunal competente en materia penal.

Seguidamente se analizará la operacionalidad de dicho Manual de indicios del OIJ, con el objetivo de que se pueda demostrar, lo dicho en el Marco teórico y la hipótesis de este trabajo.

II.-11-. Etapas o fases de la cadena de custodia de la prueba:
“En el manual de recolección de indicios del Departamento de Ciencias Forenses del Poder Judicial de Costa Rica (2004:9) se expone las diferentes etapas, en los siguientes términos:

La cadena de custodia comprende el conjunto de una serie de etapas que deben garantizar, con plena certeza, que las muestras y objetos por analizar y que posteriormente serán expuestos como elementos de prueba en las diferentes etapas del proceso, son los mismos que se recolectaron en el lugar de los hechos.

Las diferentes etapas que la constituyen son:

Resoluciones y actos previos, los cuales deben existir en ciertos casos antes de llevar a cabo el estudio o allanamiento de la escena del crimen. Hallazgo y custodia del escenario, donde es indispensable aislar adecuadamente la escena del crimen; brindando entre otras cosas, una custodia inmediata del sitio para evitar contaminación o pérdida de elementos probatorios.

Inspección preliminar y búsqueda de indicios, es necesario contar con técnicas de rastreo adecuadas que permitan la detección de indicios de interés.

Fijación de la evidencia, es una etapa importante en la ubicación exacta y fijación del estado de los indicios que facilita la reconstrucción de los hechos, por medio de recursos audiovisuales y documentales.

Recolección de los indicios, donde es fundamental realizar el levantamiento de materiales, que sirvan como prueba del hecho delictivo, bajo procedimientos que no contaminen ni alteren con factores externos la evidencia.

Embalaje de la evidencia, donde mediante el adecuado empaque, lacrado y etiquetado, se debe individualizar y garantizar la integridad del elemento probatorio.

Transporte y entrega de la evidencia, es necesario que el indicio cuente con una custodia segura hasta su destino y en la medida de lo posible, de forma inmediata para evitar alteraciones en el mismo.

Análisis pericial, durante esta fase se debe describir detalladamente el estado en el que se reciben los indicios y garantizar resultados válidos y confiables.

Devolución o destrucción, según lo ordene la autoridad competente se deben devolver o destruir los indicios, de acuerdo a los requerimientos legales que cada uno de estos procedimientos implica.

______________________________________________________________________

El Manual de Recolección de Indicios del OIJ de Costa Rica, al igual que otros que analizamos en este trabajo, no determina, ni consigna a un departamento específico, o profesionales, técnicos que deben llevar a cabo la recolección de indicios y a la vez la Cadena de Custodia de la Prueba, sí bien es cierto que establece que el Manual pertenece al “Departamento de Ciencias Forenses del Poder Judicial de Costa Rica”, no señala deliberadamente cuáles funcionarios del OIJ, deben ser los responsables y obligados por normativa procesal y constitucional, además por orden organizacional, administrativo y científico, con los conocimientos, adecuados y apropiados, para que lleven a cabo las diferentes etapas, o faces de la Recolección de Indicios en el OIJ. Consideramos que es muy delicado este panorama, en donde no existe una Directriz Científica y Administrativa, para llevar a cabo y realizar las etapas diversas, tanto como las de recolección de indicios, o pruebas, como la Cadena de Custodia de la Prueba, en forma Sistémica y Organizada, para evitar yerros, vicios, y movimientos de manipuleos, que pueden dar al traste con todo el Proceso completo ante un Juez o un Tribunal. (Nota del autor del trabajo).
A continuación se desarrollarán las anteriores fases en los siguientes términos:
* Resoluciones y actos previos

A partir del momento en que el Ministerio Público o la Policía Judicial tengan conocimiento de una notitia criminis (noticia de la comisión de un delito) se iniciará una serie de actos de investigación como parte de la persecución penal, en aras del descubrimiento de la verdad material de los hechos. Esta serie de actos podrían ser solicitudes de allanamientos, registro de vehículos, inspecciones en el lugar de los hechos entre otros.

Lo anterior con fundamento, en el numeral 289 del Código Procesal Penal, en donde se señala que partir del momento en que el ente acusador tenga conocimiento de la notitia criminis, deberá realizar las diligencias pertinentes para su respectiva investigación. Véase a continuación el contenido de dicho articulado.”
Hasta aquí se menciona al Ministerio Público, que por ley formal, se entiende es el responsable de todas las fases de la Recolección de Indicios, y Cadena de Custodia de la Prueba, Parecerá una obsesión, hacer estas advertencias, pero hacen falta para hacer entender la necesidad de cambios, sobre la base del artículo 289 del Código Procesal Penal. 
La prueba ilícita, en el sentido que aquí se ha expuesto, esto es, en cuanto obtenida y puesta en  práctica, con vulneración de los derechos fundamentales, conlleva a su inutilidad, por estar viciada, en toda la acción procesal, esto es, la prohibición de su admisión así como de su valoración por el Tribunal sentenciador. 
¿Quién ofrece garantía, de que un abogado licencioso, acucioso y bien parado en materia sistémica formal, no podrá reclamar anulación de la prueba, debido a que no ha estado elaborada y cuidada por los responsables obligados de llevar a cabo el trabajo, con  ciencia y consciencia, bajo la directriz organizacional de un Administrador que respeta la cientificidad de todos los pasos, o etapas, que hay que cuidar con buen tino.

A diferencia de la prueba irregular, la prueba ilícita no es susceptible de convalidación o subsanación. Aunque, como hemos visto, en algunos ordenamientos jurídicos estas prohibiciones no presentan un carácter absoluto y admiten excepciones.

El control sobre la licitud de la prueba debe efectuarse ya en sede de admisión de las pruebas. Corresponde al juez de garantías o juez de instrucción controlar que las pruebas que se ofrecen por las acusaciones, son lícitas y, por tanto, no fueron obtenidas con infracción de derechos fundamentales. 
Una acusación fundamentada sobre la base de pruebas ilícitas debería calificarse de infundada, desde el plano probatorio, siendo su consecuencia procesal la no apertura de juicio oral cuando fuere la única prueba de cargo y no concurran otras pruebas lícitas independientes.

Como dice Miranda 2002:

“Un adecuado control de la licitud de la prueba en sede de instrucción o en la denominada fase intermedia trata de impedir que el Tribunal que orienta el juicio, en el acto del proceso oral, pueda entrar en contacto con dichas pruebas, evitándose así las perniciosas consecuencias derivadas de los denominados efectos psicológicos de la prueba ilícita,” tal y como lo señala Miranda (España 2002).  (MIRANDA Estrampes, M. (2003) “La regla de exclusión de la prueba ilícita: historia de su nacimiento y de su progresiva limitación”. Revista Jueces para la Democracia, julio, pág. 94. y ss).

Artículo 289.- Finalidad de la persecución penal

"Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento de un delito de acción pública, deberá impedir que produzca consecuencias ulteriores y promoverá su investigación para determinar las circunstancias del hecho y a sus autores o partícipes."

Como se desprende de la anterior norma, a partir del momento que se produce la comisión de un delito, sea en grado de tentativa o consumación y el órgano acusador tenga conocimiento, de inmediato se activará todo el engranaje judicial-policial para la determinación del modus operandi, así como las personas que participaron.

La promoción de la investigación por parte del Ministerio Público, la realizará por medio de la Policía, a través de la dirección funcional, la cual se materializará por medio de actos previos y las resoluciones que corresponda emitir, según la naturaleza del delito objeto de investigación.

En el caso de la Policía Judicial (Organismo de Investigación Judicial) cuando tenga conocimiento de la comisión de un delito, deberá informarlo dentro de las seis horas siguientes a su primera intervención al Ministerio Público, todo de conformidad con lo establecido en el numeral 283 del Código Procesal Penal que dice o reza:

Artículo 283.- Diligencias preliminares

"Los funcionarios y agentes de la policía judicial que tengan noticia de un delito de acción pública, dentro de las seis horas siguientes a su primera intervención, informarán al Ministerio Público. Bajo la dirección y control del fiscal encargado de la investigación, practicarán las diligencias preliminares para reunir o asegurar, con urgencia, los elementos de convicción y evitar la fuga u ocultamiento de los sospechosos. La misma regla se aplicará cuando el Ministerio Público les encomiende una investigación preventiva."

Por la urgencia,  las diligencias de investigación estarán fuera de la dirección funcional. Verbigracia: ejecutar un allanamiento sin orden en los casos contemplados por la ley o cuando se trate de un acto definitivo e irreproductible, como podría ser el levantamiento de una mancha de sangre, semen, en un delito sexual. No obstante dentro de las seis horas siguientes, la Policía Judicial operará bajo la dirección funcional, recibiendo las directrices de investigación pertinentes por parte del fiscal.

Hallazgo y custodia del escenario

Así el hallazgo del escenario es el punto de partida de la investigación penal-policial y además es la materia prima de donde se obtendrá las evidencias físicas o indicios materiales relacionados en forma directa o indirecta con el delito, objeto de investigación.

Por otro lado, el punto de partida de la legalidad de la prueba, por medio de la cadena de custodia, se inicia a partir del momento de la custodia o aseguramiento del sitio del suceso.

Para Campos, J.  (2002:31) custodiar significa:

“Impedir el acceso a sujetos extraños, o bien limitar la cantidad de los mismos oficiales de policía en el sitio, ya que de esta última forma también es posible que con la presencia excesiva de investigadores se provoque la alteración o destrucción de importante evidencia. Una de las técnicas policiales más utilizadas para custodiar el sitio del suceso es el acordonamiento, el cual se aplica en forma de anillos y con la utilización de cintas, personas y/o cualquier otro objeto idóneo para lograr el fin pretendido en cada caso particular. Según las características naturales del sitio del suceso, así será el tipo de acordonamiento, lo mismo que la cantidad  y distancia de los anillos.”
La custodia del lugar de los hechos garantizará que ningún extraño (pero eventualmente con algún interés oscuro) tenga la posibilidad de alterar, sustraer, contaminar, adulterar algún indicio material con la finalidad de entorpecer las investigaciones y el descubrimiento de la verdad material de los hechos.

Para efectos de tener un panorama muy amplio de la temática de la protección o custodia del sitio del suceso, se expondrá a continuación los puntos de vista de Badilla, J. (1999:29) en los siguientes términos:

“Si se pretende establecer la verdad real de lo sucedido partiendo de los rastros dejados, estos deben permanecer intactos mientras se les aplica el respectivo  procesamiento para su posterior intervención. Por lo tanto, y ante todo debe procurarse que la escena permanezca inalterada. No solamente afecta la validez de cada una de las pruebas que se pueden obtener allí, sino que pueden desviar las deducciones que se hacen de la búsqueda de otras pruebas. Es decir orientan hacia pistas falsas.”
Desde el momento en que se recibe la información de un hecho presuntamente delictuoso, la coordinación y comunicación con los policías auxiliares es un elemento de vital importancia. Suele decirse que por falta de instrucción de la policía administrativa, es muy escasa su cooperación, pues hay una tendencia de ella por hacerse cargo y llevarse los honores. Esta actitud puede proceder de la ignorancia tanto de los procedimientos legales como técnicos, siendo estos últimos los que dependen de la Policía Judicial. Una forma sencilla es que la jefatura se reúna periódicamente con el personal de Policía de la localidad (llámese rural, civil, etc). Unas charlas e intercambio de opiniones pueden en muy corto tiempo cambiar radicalmente la situación. De esta forma, el oficial de investigación ha iniciado el trabajo de protección de la escena del crimen, mucho antes de cometerse el delito.

Que delicado es todo esto, muchas veces la policía administrativa, cumple con el total de los procedimientos, de detención y recolección de pruebas e indicios, y hasta que la policía judicial se apersonan es que toman posesión del caso, es entendible que el Ministro de Seguridad Pública, por ser político, quiera acaparar la atención de medios de comunicación y de la población, para hacer quedar bien a su Gobierno y su Gestión; pero el meollo del problema, aquí, es que ni la policía judicial, ni la administrativa, están capacitadas científicamente, para cumplir con el Sistema Científico y Administrativo de la Cadena de Custodia de la Prueba; tal y como la concebimos en este momento, en este trabajo.
En Costa Rica el problema surge cuando se califica como prueba independiente a aquella que realmente no tiene esa característica, pues aparece vinculada con una inicial actividad probatoria ilícita. En estos casos actúa como una verdadera excepción mediante la ampliación de su campo de operatividad; debido a que no hay una directriz específica, normativa formal, para que se cumplan los requisitos, y reglamentos procedimentales, sin cometer errores, que luego pueden ser fatales en el proceso penal definitivo.

El Manual señala y hace énfasis que “…Por otro lado, el punto de partida de la legalidad de la prueba, por medio de la cadena de custodia, se inicia a partir del momento de la custodia o aseguramiento del sitio del suceso.”
Se produce mucha ambigüedad, por eso arriba, se incluye la idea sobre la legalidad de la prueba, lo que deberíamos estar entendiendo a estas alturas, porque no puede ser posible, que esto se maneje a niveles de policías, ya que tiene una competencia, más firme y más de garantía, diríamos para consolidar la hipótesis de este trabajo. 
Hace falta que se responsabilicen departamentos y personeros especializados, profesionales, en forma sistémica, de parte del a Fiscalía General de la República y que se deleguen formalmente, quiero decir, sobre la base de una normativa formal, emanada del Órgano ejecutor de leyes, la Asamblea Legislativa, par que se produzca por ley la organización, que se hará cargo de todos estos procedimientos, fundamentales para el proceso penal.
De tal forma que la puesta en práctica de una hermenéutica científica en la reconstrucción de un objeto de estudio es un mecanismo particular a toda ciencia, es por ello que la ciencia penal no escapa a la necesidad de instaurar un severidad sistémica en las investigaciones judiciales que son parte de un proceso penal y cuyo fin primordial es la averiguación de la verdad acaecida en un hecho criminal, ya que sólo así, se garantiza la confianza requerida en los resultados obtenidos con dicha investigación y en la que debe invariablemente predominar el severidad científica. 

El aludido acto criminal que se indaga es un hecho sociológico más, que para la ciencia se diferencia de los demás porque reviste de una característica anómala, lo cual no implica que en el procedimiento de su construcción histórica retrospectiva deba recurrirse a un rigor y método científico diferentes.

Los pasos, el método de investigación criminal, Cadena de Custodia de la Prueba en este caso; con fines procesales demanda la prudencia de paradigmas teóricos de las ciencias sociales, relevantes para la comprensión y el análisis de los fenómenos internos y externos de la organización. Una investigación judicial es un proyecto de una verdad, cuyo fin es establecer una hipótesis que pueda ser sometida empíricamente a un proceso de verificación, basándose todo ello en una evidencia que debe ser científica y legalmente establecida.

Durante los procedimientos, o etapas, como llaman en el OIJ, a la recolección de indicios y de reconstrucción del hecho, hacer la diferencia entre técnica y método es tan relevante, lo mismo que no perder de vista la íntima relación de ambos con la investigación científica, aunque debe indicarse, que no son conceptos epistemológicos que se excluyan entre sí, sino que son complementarios; las técnicas se refieren a los elementos del método científico.  

En este sentido, la relación entre método y ciencia es muy clara: el método es el procedimiento general del conocimiento científico, mientras que las técnicas son procedimientos de actuación concretos y particulares relacionados con las distintas fases del método científico; es decir, son los procedimientos específicos a través de los cuales se reúne y ordenan los datos antes de someterlos a las operaciones lógicas propias de la investigación judicial y del proceso penal.

Definidamente la indagación criminalística que se lleva a cabo en el escenario del delito (o en otros lugares) tiene como objetivo determinar todo lo que aconteció con anterioridad allí, por lo que la validez lógica de tal reconstrucción fáctica depende -parcial o totalmente- del inflexibilidad científico seguido en las técnicas de recopilación de los indicios materiales en el sitio del suceso (o en otros lugares ligados al mismo) y que originan el material probatorio, procedimiento éste que debe ajustarse además a las exigencias del proceso penal en su estructura general y formal.

 Se debe tomar en cuenta que  la prueba pone siempre de manifiesto aspectos científicos, que hay que respetar, incluyendo los resultados probables y por lo tanto no infalibles o absolutamente ciertos, ello debe conllevar al acuerdo acerca de la necesidad de introducir todas las garantías procesales posibles para lograr una mayor certeza en las determinaciones derivadas de las probanzas, es decir, debe aceptarse la adopción de un estricto apego a los procedimientos legales y científicos, ya que ahí se encuentra precisamente la justificación que da origen al concepto jurídico que se denomina Cadena de Custodia de la Evidencia. 
En este manual de marras, no encontramos, ni siquiera la delegación formal de los profesionales, científicos, que puedan aplicar el sistema organizacional y administrativo, en forma científica, para evitar conflictos, que puedan surgir, por falta de capacidad profesional.
Acordonado
Una forma sencilla de proteger la escena del crimen es el acordonado. Las recomendaciones más populares se refieren al uso de la cinta, mecates y barreras naturales.

Cinta de barrera policial
La experiencia nos dice que la cinta amarilla con letreros de "Policía No Pase" es la que proporciona la protección más segura y económica. Esta cinta es conocida con el nombre de cinta de barrera. Ver anexo No 2
Los oficiales que se encargan de proteger la escena del crimen se enfrentarán siempre a la interrogante que plantea la dimensión del área en que debe circunscribirse un acordonado.

Rara vez se dan recomendaciones al respecto porque cada caso es distinto. Se ha dicho que deben utilizarse distancias no menores a diez metros de la evidencia más lejana, cien a doscientos metros (una a dos cuadras) del centro del evento relacionado con explosivos, etc., sin embargo, debemos insistir, todo dependerá de la naturaleza del hecho. Deben tomarse en cuenta todos lo antecedentes que se tengan y el estudio previo o inspección preliminar de la escena.

Para ilustrar lo anterior, proporcionamos el siguiente ejemplo: En caso de atropello cuando un autobús viraba lentamente en una esquina, la zona por revisar no excederá posiblemente de unos pocos metros del sitio donde cayó la víctima; en cambio en un caso de atropello en una autopista donde el vehículo involucrado circulaba a 100 K.P.H., la zona de búsqueda comprenderá varios cientos de metros atrás y adelante del punto de impacto.
El acordonado podrá ampliarse o reducirse durante el procesamiento de la escena, según los elementos que se encuentren. Normalmente, esta redefinición, de las dimensiones pueden establecerse en cuanto se haga la inspección preliminar. Si el oficial de la Policía Judicial, que se encuentra a cargo de la escena, cuenta con suficiente personal, deberá delegar en alguno de sus subalternos la responsabilidad de asegurar la escena para su protección.

La recomendación que se está manejando actualmente para lograr un acordonado eficaz es la de utilizar la cinta a una altura entre un metro a metro treinta. Existen algunas explicaciones para la altura en que usualmente se coloca la cinta: sirve para proteger operaciones de salvamento o de evacuación de peligros en una zona y la cinta colocada a esa altura permite (gracias a su elasticidad) bajarla al piso para el paso de los vehículos de emergencia que entran o salen de la zona crítica. Se dice que esta altura es suficientemente alta como para dificultar, en alguna medida, que se pase por encima, y muy baja para pasar por debajo, constituyéndose además, en un obstáculo psicológico.

Anillos
En Costa Rica se ha generalizado el uso de un solo anillo de acordonado en los casos de sitios abiertos, pero lo correcto es el uso de por lo menos dos. Las siguientes razones justifican el uso de dos anillos:

Muchas veces el peor enemigo de una escena del crimen son la policía. Pese a la regla de que la escena del crimen debe ingresar únicamente el personal que va a trabajar, en realidad sigue  siendo evadidas por un sin número de oficiales que no tienen misión determinada. El anillo más lejano  sirve para esos policías que llegan al lugar, puedan permanecer allí en espera de alguna colaboración que se pueda requerir. El oficial a cargo de la seguridad debe designarles la misión de colaborar con la vigilancia del cordón exterior o bien solicitarles que se aboquen a la localización de testigos dentro del público, con el cual deberá mezclarse. Debe tenerse en cuenta que normalmente los oficiales de policía tienen una tendencia a buscar un lugar de privilegio con respecto al público por su condición de autoridad y rara vez aceptan de buenas que un compañero les pida que salgan del área de búsqueda y se coloquen junto al público. Otro elemento que debe permanecer controlado en la escena del crimen es la prensa. Al igual que los oficiales, los periodistas siempre buscarán un lugar de privilegio y suelen ser incontrolables si no les proporciona un mejor lugar que en el del público. Para ellos filmar o fotografiar lo mismo que ve el público desde la calle no es suficiente. Mantendrán siempre su deseo de aproximarse por una exclusiva.

3.     Los testigos son parte de la investigación de la escena del crimen pues no sólo aportan información referente a lo acontecido, sino que orientan al investigador en la búsqueda de indicios que ayuda en la reconstrucción de la dinámica de lo hechos. Es necesario mantenerlos cerca en un lugar no mezclado directamente con el público ni dentro de la zona crítica de recolección de indicios.

Vigilancia
Debe recordarse que más que una barrera física, la cinta amarilla es una barrera psicológica. Los acordonados garantizan su objetivo cuando se les coloca personal para vigilarlos. Esta vigilancia consiste en la colocación de oficiales preferiblemente uniformados dentro del segundo anillo, mirando hacia el exterior.

Única puerta de entrada y salida
Se debe procurar establecer una única entrada y salida y un filtro para controlar el acceso. Es importante pues sirve para filtrar la entrada de personal policial comprometidos con otros policías o personajes diversos, pues, pueden desviar los intentos de ingreso hacia la entrada y el filtro, donde el encargado toma nota del personal que desea ingresar y anota los motivos, los cuales expondrá al oficial a cargo para autorizar su entrada. Esto es suficiente disuasivo para muchos oficiales o personajes que normalmente llegan como un espectador más.

Barreras físicas
Son aquellas que por su naturaleza física impiden o dificultan el paso de las personas.

Dentro de las barreras tenemos una cerca de alambre de púas, una puerta, un portón, una zanja, etc. Estas barreras deben ser utilizadas siempre que se tenga oportunidad pues ahorran mucho material de acordonado y tiempo. Por ejemplo, si se tiene una cerca de alambre de púas, con un pequeño segmento de cinta de barrera policial se puede hacer un eficaz acordonado.

Puesto de control
La colocación de varios anillos propicia lugares aptos para establecer un puesto de control. Este tiene como función servir como centro de operaciones para organizar las funciones de cada uno de los miembros o entes involucrados. A través de él se canaliza la información y se dirigen las operaciones que han de llevarse a cabo.

Casos como accidentes aéreos, atentados con explosivos u otros desastres involucran la presencia de diferentes entes  tales como: Cruz Roja, Bomberos, Aviación Civil, Comisión Nacional de Emergencia, Dirección de Inteligencia y Seguridad, entre otros. Por su magnitud y cantidad de tan diversos grupos hacen imprescindible la colocación de un puesto de control con un representante de cada una de las unidades involucradas.

Una vez expuesto los anteriores aspectos por el citado autor, el mismo nos resumen la protección de la escena del crimen, en los siguientes términos:

- Se inicia previendo que las autoridades que usualmente llegan primero, tengan una noción de su función, su responsabilidad y la importancia de preservar la escena del crimen.

- Se protege la escena desde que se recibe el informe, al girar instrucciones para que se selle y proteja el lugar.

- Se obtiene mayor efectividad si se acordona con cinta amarilla (cinta de barrera) y en anillos con diferente nivel de restricción de acceso. Los anillos facilitan el control del público, la prensa, y de los mismos oficiales de la policía que no realizan ninguna función en el caso.

- Los acordonados deben estar vigilados por personal, desde el interior mirando hacia fuera y preferiblemente deben tener una sola vía de acceso y egreso que sirva como filtro.

- El primer anillo debe ser estrictamente para el personal que realiza el levantamiento de la escena del crimen.

- Los oficiales que no tienen una labor definida en la escena pueden colocarse entre el público para captar la presencia de posibles testigos y otras personas involucradas.

En razón de lo anterior es que se garantiza la legalidad de la prueba, es decir el indicio material encontrado en el lugar de los hechos debe guardar una relación directa o indirecta con el hecho punible investigado, en consecuencia la protección resulta de fundamental importancia.

Es esencial, el aseguramiento o custodia del lugar de los hechos, caso contrario la eventual validez de las probanzas, quedaría sin efecto. Así lo ha establecido la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, mediante el voto número: 917-2001, resolución que se analizará posteriormente.

En el ámbito normativo, la obligación de custodiar el sitio del suceso y por ende los indicios materiales, por parte del Ministerio Público y de la Policía Judicial, se encuentra regulado en los siguientes numerales del Código Procesal Penal:

Artículo 286.- Atribuciones

"La policía judicial tendrá las siguientes atribuciones:

...b) Cuidar que el cuerpo y los rastros del delito sean conservados...

...e) Ordenar, si es indispensable, la clausura del local en que por indicios se suponga que se ha cometido un delito..."

Con las atribuciones que se hace referencia, se inicia el proceso de cadena de custodia de la prueba, cuya protección en el sitio del suceso es vital para el éxito de la investigación y por ende del descubrimiento de la verdad.

La protección del lugar de los hechos evitará o impedirá que los fines de la cadena de custodia (evitar alteraciones, contaminaciones, adulteraciones, destrucciones o sustituciones), no sean vulnerados.

Por otro lado, la preservación como una de las etapas de la cadena de custodia de la prueba, resguardará la integridad física del indicio material y con mucha más razón cuando se trate de un acto definitivo y irreproductible, cuya información probatoria que pueda suministrar, resulte de gran importancia para el esclarecimiento de los hechos que están siendo investigados.

El Código Procesal Penal en el artículo 286, le da atribuciones a la policía judicial, que son propiamente del Ministerio Público, y como ya dijimos supra, se carece del carácter científico en la medida, que no hay responsabilidad de un departamento excepcional, especializado, aunque no faltará alguien que desde alguna dependencia del OIJ, defienda esta visión inversa, porque no hay que negar que en la práctica muchos se han convertido en expertos de ciertas cosas y hasta las han hecho científicamente, no obstante, lo que hace falta es la formalidad y determinar quiénes deben ser los profesionales, que se responsabilicen de los procedimientos de recolección de indicios y de la cadena de Custodia de la Prueba.

Constituir un esclarecimiento preciso que vislumbre la connotación jurídica y epistemológica de concepto cadena de custodia de la prueba; ya que no es algo  tan sencillo, porque se puede caer en el indeterminado hecho de excluir aspectos de suma importancia relacionados con dicha definición. En forma general se puede aseverar que es: El conjunto de procedimientos que deben desarrollarse en forma científica y legítima en una investigación judicial con el fin de: a) Evitar la alteración (y/o destrucción, o manipulación viciosa), de los indicios materiales al momento (o después) de su recopilación, y b) Dar garantía científica a plena de que lo analizado en el laboratorio forense (o presentado en el juicio), es lo mismo recabado (o decomisado) en el propio escenario del delito (o en otro lugar relacionado con el hecho).

Fundamentalmente es uno de los detalles a cumplir por parte de los responsables y eso no se exterioriza en el Manual, que aquí analizamos. Entonces se debe insistir que una investigación judicial siempre deberá responder con inflexibilidad a una hermenéutica formal, sin embargo, las técnicas policiales utilizadas durante la investigación judicial con el fin de averiguar la verdad real de los hechos deberán concertarse siempre a lo preceptuado por la Ley en tutela de los derechos y garantías constitucionales de los ciudadanos.
Artículo 290.- Facultades del Ministerio Público

"El Ministerio Público practicará las diligencias y actuaciones de la investigación preparatoria que no requieran autorización judicial ni tengan contenido jurisdiccional.

Podrá exigir informaciones de cualquier funcionario o empleado público, quienes están obligados a colaborar con la investigación, según sus respectivas competencias y a cumplir las solicitudes o pedidos de informes que se realicen conforme a la ley.

Además, podrá disponer las medidas razonables y necesarias para proteger y aislar indicios de prueba en los lugares donde se investigue un delito, a fin de evitar la desaparición o destrucción de rastros, evidencias y otros elementos materiales."

La facultad que se indica anteriormente son propias de la cadena de custodia de la prueba, entre las cuales se destacan la protección y la preservación de la evidencia en el sitio del suceso y de hecho dichas medidas necesarias y razonables son ejecutadas por la Policía Judicial (por su capacidad técnica) producto de la dirección funcional Ministerio Público-Policía Judicial.

* Inspección preliminar y búsqueda de indicios

Para Campos, F. (2002:32) es de suma importancia una correcta administración del escenario, ya que en el pasado se ha atribuido a desórdenes en el procesamiento de los indicios el que algunos casos no se hayan resuelto satisfactoriamente; o que la pureza de la evidencia haya sido cuestionada válidamente en estrados judiciales por parte de la defensa técnica del imputado.

Al respecto Badilla, J.  (1999:34) nos dice que  la inspección preliminar tiene los siguientes objetivos:

Evacuar posibles peligros para el equipo de trabajo o las víctimas
Las escenas del crimen deben ser procesadas únicamente después de verificar que no hay víctimas que requieran auxilio o que no hay peligros potenciales para los encargados que deben procesarla o quienes se encuentren a su alrededor. En caso de atentados con bombas, por ejemplo, no debe iniciarse ninguna labor en el interior de la escena que no sea el auxilio de víctimas y excluir la posibilidad de segundos explosivos u otros peligros (cables eléctricos con corriente viva o posibilidades de desplome de la estructura.)

Darse una visión de lo acontecido para rendir la protección
La determinación de ampliar, reforzar o cambiar la disposición del acordonado procede generalmente de esta primera inspección. Se evalúa, además, la posibilidad de pérdida de algunos indicios, para su protección o recolección inmediata.

Iniciar la formulación de hipótesis que orientarán la fijación y la búsqueda de indicios
También la decisión de cómo se desarrollará el trabajo durante la escena, por dónde se iniciará, que zonas deberá procesarse primero y qué forma se facilita, gracias a esta inspección preliminar. El trabajo en la escena del crimen tiene como objetivo determinar la forma en que se ejecutaron los hechos. Esta inspección preliminar permite generar algunas hipótesis, que junto con algunos de los testimonios que se recogen en un principio, permiten sistematizar su procesamiento.

Badilla, J.  (1999:34) nos expone la forma en que se realiza la inspección preliminar en los siguientes términos: Revisados los objetivos de la inspección preliminar, es importante destacar que ésta debe procurar no modificar el estado de las cosas. En ocasiones se hace inevitable y entonces conviene dejar constancia de la escena desde el primer momento en que se acomete en ella. Fotografías preliminares, o por lo menos tomar nota de cualquier modificación es imprescindible. En un esfuerzo por causar la menor alteración, la inspección preliminar se deberá realizar procurando no pasar sobre la ruta en la que el sospechoso o los involucrados transitaron. Resulta, en algunas oportunidades, muy conveniente señalar la ruta que se siguió en esta primera inspección, de manera que todas las demás  incursiones en la escena no se hagan por diversos sitios, pues de lo contrario, aumenta la posibilidad de contaminación de la escena. Ver figura adjunta
Fuente: Curso de administración y procesamiento de la escena del crimen. Versión preliminar.

Impartido en la Escuela Judicial, año 1999. Pág 39.

En cuanto a la búsqueda o rastreo de indicios en la escena del crimen, Badilla(1999:38)  expone varios procedimientos de rastreo, en los siguientes términos:

Como se indicó, la inspección preliminar, la entrevista de testigos y la formulación de hipótesis, sirven para guiar la localización de indicios materiales relacionados con el hecho.

Con base en esto, se establece el primer tipo de rastreo que se describe a continuación:

Rastreo de punto a punto
Se describe en algunos libros que el "rastreo de punto a punto", consiste en ubicar indicios por su cercanía en el espacio, pero además por su relación en el desarrollo de los hechos y sobre todo por la dirección y ruta de los involucrados dentro del área. Una de las técnicas que más utiliza este tipo de rastreo es la dactiloscopía, pues los técnicos procuran reactivar sólo las zonas donde el imputado pudo (con mayor probabilidad) haber tocado. Ver figura adjunta.
Fuente: Curso de administración y procesamiento de la escena del crimen. Versión preliminar.

Impartido en la Escuela Judicial, año 1999. Pág 39.

Otros tipos de rastreos muy usados, son los siguientes:

Rastreo por franjas
Consiste en recorrer zonas en forma lineal y regresar paralelamente de igual manera. Este método puede ser realizado en áreas pequeñas por un solo oficial o bien en zonas amplias por filas de varios oficiales colocados a no más de un metro de distancia entre cada uno. Es el clásico "peinado" de la zona como comúnmente se denomina.Ver figura adjunta.
Fuente: Curso de administración y procesamiento de la escena del crimen. Versión preliminar.

Impartido en la Escuela Judicial, año 1999. Pág 40.

Rastreo en espiral
Consiste en realizar una búsqueda de indicios partiendo del punto crítico de la escena del crimen en forma circular y alejándose paulatinamente hacia fuera, formando una espiral. También se puede ejecutar en forma inversa, es decir de afuera hacia adentro. El procedimiento estándar es siempre en dirección a las agujas del reloj. Este tipo de búsqueda no ha resultado muy práctico debido  a que no hay exactitud para determinar la

distancia en que se va abriendo el rastreador pese a que puede utilizar una cuerda que regule la distancia del alejamiento después de cada vuelta.

Rastreo dividiendo en cuadrantes
Este tipo de rastreo sirve para organizar la búsqueda sistemática de indicios por zonas.

Consiste en dividir el área en cuatro cuadrantes a los cuales se les asigna un número o letra y dentro de ellos se aplican otros métodos de rastreo (franjas, punto a punto, espiral, etc). Ver figura adjunta.
Fuente: Curso de administración y procesamiento de la escena del crimen. Versión preliminar.

Impartido en la Escuela Judicial, año 1999. Pág 41

Rastreo en cuadrícula o rejilla
Similar al anterior; pero los cuadros pueden medir de uno a nueve metros cuadrados. Facilita rastreos muy minuciosos como los que requieren los eventos de explosión. Ver figura anterior
En el Código Procesal Penal, la inspección del escenario del crimen, se encuentra regulada en la siguiente normativa:

Artículo 185 Inspección y registro del lugar del hecho
"Cuando sea necesario inspeccionar lugares o cosas por existir motivos suficientes para sospechar que se encontrarán rastros del delito o por presumirse que, en determinado lugar, se oculta el imputado o alguna persona evadida, se procederá a su registro.

Mediante la inspección se comprobará el estado de las personas, los lugares, las cosas, los rastros y otros efectos materiales existentes, que resulten de utilidad para averiguar el hecho o individualizar a sus autores o partícipes.

El representante del Ministerio Público será el encargado de realizar la diligencia, salvo que se disponga lo contrario.

Se invitará a presenciar la inspección a quien habite el lugar o esté en él cuando se efectúe o, en su ausencia, a su encargado o a cualquier persona mayor de edad. Se preferirá a familiares del primero."

Esta norma se origina como consecuencia de la aplicación de uno de los fines del procedimiento penal, que es el descubrimiento de la verdad real, mediante la búsqueda de la prueba que acredite o no la comisión de un hecho delictivo y de quiénes figuren como responsables de los hechos punibles cometidos. En este sentido le corresponde al Ministerio Público con el auxilio de la Policía Judicial ejecutar todas las diligencias que le permitan el esclarecimiento de los hechos investigados.

* Fijación de la evidencia

Para Arburola, A. (1992:32) la fijación del sitio del suceso es un conjunto de técnicas que permiten  registrar todas las características, tanto generales como particulares de un lugar en donde se cometió un hecho presuntamente delictuoso.

Por otro lado Campos, F. (2002:35) sostiene con respecto a esta etapa, lo siguiente:

“Esta etapa permite determinar con exactitud la ubicación y estado de los indicios que son de interés para la investigación y que han sido encontrados en el escenario del delito con posterioridad a la respectiva búsqueda. Además  se facilita una eventual reconstrucción de hechos si en algún momento del proceso surge la necesidad de comprender la dinámica del hecho histórico, lo cual se podrá constatar con las precisas descripciones que deben contener los documentos respectivos. Si se combinan diversos tipos de fijación sobre la evidencia, la certeza probatoria que se pretenda establecer sobre la misma será mayor, ya que aquellos son complementarios. Localizados los indicios dentro del escenario del crimen, las formas más comunes y legalmente permitidas para ser fijados son la fotografía, el video, el plano y el acta policial o judicial.”
Por su parte Badilla, J. (1999:35) con respecto a la fijación expone lo siguiente:

“La fijación es un proceso mediante el cual se registra mediante fotografías, planos, actas y demás operaciones científicas aconsejadas por la Policía científica, el estado de las cosas y personas en una escena materia de investigación policial. Mediante la fijación se garantiza, que pese al proceso y transformación a que se someterá la escena del crimen, se mantenga siempre establecido cuál fue el punto de partida del cual se derivaron las conclusiones generadas.

Técnicamente se conoce como fijación porque el objetivo es mantener registrado el estado de las cosas, de manera que, si se hacen posteriores alteraciones, se mantenga establecida y clara la forma en que se encontraban inicialmente como si no se hubiesen movido.”
Hay varios tipos de fijación, los cuales se detallan a continuación:

Fijación fotográfica
Consiste en el registro fotográfico del estado de las cosas. Normalmente se realiza siguiendo una secuencia lógica que va de lo general a lo particular, y de lo particular al detalle. Es decir, se realizan tomas generales, normalmente panorámicas que ayuden a ubicar la escena en un contexto general. Luego se captan los objetos y su relación con el entorno, sus características generales, hasta llegar a las particulares.

Dentro de la fijación fotográfica, se ha incluido tradicionalmente, como parte de la técnica policial, tomas del público, previendo que puedan identificarse entre la multitud, personas relacionadas con los hechos o testigos.

Fijación escrita
Consiste en hacer un registro escrito de la forma en que se encuentran las cosas, su ubicación aproximada y aspectos incluso de apreciación. El levantamiento de un acta con una descripción objetiva de lo que se aprecia en cuanto al hecho, las actuaciones que se realizan, por quien y ante quien está exigidas por la legislación (Artículo 136, siguientes y concordantes del C.P.P.) Técnicamente la confección de reportes en formularios previamente diseñados ha sido muy utilizada, pues disminuye omisiones en la información recopilada, siempre y cuando se mantengan ciertas formalidades, el uso de ellos es perfectamente válido en nuestro país.

Tal y como se indicó atrás, se pueden tomar notas con apreciaciones y estimaciones que emergen en el proceso de la investigación. Estas sirven para la confección de informes, las declaraciones posteriores que deba dar el oficial y en general, para recordar detalles que orienten el camino por seguir en el proceso de investigación.

Fijación planimétrica
Otra forma de fijación es el registro mediante un plano del estado de las cosas. Éste complementa, sobre todo, la fotografía, pues agrega varios elementos importantes, entre ellos las dimensiones, trayectorias, disposición de los elementos y su relación.  Este tipo de fijación es de gran importancia durante los procesos, pues aporta con gran objetividad la ubicación y disposición de los elementos que componen la escena. Durante una reconstrucción de hechos, el plano levantado es el punto de partida para verificar lo dicho por los testigos.

Fijación por video grabación
La tecnología ha permitido el uso de otras técnicas para lograr el objetivo que busca la fijación. El elemento visual, el movimiento y la narración se unen en uno solo con el video.

Actualmente, en Costa Rica, se ha convertido en un medio muy preciado por las autoridades judiciales. Sin embargo, es necesario hacer la observación de que hasta hace pocos años han establecido las técnicas de empleo.

Fijación en cinta magnetofónica
Técnicamente este tipo de fijación resulta más práctica que la toma de notas, pues retiene mucha más información. Las descripciones son más completas e incluso, apreciaciones muy particulares sobre los hechos y sus rastros son captadas en el momento, lo que ayuda al oficial a recordar detalles útiles para la preparación del caso, los informes o sus declaraciones posteriores ante los tribunales.

FIJACIÓN INICIAL
Esta fase consiste en hacer constar el estado de las cosas en el momento de iniciar el procesamiento de la escena del crimen. La fijación inicial se debe realizar (en la medida de lo posible) sin mostrar objetos extraños a la escena. Es decir, sin que aparezcan oficiales de policía, público, periodistas u objetos ajenos. Normalmente, el tipo de fijación utilizada en esta fase es la fotográfica, las cintas magnetofónicas y la escrita. Esta fijación se realiza conforme se aproxima a la escena del crimen, previendo que en la incursión se puedan alterar en forma accidental o/ e irremediable algunos elementos.

Conviene iniciarse al hacer la inspección preliminar, pues es de los primeros momentos en que se acomete en la zona. El oficial encargado de realizar la inspección preliminar, puede tomar nota o grabar sus apreciaciones mientras se hace acompañar de otro que tome las fotografías o haga unas tomas en video.

SEÑALIZACIÓN- FIJADO
Una vez localizado cada indicio, se inicia el proceso para registrarlo. Para eso debe asignársele un número que lo acompañará durante todo el proceso. Este número se anota en una tarjeta de cartulina de aproximadamente trece centímetros de ancho por ocho de alto que usualmente lleva la leyenda "INDICIO N°" o "EVIDENCIA N°" También es posible  encontrarla en la leyenda "OBJETO N°" las cuales se utilizan sobre todo para marcar los objetos de los cuales se realizan levantamientos de huellas. Con este número y con indicaciones para resaltar su presencia, tales como flechas, banderolas, siluetas u otras marcas realizadas con tiza, crayón, marcador o cinta adhesiva de color, nuevamente se fijan con fotografía y vídeo, y se dejan plasmados en el croquis y por escrito.

La señalización adicional para resaltar la presencia y posición de los objetos a la que se hace mención, conviene que permanezca en la escena por el tiempo que sea necesario, pues sirve para orientar a investigadores, y autoridades que requieran analizar la escena del crimen posterior a su levantamiento. Estas marcas confirman la ubicación de algunos elementos en caso de reconstrucción.

En algunos países se acostumbra dejar marcada la silueta en el sitio donde se encontraba la víctima utilizando cinta "masking tape". Dentro de estos elementos se encuentran unas flechas de madera pintadas de color blanco con bordes negros. Algunas se fabrican con un forro de melanina donde con marcadores de agua se hacen anotaciones para ilustrar mejor la fotografía.

Los lofoscopistas también utilizan flechas similares pero minúsculas que no miden más de treinta y cinco milímetros de largo por ocho o diez milímetros de ancho, para numerar cada una de las huellas. Estas flechas son autoadhesivas lo que facilita su aplicación. Se recomienda que al aplicar la cinta de levantamiento sobre la huella, se haga también sobre esta flecha para que se adhiera de manera que la flecha numerada acompañe a la huella en la tarjeta. Esto contribuye a disminuir el margen de error en la numeración de huellas.

Fuente: Curso de administración y procesamiento de la escena del crimen. Versión preliminar.

Impartido en la Escuela Judicial, año 1999. Pág 38.

Con respecto a los anteriores tipos de fijación, resulta de mucha importancia exponer los puntos de vista de Campos, F. (2002:35), los cuales a continuación se detallan:

En relación con la fijación por medio de video, considero importante mencionar que podría derivarse algún conflicto si no se documenta claramente mediante actas de cronología de la manipulación y edición que de la filmación original (casette) realicen los investigadores.

El soporte físico de la filmación, es en sí mismo también una evidencia, por lo que debe ser manipulado correctamente como cualquier otra prueba.

Todo deber` quedar registrado expresa y ampliamente en la correspondiente acta, porque a través de la edición cabe la posibilidad de cercenar en forma maliciosa o accidental, hechos que eventualmente comprometan una investigación y que son de importancia para la trasparencia del proceso. A través de las actas se podrá corroborar la puridad de los procedimientos y de todos los criterios técnicos que se siguieron en la edición final del video filmación, lo mismo que el nombre de las personas que participaron en tal diligencia.

Además, las partes tienen con dicha constatación la posibilidad de establecer algún cuestionamiento sobre la administración del escenario del delito, como por ejemplo, que en el video original se evidencie que el lugar del crimen no está acordonado debidamente, y/o que dentro del sitio caminaban muchas personas u otras ajenas a la investigación.

Idéntico cuestionamiento pueden extenderse a la fijación fotográfica, por lo que debe quedar claramente detallada la totalidad de la secuencia fotográfica (el día, la hora, el lugar, etc., en que fueron hechas las imágenes), para evitar así cualquier cuestionamiento acerca de la veracidad de las mismas. Concluye el citado autor que esta fase que se analiza, es sumamente importante, para el momento en que se proceda a la valoración de la prueba, porque existe la posibilidad  de desvirtuar una investigación o un testimonio si existen contradicciones entre lo fijado o lo descrito en el informe policial, y/o lo relatado por el testigo sobre dicha prueba; sin embargo esta etapa puede ser de gran valía si todo coincide plenamente, para así resaltar la credibilidad o confianza sobre la prueba que interese.

En el numeral 186 del Código Procesal Penal, se regula la fijación, en los siguientes términos:

Artículo 186.- Acta

"De la diligencia de inspección y registro, se levantará un acta que describirá, detalladamente, el estado de las cosas y las personas y, cuando sea posible, se recogerán

o se conservarán los elementos probatorios útiles. Si el hecho no dejó rastros, ni produjo efectos materiales o si estos desaparecieron o fueron alterados, el encargado de la diligencia describirá el estado existente y, en lo posible, verificará el anterior. En caso de desaparición o alteración, averiguará y hará constar el modo, el tiempo y la causa que la provocó."

 La prueba documental (acta) es muy importante para determinar la técnica que se utilizó en la etapa de recolección, fijación y embalaje e identificarse si hubo o no algún vicio o irregularidad, de manera que se tenga la posibilidad  de cuestionar la cadena de custodia de la prueba. Además dicha acta acreditará la identidad, cantidad y calidad del indicio material recolectado en el sitio del suceso y que es el mismo que se incorporó como prueba ante las autoridades judiciales.

* Recolección de los indicios

Para Arburola, A. (1992:45) esta técnica tiene aplicación práctica después que el sitio del suceso ha sido estudiado y fijado. Posteriormente de realizar un examen meticuloso y una selección previa de todos los indicios, se procede al levantamiento utilizando las técnicas que correspondan, se embalan y se etiquetan enviándose al Laboratorio de criminalística.

Según Badilla, J. (1999:41) los métodos de recolección de indicios están dados según las características de cada uno, pero hay aspectos generales que comparten todos los indicios.

Los instrumentos para cada uno de los indicios son determinados por el respectivo laboratorio que siguiendo las recomendaciones criminalísticas tradicionales y su propia experiencia, definen éstos, así como el procedimiento por seguir.

Por otro lado Campos, F. (2002:37)  indica que debe tenerse en cuenta que para cada evidencia hay una técnica científica específica, que evita la destrucción o alteración del indicio y que por ende resguarda la confianza en la información que del mismo desea extraerse. Dominar los diversos tipos de técnicas y saber en qué momento deben aplicarse 

es fundamental frente a  cualquier investigación policial, ya que se pretende reconstruir un hecho sucedido con anterioridad, con el fin de determinar una eventual responsabilidad de carácter penal. Es importante mencionar que la construcción de la cadena de custodia no se limita a los indicios probatorios recopilados en el propio escenario del delito comprendido éste en estricto sentido, sino que la recolección también debe ser controlada en relación con aquellos que sean decomisados al propio imputado, cuando los porte consigo, o igualmente, cuando se trata de muestras o fluidos tomados directamente del cuerpo del mismo imputado (siempre y cuando se respete su pudor), tales como elementos pilosos, sangre y semen.

Por otra parte, los elementos indiciarios ya recolectados, deben ser clasificados e individualizados cuidadosamente, así como inventariados científicamente, ya que de esta manera hay un control sobre cada uno de ellos por separado y se evita que se confundan entre sí, adquiriendo con este procedimiento mayor credibilidad y confianza cuando sean valorados en relación con el hecho que se pretende probar.

En relación con la anterior posición del citado autor, es importante señalar que la recolección de prueba en el imputado es un acto coactivo porque es objeto de prueba y además se disponen de dos medios de prueba para la recolección como lo son la inspección corporal y la requisa.

* Embalaje de la evidencia

Para Badilla, J. (1999:41) e l embalaje procura garantizar o  asegurar que e l indicio no sea objeto de sustituciones (intencionadas o accidentales). Por esa razón, además de un empaque que garantice la integridad del indicio, se agregan el sellado y el etiquetado. El sellado garantiza, o por lo menos aumenta la probabilidad, de detectar el acceso al indicio, de personas ajenas a su manejo. Se requiere que éste deje marcas cuando es removido, es decir, que no sea fácil de quitar y colocar de nuevo sin que se refleje esta acción. Para esos efectos también es conveniente anotar sobre él y parte del contenedor, las iniciales o nombre del recolector, fecha u otros datos. En la práctica, cada vez que un indicio debe ser examinado, los sellos son rotos y se hace constancia de esto en un documento. Podría ser quizás más efectivo, nunca romper los sellos, sino proceder a la apertura del contenedor por otro sitio y una vez finalizado el estudio, introducirlo por allí y colocar un nuevo sello en ese sector con los datos de quien realizó su manejo. El etiquetado pretende garantizar la identificación del indicio, de manera que se tenga certeza de que no corresponde a otro. Hay diversos tipos de etiquetas, pero, en general, se puede decir que algunas destacan su naturaleza de indicio, "Cuidado evidencia policial" "Peligro arma de fuego cargada", etc. y otras lo identifican cadena de custodia, "Evidencia Policial No.", etc.

Por otro lado Arburola, A. (1992:46) señala que el embalaje es aquella maniobra que se realiza para guardar, inmovilizar y lograr la protección del indicio.

En el manual de recolección de indicios del Departamento de Ciencias Forenses del Poder Judicial de Costa Rica, (2004:3) se encuentran algunos aspectos de importancia de la temática en estudio, los cuales se exponen a continuación:

“Criminalísticamente se entiende por embalaje "la maniobra que se hace para guardar, inmovilizar, proteger y preservar un indicio, dentro del algún recipiente protector". El fin primordial del embalaje es individualizar y garantizar la integridad del elemento probatorio material y una vez que se procedió a su respectivo levantamiento se protege en recipiente adecuado para evitar algún tipo de contaminación o alteración, de manera que los resultados que se obtengan de los mismos no puedan ser objeto de algún tipo de cuestionamiento.”
 El embalaje presenta la siguiente estructura:

a)    Embalaje interno: tiene como objetivo que el indicio material no sea objeto de algún tipo de contaminación, pérdida, alteración de sus características las cuales van a ser objeto de análisis pericial.

b)    Embalaje externo: se le denomina embalaje final el cual debe estar sellado o lacrado para que constituya una garantía de la integridad legal de la evidencia física (indicio).Ver figura adjunta
Fuente: Manual de recolección de indicios. Pág 4.
Otro aspecto de gran importancia en el embalaje, es que debe adherirse al mismo por medio del uso de cinta adhesiva o un cordón de manila (con nudos atados en forma segura para evitar su fácil remoción) cuando el tamaño del indicio resulta incómodo, la llamadaboleta de cadena de custodia, en donde debe quedar consignado el nombre y la firma de cada uno de los que tuvieron contacto (en los distintos procedimientos)  con el indicio material, además la hora, fecha, el número único, nombre del despacho judicial, así como una descripción breve de la evidencia física. Ver figura adjunta.
Fuente: Manual de recolección de indicios. Pág 10.
Por otra parte debe tenerse presente que cada boleta de cadena de custodia debe ir adherida en forma separada en cada uno de los indicios recolectados en el sitio del suceso.

c) Lacrado o sellado: es la operación de sellado del embalaje externo. Es importante el uso de una cinta adhesiva de manera que se pueda realizar escritura sobre la misma.

La cinta debe ser colocada en cada una de las aberturas del recipiente, sea caja, bolsa, sobre, entre otros.

En la cinta que se hace mención, se escribe el nombre de la persona que se encargó de realizar el levantamiento del indicio material. Es importante que la escritura abarque tanto la cinta como la estructura del recipiente protector y demás para efectos de seguridad que el empaque no sea violentado, se debe colocar un trozo de cinta adhesiva transparente como medio de protección de la mencionada escritura.

d)  Etiquetado: por medio de este procedimiento se logra identificar e individualizar

el indicio material.

e)  Bolsas de evidencia: son bolsas plásticas con cadena de custodia impresa.

Ver figura adjunta.
Fuente: Manual de recolección de indicios. Pág 4.
Finalmente Campos, F. (2002:40) considera que el embalaje tiene como fin  primordial:

“Individualizar y garantizar la integridad sustancial del elemento probatorio, motivo por el cual debe ser de tal calidad que evite su alteración o destrucción, ya sea por la manipulación natural de la cual es objeto, o bien por las condiciones de temperatura y humedad que puedan afectar o alterar las cualidades del contenido. También, el embalaje tiene como objetivo evitar que terceras personas puedan alterar o sustituir su contenido. El embalaje está integrado por el empaque, el sellado y el etiquetado. En consecuencia, cualquiera de los tres que sea inconsistente probablemente aquejaría la totalidad del embalaje y la confianza absoluta que se requiere, pudiendo afectarse la identidad del indicio que se protege.”
Este procedimiento de embalaje, se encuentra regulado en el numeral  9 de la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial (O.I.J) que dice:

“El Organismo dejará constancia de las cosas, hechos o circunstancias de interés en la investigación, por medio de memorias, informes, diseños y cualesquiera otros medios científicos, tales como fotografías, fotocopias, cintas magnetofónicas, diagramas, planos, etc. Los elementos de prueba así obtenidos deberán ser individualizados y asegurados, para efectos de garantizar la veracidad de los que hacen constar, por medio de una razón que indique lugar, día, hora y  circunstancias en que se obtuvo, firmada por el funcionario o funcionarios responsable de su obtención y debidamente sellada.  En casos especiales, serán además asegurados con lacre.”
El procedimiento que se describe en la anterior norma es el de cadena de custodia de la prueba que se aplica en sede policial, sin embargo su aplicación debería ser obligatoria en sede judicial, con la finalidad de resguardar la veracidad de la evidencia física y así verificar el "rastro legal" en las diversas dependencias por donde la evidencia física ha sido manipulada y trasladada, por medio de las razones de recibido con indicación de lugar, día, hora y año, así como su naturaleza, peso y cantidad. Lo anterior evitará algún tipo de cuestionamiento en la ejecución de la cadena de custodia de la prueba, en consecuencia la garantía de legitimidad será fehaciente.

f) Transporte y entrega de la evidencia

Badilla, J. (1999:42) considera que el trasporte corresponde al traslado del indicio del sitio de hallazgo hasta su destino.

“Para esos efectos debe tomarse en consideración los mismos peligros señalados durante la recolección. Se incluye el ambiente, temperatura, presión, movimiento, etc. Se agrega la duración, que en muchas ocasiones debido a su extensión produce la destrucción del indicio. Por ejemplo, los cuerpos son trasladados durante muchas horas en vehículos no apropiados y cambian su naturaleza al entrar en estado de putrefacción. La entrega controlada se inicia desde el momento en que el recolector se desprende por primera vez del indicio y lo deja en custodia de otra persona. Para garantizar que el mismo no sea sustituido y que, pese a entrar debidamente empacado y sellado, su posesión ha sido controlada, deben de anotarse en un registro donde conste el personal que lo ha custodiado o haya tenido contacto con él.  Para lo anterior, se usa algunas veces la etiqueta de cadena de custodia(Ver figura adjunta) donde se anotan los datos de quien la entrega y la recibe, con fecha y hora.”
* Análisis pericial

Todos aquellos indicios materiales encontrados en el lugar de los hechos que requieran de interpretación pericial-probatoria para el descubrimiento de la verdad procesal, son enviados al Laboratorio.
básicamente el Manual de recolección de Indicios del Departamento Forense Indicios de OIJ, como se manifestó supra, únicamente ofrece los pasos a seguir, sobre la base de ciertos artículos del Código Procesal Penal costarricense y alguna doctrina, que se usa como ejemplo, de cómo hacer respetar ciertos reglamentos de los procedimientos, que aquí analizamos.

Igual que en otros manuales que estudiamos, hay mucha ambigüedad y descoordinación en el material, que hay que tomar como reglamento, no guarda la formalidad apropiada, para responsabilizar, ni al Ministerio Público, ni a los tribunales, ni a la policía judicial, y menos a los demás cuerpos policiales, que existen en este país.

Hay que analizar el aparente hecho de que en la indagación judicial los sujetos intervinientes en el manejo de la evidencia no quieran respetar en forma dolosa o imprudente los procedimientos técnicos determinados, encontraremos, entonces, ante una actividad procesal defectuosa (arts. 175 y ss. Código Procesal Penal, cuya consecuencia procesal inmediata sería la transformación de esas evidencias probatorias en prueba ilícita o espuria por la existencia de un defecto absoluto. 
II.-12-. No hay un control estricto.

Este vicio no requiere de la censura antepuesta y puede ser alegada válidamente en cualquier momento, por tratarse de una lesión a la garantía constitucional del imputado como lo es el principio constitucional del Debido Proceso, que bajo el supuesto de ser irrespetado en cualquier momento del proceso y no advertido debidamente, estaría aún inclusive sujeto al control por la vía del recurso de casación ya que es insubsanable.

En Costa Rica, las instancias judiciales, no le han brindado la sobresaliente relevancia al control y procedimiento científico que se le debe dar a la evidencia recopilada durante la indagación y que es presentada ulteriormente en un proceso, excluyéndose en muchos casos que no basta el testimonio de alguna persona para garantizar el respeto procesal y científico en el manejo de la evidencia, sino que resulta necesario analizar con detenimiento el registro documental de la existencia de una custodia clara que determine el iter;  segando por los indicios en el desarrollo del proceso, desde el momento en que son localizados en el contexto del crimen u otro lugar relacionado con el hecho, hasta que son presentados en un eventual juicio.

La Policía Judicial, bajo la “fiscalización” del Ministerio Público, es el ente encargado del procesamiento material y técnico-científico del sitio donde se verificó el hecho delictivo, su labor consiste específicamente en la búsqueda y la conservación de los elementos de interés probatorio.  
La contribución de los Fiscales del Ministerio Público en el lugar del crimen, consiste en fiscalizar la autenticidad de los procedimientos técnicos utilizados por la policía judicial en la recolección  y administración de la evidencia, pero esto no significa que tengan a su cargo el levantamiento material de los mismos, que corresponde a la policía judicial.

Hay muchas fallas en la dirección de los Fiscales y que se debe al monstruoso trabajo que llevan a cabo los Fiscales y sus auxiliares, por la demanda de servicios en este sentido, y que todo el Cuerpo de la Fiscalía General, no da abasto para cumplir con todo el trabajo que hay; pero también es cierto que no hay una institución avocada al control científico y bien administrado de la prueba, hace falta legislar al respecto y preparar personal para dicho trabajo, que tiene demasiada relevancia dentro del proceso central, que conlleva demasiada responsabilidad.

Esta atribución de los oficiales o policías del Organismo de Investigación Judicial (OIJ), se deriva del artículo 283 del CPP y de los numerales 3; 4 incisos 2), 4), 5); 5 y 9 de la Ley Orgánica del OIJ. De la misma manera, en la Circular No. 17-98 impartida por la Fiscalía General de la República y denominada "Instrucciones para la Aplicación de la Dirección Funcional", concretamente en el artículo 24, se estipula obligatoriamente que el OIJ es quien estará a cargo de "la fijación, levantamiento, embalaje, etiquetado y transporte ", de las evidencias recolectadas. 
Lo anterior, comprende una directriz administrativa de relevancia jurídica para la policía judicial, siendo la complexión de la cadena de custodia de la realidad una ordenanza funcional de tipo imperioso y no potestativo. Y no es potestativo, porque no se origina en una estructura normativa, emanada del Órgano productor de leyes, de tal forma, que la ordenanza para que el OIJ, realice, estas actividades jurídicas, no son formales.  
II.-13-.No hay sanciones en la realidad, por mal manipuleo.

En el sistema penal costarricense se contemplan estipuladas como delictivas y con una sanción privativa de libertad, aquellas acciones que violen -con dolo o culpa- la custodia de cosas destinadas a servir de medios probatorios, no obstante lo anterior, en la práctica es una acción típica poco recurrida por los Fiscales encargados de ejercer la acción penal, sin que ello signifique que en la práctica no se sepa que se presenten situaciones irregulares dentro de los diversos procesos penales que ameritan una investigación en ese sentido.

La jurisprudencia de la Sala de casación penal de nuestro país, ha establecido desde hace mucho tiempo la necesidad e importancia de resguardar la pureza de la evidencia en el procedimiento, pero es hasta el año de 1992 -con el divulgado Voto 368-F- de las 8:55 horas del 14 de agosto- que dicha cámara de jueces desarrolló con mayor precisión y amplitud el tema de la cadena de custodia de la prueba, estableciéndose a partir de dicha resolución muy claramente las fases que debían de respetarse en la manipulación del material probatorio.

No obstante, y pese a que se sabe que ha habido actos que violan la Cadena de Custodia de la Prueba, o Evidencia, no se han tomado las medidas formales, para evitarlo y para constituir un órgano especializado, con los profesionales necesarios y responsables de esta actividad.
II.-14-.Recolección de los indicios:
Esta fase, requiere mucha atención, porque adquieren preeminencia la capacitación y los conocimientos técnicos de las personas encargadas de recolectar indicios, ya que de la profesionalidad  y cuidado con que se actúe dependen las posibilidades de alteración de la misma, de tal forma que hará falta un control estricto sistémico y administrativo.

De tal manera que para cada evidencia debe de haber una técnica científica específica que evita la destrucción o alteración del indicio y que por ende así se resguarda la confianza en la información que del mismo desea extraerse. Dominar los diversos tipos de técnica y saber en qué momento deben aplicarse es fundamental en cualquier investigación policial, ya que se pretende reconstruir un hecho social sucedido con anterioridad con el fin de determinar una eventual responsabilidad de carácter penal. 
  De igual manera, existe un Laboratorio Forense especializado para el análisis de cada tipo de evidencia, que es responsable de dar expreso detalle de las condiciones y el estado en que se reciben los indicios levantados, razón por la cual es relevante poner exclusiva vigilancia a esta descripción, porque eventualmente ahí se podrían dilucidar vicios en la técnica de búsqueda de los indicios que afecten la validez probatoria de los mismos.

Entiéndase que la construcción de la cadena de custodia no se limita a los indicios recopilados en el escenario del delito -comprendido en estricto sentido-, sino que también la recolección debe ser vigilada, contar con un control estricto, en relación con indicios que se decomisen en otros lugares, como por ejemplo al propio imputado cuando los porte consigo también cuando se trata de muestras o fluido emanados directamente del cuerpo del propio imputado (siempre y cuando se respete su pudor), tales como elementos pilosos, sangre o semen.

II.-15-.Realizar inventario de las evidencias.

Tales indicios ya recolectados deben ser clasificados e individualizados esmeradamente, es decir inventariados científicamente, ya que de esta manera no sólo se controla cada uno por separado sino que también se evita que se confundan entre sí, obteniendo mayor credibilidad y confianza cuando se valoren en relación con el objeto que se pretende probar.

Como epílogo a la recolección de los indicios, se entiende que no existe norma legal alguna que la legitime; se habla aquí, concretamente a la llamada "prueba de campo" que se realiza en la mayoría de los decomiso de supuesta droga con el fin de determinar con anticipación,  si se trata o no de un psicotrópico. 
Además de ilegítima, debe tomarse en cuenta que casi siempre -por la naturaleza de lo decomisado, por ejemplo- la supuesta droga viene dentro de resistentes envoltorios que son destruidos -o alterados- sin el debido cuidado con el fin de realizar la mencionada prueba de campo, empaques estos que íntegros podrían resultar de importancia para la investigación. 
Hay que tomar encuenta también, que toda técnica científica utilizada en la investigación debe ajustarse a lo que la Ley Formal autoriza, pero en el caso de la prueba de campo no hay norma legal expresa o tácita que legitime a las autoridades de investigación a manipular o intervenir los indicios materiales una vez localizados y menos de esa manera, razón por la cual me parece que la posición de la jurisprudencia en relación con esta técnica es desatinada desprotegiendo lo puro de éste tipo de indicio y avalando una práctica imprudente. 
Entonces se debe entender que desde la perspectiva del derecho a la presunción de inocencia resulta difícilmente admisible dicha excepción, pues la misma se basa en simples conjeturas o hipótesis, esto es, en lo que pudo haber pasado pero que no pasó en la realidad; todas estas acciones hay que tomarlas en cuenta, para proponer reformas adecuadas y pertinentes, ya que hace falta la formalidad jurídica en todo esto.
La presunción de inocencia sólo puede ser desvirtuada sobre la base de datos que resulten plenamente acreditados y obtenidos de forma lícita, y la excepción del descubrimiento inevitable autoriza la utilización y aprovechamiento probatorio de elementos probatorios obtenidos con violación de derechos fundamentales sobre la base de que pudieron obtenerse de forma lícita, pero que en la realidad se alcanzaron vulnerando derechos fundamentales; y eso en Costa Rica, no está contemplado en ninguna ley procesal penal, ni de ningún otro tipo en el Ordenamiento Jurídico nacional. 

Como se menciona arriba, en la comparación de derechos sabemos que en algunos estados de Estados Unidos, se permite este tipo de procedimientos, con el objetivo de llegar a una verdad, que será avalada por un tribunal, específicamente un Juez, pero esto convierte la prueba en espuria, y como dijimos, es una prueba viciada, y no servirá en el proceso penal costarricense. La Cadena de Custodia de la Prueba, puede prestarse para múltiples manipuleos y vicios, que deteriorarían, muchos institutos fundamentales, para que se produzca el Debido Proceso.

La forma de evitar estos males en los procedimientos, es instaurar un sistema organizado y administrativo de corte científico, donde haya control instituido y que solamente los capacitados profesionalmente, puedan ser responsables y obligados, de administrar la Cadena de Custodia de la Prueba, o evidencia. 

II.-16-. Teoría del delito:

Para orientar mejor la idea de todos los requisitos que se deben cumplir con lo predispuesto en el Ordenamiento Jurídico respecto a la Cadena de Custodia de la Prueba, es relevante analizar el significado de la teoría del delito, para que todo este trabajo encaje y tenga su alcance de la idea fundamental de la teoría establecida en esta investigación, y determinar si la hipótesis está resuelta o no en forma consistente, hermenéutica y sistémicamente, de la misma averiguación que se ha realizado. 

El Discernimiento epistemológico  del Derecho Penal debería maniobrar como impedimento de corrientes violentas e incoherentes, incluso ideológicas, del cuerpo de policía, para evitar que aneguen al sistema de derecho, que ha tenido una evolución a través de la historia humana, para  bienestar de las sociedades diversas del mundo. 
Sin embargo, como las corrientes prácticas, del estado de policía se hallan en un nivel superior respecto del plano del estado de Derecho, éste permanece constantemente amenazado por el volumen de esos afluentes que proceden y se originan en los cuerpos policiales que tiende a sobrepasar los límites que tiene un sistema estructurado para ciertas funciones, que son delicadas, por sus efectos jurídicos y el grado de objetividad formal, que deberían cumplir y hacer cumplir. 
No se puede dejar de lado, que el Derecho no nace de un azar, a la deriva de la ciencia y sin la colaboración e integridad de otras disciplinas científicas, necesarias y de igual relevancia, que el mismo Derecho. De tal forma que debemos entender que el Derecho como un sistema jurídico que ha evolucionado en la historia, tiene como función evitar el desnivel, que puede desbordar esos flujos peligrosos, pero al mismo tiempo, el Derecho está llamado a impedir los exabruptos que pueden surgir de esos afluentes tan enorme que provoque una explosión inadecuada e imprecisa; y eso se produce, constantemente en el descontrol de la Cadena de Custodia de la Prueba. 
Para ello el Derecho debe operar selectivamente, destilando únicamente los actos que no estén contaminados, viciados y que no presenten peligro para los niveles del Debido Proceso, que espera únicamente los movimientos técnicos, que forman parte de un grupo de procedimientos, sin manipuleo, ni intromisiones deliberadas, que pueden estropear el proceso completo,  de tal forma que únicamente el Derecho, como instrumento de un intervencionismo apropiado y eficaz del Estado puede contener las influencias negativas, para depurar los procedimientos y mantener limpio el proceso general penal.  
Esta metáfora, que significa que no se debe permitir  la turbulencia, el vicio, la ilicitud en la Cadena de Custodia de la Prueba, debe ser válido para todo el sistema judicial, poniendo en práctica un complejo sistema de compuertas, que impidan el derrumbe de la principal contención, que es el sistema legal, el Derecho en sí y toda la legislación, que ha nacido para darle alma a ese sistema. 
Para el caso de que se produjera esta amenaza, que el Derecho disponga de otras posibilidades y alternativas, que reaseguren el sistema completo. De tal forma que, si el poder punitivo ejerce su violencia selectivamente, la del impedimento reductor que debe oponerle el Derecho penal también deba ser selectiva, sólida, efectiva, organizada y científica. Eso permitirá control de buena administración organizada. 

Esta predisposición del Derecho penal debe ser de signo opuesto a la del poder punitivo, pues desde la perspectiva de éste debe configurar una elección de elementos, que no ensucien, que no vicien, ni una sola parte de los procedimientos, ni del proceso general. En principio debe enfrentarse acciones y movimientos que quieran sobresaltar los límites del Sistema de Derecho, como poder punitivo habilitado por las leyes con función punitiva latente o eventualmente latente, al que debe oponer toda su resistencia. 

Sin perder de vista este poder punitivo que facultan al Ordenamiento Jurídico con función punitiva manifiesta, que es menos irracional y que presiona para traspasar los límites de los cuales debemos tener cuidado, el Derecho no puede limitarlo completamente, aunque deba agotar sus esfuerzos para dejarlo funcionar solo cuando haya tenido el control organizado de los diversas circunstancias procesales decidiendo su aprobación y valoración en un momento preciso, para lograr tener una buena decisión con la sentencia y en ellos haya probado legalmente que se da el supuesto en que la racionalidad del poder esta menos comprometida. 
En este proceso o itinerario del poder punitivo a través del juego de limitaciones penales, coinciden la estructura del Derecho Penal con la del Derecho Procesal penal, para hacer que las mismas solo puedan ser soslayadas por el poder punitivo que presente menores características de irracionalidad. 
Toda esta visión conducirá a que haya prudencia en la instauración de un nuevo sistema, no solo policial, sino también del Ministerio Público, que es el supuesto rector de toda esta actividad, tan fundamental para el proceso penal y que depende en gran medida de la Cadena de Custodia y control, administración científica de la prueba, o evidencia; que está en manos y en la visión técnica, que debería ser profesional, de la policía judicial, o del Ministerio Público.
II.-17-. Debe haber limitaciones selectivas.

En el momento de llegar al proceso, en donde se debe demostrar, que lo que se dice es la verdad, hace falta convencer al Juez o Tribunal y es entonces cuando  se llega a la criminalización secundaria formal de una persona, quien se supone ha cometido un hecho delictivo, (en términos sociológicos), pero en términos jurídico-penales esto presupone dos grandes divisiones de limitaciones selectivas: 
(a) un primer orden de estas sirve para verificar si están dados los presupuestos que se requieren en la agenda judicial una respuesta que habilita el ejercicio del poder punitivo; significa que todos los procedimientos de la prueba, estén organizadamente en el orden que indica la normativa de proceso penal; y   
(b) dados esos presupuestos, un segundo sistema pregunta cómo debe responder la agencia jurídica (la Policía; el Ministerio Público) a ese requerimiento, y a la vez todo el sistema jurídico. Al primer sistema se lo denomina usualmente teoría del delito; que es donde caben todos los procedimientos de la Cadena de Custodia de la Prueba o evidencia, y la segundo teoría de la pena, que cabe entender más precisamente como teoría de la responsabilidad penal o punitiva de la agencia jurídica. 
 Cabe un análisis de la teoría del delito, partiendo de la muy general aproximación que lo entiende como una acción típica, antijurídica y culpable. Se dice que esta es una definición formal a la que se oponen definiciones materiales y hasta se toma partido por una u otras. 
Extrañamente, por la carencia de una normativa específica para organizar científicamente la Cadena de Custodia de la prueba o evidencia, es que se hace un llamado de atención, para que se instaure un instituto específico al respecto y que llene ese vacío normativo, sobre dicho sistema, para evitar múltiples conflictos, que pueden surgir de los yerros y dificultades, que presenta el actual sistema. 
No parece tratarse de una distinción fecunda, pues en definitiva lo que se descubre en el fondo son conceptos diversos, que se originan de los particulares intereses de cada disciplina o de cada sector especializado y que, en la medida en que integren un saber racional, no deben ser incompatibles; esta integridad, es lo que propondría la idea de organizar administrativamente y científicamente un sistema mejor concebido jurídicamente.
Como lo dice Zaffaroni Argentina 2002, “La denominada definición jurídico-penal de delito es tan material como las restantes y no debe ignorar que (a) desde lo sociológico, delito es un adjetivo en ropas de sustantivo, que produce los efectos de su atuendo; (b) desde lo político, es lo que el poder adjetiva como tal y sus agendas ejecutivas usan para seleccionar a algunas personas respecto de las que se sustantiviza; (c) pero desde el poder jurídico es lo que mínimamente debe declararse  probado a medias en un procesamiento y plenamente en una sentencia, para que las agencias judiciales puedan hallarse ante la eventual responsabilidad de habilitar la continuación de una cierta forma y medida de poder punitivo.

La teoría del delito, como sistema de filtros que permiten abrir sucesivos interrogantes acerca de una respuesta habilitante de poder punitivo por parte de las agencias jurídicas, constituye la más importante concreción de la función del derecho penal en cuanto al poder punitivo (negativo o represivo) habilitado por las leyes penales manifiestas. Por ello, la elaboración dogmático-jurídica ha alcanzado en este punto su desarrollo más fino, quizá a veces sobredimensionado en relación al resto del derecho penal. El fenómeno se explica mas cercanamente porque su elaboración en la modalidad actual comenzó en el siglo XIX, con autores que presuponían la existencia de un Estado racional (de un legislador racional) y que ni siquiera planteaban la subsistencia del estado de policía bajo múltiples caratulas (como Binding, Merkel y los hegelianos)3, siendo natural que dedicasen su esfuerzo a perfeccionar los requisitos de operatividad de un poder que consideraban siempre o en sustancia racional. Favoreció mucho su desarrollo la función pragmática que se le atribuyo, consistente en clasificar de modo razonable los caracteres para ofrecer un modelo de análisis que facilite el entrenamiento (enseñanza del derecho) y el ejercicio de la actividad jurídica (decisión de casos). La función pragmática (enseñanza y decisión) potencio el desarrollo teórico del delito, porque ella misma cobro particular importancia cuando la tarea fue encomendada a agencias burocratizadas y verticalizadas, a las que se accedía después de un largo entrenamiento académico 4, y que eran propias de un estado legal de derecho, pero no de un estado constitucional de derecho, pues no ejercían el control de constitucionalidad de las leyes ni entrenaban para ello5. El privilegio de la función pragmática de la teoría del delito favoreció el desarrollo de las sistemáticas clasificatorias, es decir, que acentuaban la distinción y combinación de caracteres y elementos, pero sin derivar la sistemática de una teoría de la pena o del derecho penal a la que fuese funcional, manteniendo una vaga teoría disuasiva (preventiva) de la pena, solo para sostener la función motivadora de las normas y construir un discurso jurídico penal (un derecho penal) que le asignase al poder punitivo una función supuestamente tutelar que lo legitimase6. (ZAFFARONI Raúl Eugenio, “Derecho Penal Parte General,” SOCIEDAD ANONIMA EDITORA, COMERCIAL, INDUSTRIAL Y FINANCIERA, Argentina, 2002, pp. 372 ss.).
Raúl Eugenio Zaffaroni ha sido Profesor Titular y Director del Departamento de Derecho Penal y Criminología de la Universidad de Buenos Aires Dr. en Ciencias Jurídicas y Sociales Dr. h. c. por la Universidade do Estado do Rio do Janeiro  Vicepresidente de la Asociación Internacional de Derecho Penal; y Magistrado de la Corte Suprema de Justicia de Argentina. (Nota del autor de la tesis, Costa Rica, agosto 2014).
II.-18-. Necesidad de un sistema…
El Doctor Zaffaroni considera que 1. “Dentro de! esquema tradicional de legitimación del poder punitivo se puso en duda y se negó la necesidad de un sistema, con distintos argumentos y finalidades7. En este aspecto se confundieron las críticas al método dogmatico con las dirigidas solo contra algunas construcciones del sistema del delito dentro del derecho penal.   Las objeciones a la dogmatica jurídica, en especial en el derecho penal y, en particular, en la teoría del delito, fundada en que esta no ha cumplido sus promesas de proveer seguridad y previsibilidad en las decisiones L\ tiene mucha mayor consistencia y vigencia que las restantes, puesto que en buena medida puede afirmarse que (a) la dogmatica facilito la racionalización del poder punitivo y no cuestionó su función, como también que (b) la pluralidad de teorías que admite en su seno permite sostener soluciones dispares y, por ende, proceder en forma arbitraria. Además, como se ha dicho, el mito del legislador racional '6 le resto fuerza cuestionadora e impulso su función legitimamente de mera racionalización. Estas objeciones no pueden obviarse fácilmente y, por ello, se hace necesario responder a un interrogante fundamental a su respecto: cube preguntar si una metodología que ha permitido la racionalización del poder punitivo puede ser útil para su contención, a la hora de replantear el derecho penal liberal desde una teoría agnóstica de la pena.
4. El desarrollo conceptual de la teoría del delito, especialmente en lengua alemana, constituye un esfuerzo de razonamiento y búsqueda muy particular en el campo jurídico. Muestra casi todas las posibilidades de construcción sistemática y sus fundamentos filosóficos. Rechazar esa experiencia, con el consiguiente esfuerzo intelectual y el entrenamiento secular que implica, cuando se intenta reprender la tarea constructiva de un derecho penal exclusivamente reductor del poder punitivo, no solo importaría un dispendio omnipotente condenado al fracaso, sino que llevaría a plantear insensateces intuicionistas condenables por vía del absurdo. El derecho penal reductor, construido sin el auxilio de la metodología de la dogmatica jurídico-penal, quedaría convertido en un discurso político jurídicamente hueco. Si se entiende que la tarea del derecho penal es de contención y filtro de la irracionalidad y la violencia, las compuertas del dique penal deben funcionar inteligentemente. No se trata de que pase cualquier agua ni en cualquier forma, sino que su cantidad, calidad y forma de paso deben ser predeterminadas. El poder punitivo es un hecho político de fuerza irracional, y el derecho penal debe ceder solo a la parte de este que menos comprometa la racionalidad: la selección penal debe ser racional para compensar, hasta donde pueda, la violencia selectiva del poder punitivo. De dos selecciones irracionales solo podría resultar la suma o la potenciación de sus irracionalidades. Las compuertas no pueden operar esta selección inteligente si no se combinan en forma de sistema, entendido (ante la equivocidad contemporánea del vocablo) en su significado kantiano, o sea, como la unidad de diversos conocimientos bajo una idea, en forma que a priori se reconozca el ámbito de sus componentes y los lugares de las partes.
5. Para ello es necesario reconocer que si bien es verdad que la sistemática del delito puede construirse solo como un instrumento clasificatorio o pragmático, que renuncia a toda indagación de su funcionalidad respecto del poder punitivo, con lo que queda en un puro análisis de la ley que se desentiende de la formación en el marco del estado y del poder, no es menos cierto que también tiene capacidad para asumir y remarcar en forma manifiesta esta funcionalidad y, por ende, para construir un sistema en atención a ella. Una sistemática del delito que opta por la primera alternativa, esto es, desentendida de su funcionalidad para el poder, solo es una teoría a medias, que tiende al aislamiento enquistante y se desvincula del mismo derecho penal, reduciéndose a su tarea de facilitación del entrenamiento y la decisión de casos en un tablero de ajedrez supuestamente jurídico. En definitiva, es una forma de quebrar la unidad teorica del derecho penal, limitándose a indicar a los operadores jurídicos como deben decidir los casos, pero callando el sentido de esas decisiones, pese a que se sabe que estas siempre tienen un significado en clave de poder. La dogmatica nunca puede prescindir de una decisión previa y extralegal que le da sentido y unidad a la construcción 17. Cuando no se lo explicita, se obtiene un instrumento ideal para convertir al operador jurídico en un autómata peligroso, puesto que es un programa que oculta su función, aunque sea sabido que todo programa tiene una función, y pese a que el programador sea tan necio que ni siquiera se pregunte para que sirve. (ZAFFARONI Raúl Eugenio, OP.CIT. PP. 386-399,).
CAPÍTULO III: 
Procedimiento metodológico 
III.-1-.  Tipo de orientación de la investigación y el paradigma.
 El enfoque de la investigación ha sido hermenéutico, con el uso también de un modelo funcionalista, por la realidad y práctica del tema, en materia de Proceso Penal. Se ha usado un Paradigma cualitativo utilizando técnicas de calidad para la recolección y análisis de datos. Cualitativo, porque el análisis de cada procedimiento, y normativa, dentro del Sistema de un Ordenamiento Jurídico Penal, Procesal, específicamente, nos ha llevado a establecer conclusiones, de calidad, y de proposiciones de atributo, de dimensión científica, para darle un carácter investigativo metodológico, en lo que respecta, a establecer realidades, descritas y analizadas, para superar valladares, que se originan, en la práctica de recolección de evidencias, para los procesos penales en el Sistema Judicial Costarricense.
III.-2-. Tipo y Modelo de la investigación. 
Los modelos son fenomenológico-analítica con el interés de conocer el marco de referencia de los que actúan en la práctica conceptual de la realidad en materia jurídica, para tomar en cuenta el tema de investigación, “La Cadena de Custodia de la Prueba, o Evidencia, en el proceso penal costarricense.”

Poniendo en práctica una Observación naturista con cierto control organizativo hermenéutico, tendiendo a obtener resultados, en las diversas lecturas y análisis de los contextos usados, y en las entrevistas directas, que se efectuaron.
III. 3-. Sujetos y fuentes de investigación:
Bibliografía, referente al tema, de la “Cadena de Custodia de la Prueba, o Evidencia, en el proceso penal costarricense e internacional.” 

Conocedores del tema, dentro del Sistema Judicial, Corte Suprema de Justicia, Ministerio Público, y Organismo de Investigación Judicial.

III .4-. Unidades de análisis u objetos de estudio (sujetos).
 Orientado a los descubrimientos, exploratorio, descriptivo e inductivos, sobre la base de una indagación de lectura y de entrevistas, realizadas al tenor del camino de búsqueda de una realidad, que solo se conoce en la comunidad Judicial, Ministerio Público, y Policía Judicial. Poniendo en práctica una hermenéutica de búsqueda de datos y de elementos precisos para obtener la veracidad en el trabajo.
Se dice objetivo, en toda la medida metodológica, para lograr una mejor concepción de la realidad del tema y el contexto, donde se desarrolla el mismo.
Orientado al proceso, que nos ha llevado a establecer un sistema hermenéutico, y que a la vez permitió llevarnos de la mano, hacia el resultado, sustentado en una hipótesis bien planteada, con la cual logramos establecer la realidad d las cosas en forma sistémica y organizada.
III.-5-. Fuentes de información 

III.-6-. Fuentes primarias:

Bibliografía Especializada del tema.

III.-7-. Fuentes secundarias:
III.-8-. Identificación, descripción y relación de variables (en caso necesario). 

Diversos procedimientos, y principios elementales de la Cadena de Custodia de la Prueba o de la Evidencia, sobre la base dl Ordenamiento Jurídico, iniciando, con los preceptos de principios Constitucionales, Procesales en materia penal, Doctrina, Jurisprudencia y leyes atinentes al tema principal, además de los temas aleatorios, conexos, que sirven para redondear ideas experimentales de consistencia científica.

III.-9-. Sujetos (población) y fuentes de información. 

Responsables del Departamento Forense del Organismo de Investigación Judicial y del Ministerio Público.
III.-10-. Técnicas e instrumentos de recolección de datos: 

Recolección de datos en bibliografía especializada; y entrevista a expertos sobre el tema. Análisis y comprobación de datos específicos y documentales sobre el tema de investigación.

CAPÍTULO IV: 
Análisis e interpretación de datos 

IV.-1-. Descripción de la situación.

(Datos absolutos o relativos), explicación e inferencia.
Es en este contexto que la prueba ilícita o prohibida se ha convertido en una de las instituciones más controvertidas del estado actual de la ciencia procesal penal. En este instituto se prestar atención claramente la confrontación entre los intereses estatales por constreñir el fenómeno criminal y las incumbencias de los ciudadanos por preservar sus espacios de libertad y seguridad jurídica.

De tal forma que la relevancia que adquiere el hecho de que la prueba sea lícita, es de carácter estructural dentro del sistema y en sí dentro del Debido Proceso, para no viciar el resto de procedimientos, que conforman integralmente el proceso en sí.

Se trata de un esfuerzo encaminado a demostrar la verdad innegable respecto a determinado hecho, que se revela con características de delito, y en relación con determinada persona, indicada o reconocida como autor o partícipe de un comportamiento determinado y que puede denominarse delitos, cuando la tipificación encaja acertadamente en forma efectiva y contundente.

Algunos elementos esenciales de la prueba, inmersos en el proceso penal costarricense, se conciben característicos por el concreto interés y actualidad que presentan origen, específicamente, de dos factores:

1-. La vigencia de la Constitución Política, que ha colocado el proceso penal bajo la tutela de determinadas garantías y principios fundamentales y,

2-. La circunstancia de que la suprema interpretación  y vigilancia de las normas constitucionales ha sido atribuida a la Sala Constitucional.

Estos elementos nos ubican en la idea de poder entender la relevancia y la perspectiva de la legalidad de la prueba, o a su vez de su ilegalidad. Para el Tribunal Constitucional el Principio del Debido Proceso tiene su origen en la base de todo orden jurisdiccional  y, con él, el derecho fundamental a la justicia, concebida como la objetividad y disponibilidad de un sistema de administración de la justicia, debe entenderse, de un orden de elementos dispuestos para el ejercicio de la función jurisdiccional del Estado.

En el Tribunal Constitucional se considera que, a la luz del Derecho de la Constitución costarricense y, por ende, también del Derecho de los Derechos Humanos incorporado a él, el análisis del debido proceso en esta consulta debe centrarse en el segundo de los sentidos dichos, es decir, en el sentido procesal constitucional, sin desconocer que involucra la totalidad de las exigencias del primero y se ve inevitablemente impregnado por algunas dimensiones fundamentales del tercero. 

Desde luego que el debido proceso genera exigencias fundamentales respecto de todo proceso o procedimiento, especialmente en tratándose de los de condena, de los sancionadores en general, y aun de aquellos que desembocan en una denegación, restricción o supresión de derechos o libertades de personas privadas, o aún de las públicas en cuanto que terceros frente a la que actúa; sin embargo por tratarse de una consulta de la Sala Penal de la Corte y enmarcada en un recurso de revisión de ese carácter, a partir de aquí la respuesta se concretará a señalar las condiciones del debido proceso en materia penal. 

Las leyes en general están orientadas a procurar la tutela de lo que a cada uno corresponde o pertenece, tanto en el sentido de regular los derechos individuales como el de establecer el mecanismo formal e idóneo para que las personas tengan acceso a los Tribunales...

IV. 2-. Licitud de la Prueba:

Entendemos aquí la gran importancia que puede tener el hecho de que la prueba sea lícita, o no. Como se enuncia, la función judicial procede de la Constitución y del Derecho Procesal Penal. Simbolizan así, una seguridad de justicia, para la comunidad social Dicha potestad judicial del Estado adopta una fórmula compuesta por tres elementos: 1. el juez, 2. el Ministerio Público y 3. la Policía Judicial. Componentes que son depositarios de características especiales, pero, se encuentran unidos  por una sola finalidad: descubrir la verdad del hecho imputado. 

IV.-3-.Legitimidad de la Prueba:

El sistema procedimental, tendrá necesidad entonces de establecer con buen tiempo la licitud de la prueba en un momento determinado, tal circunstancia debe tener una característica administrativa judicial apropiada, eficaz y eficiente, para que cuente con requisito estructurales y esenciales para un Debido Proceso, podríamos establecer sobre lavase de la normatividad, que se deben cumplir al menos con tres requisitos elementales:
1. Todo medio de prueba será valorado sólo si ha sido obtenido e incorporado al proceso por un procedimiento constitucionalmente legítimo.
2. Carecen de efecto legal las pruebas obtenidas, directa o indirectamente, con violación del contenido esencial de los derechos fundamentales de la persona. 

La inobservancia de cualquier regla de garantía constitucional establecida a favor del procesado no podrá hacerse valer en su perjuicio. 
Para lograr este objetivo, que debe convertirse en una garantía jurídica, como un paradigma que debe cumplirse a cabalidad y en forma estructural e integral, propicia para cumplir con las partes, se requiere del perfeccionamiento de indagaciones, encauzadas a la preparación de elementos que sirven para reconstruir la historia de los hechos, a fin de que la hipótesis de la recriminación se concrete como hecho comprobado o se deseche  y se elimine como hipótesis falsa. 
La prueba, vista como un elemento importante sino el más importante dentro del proceso judicial, misma, que debe ser resguardada por la cadena de custodia como el medio de garantizar la legalidad y legitimidad en los procesos judiciales. Debido  a lo anterior, se plantea el siguiente trabajo de investigación para garantizar el resguardo de la cadena de custodia de la prueba con un proceso unificado que cumpla con todas las etapas o fases que este requiere para que pueda cumplir su propósito.
IV. 4-. La prueba en general…
La lógica jurídica  establece que el medio que produce un conocimiento cierto o muy probable, de hechos y acontecimientos interrelacionados con la transgresión, viene a ser la denominación de prueba, elemento sustancial del Debido Proceso, para lograr demostrar, que se ha cometido un hecho ilícito, típico y culpable. La prueba será fundamental en el proceso, en el momento propicio; pero la cuestión que surge, aquí, es la posibilidad de establecer sí el sistema es apropiado en su conceptualización formal, material, científico y jurídico.

Será importante diferenciar entre hecho constitutivo de delito, acontecimientos relacionados con dicho acto, y los medios que proporcionan la suficiente información de la veracidad; de poder demostrar cómo ocurrieron esos actos y quiénes lo cometieron. Cuándo estamos ante el hecho en sí y cuándo estamos ante la historia narrada de lo que ocurrió, es cuando indagamos sobre actos, o cosas que se convierten en prueba. La reconstrucción de los hechos, con los elementos probatorios, viene a ofrecer un panorama que ayudará a la toma de decisiones de un Tribunal o juez, para una resolución objetiva, que garantice y asegure la veracidad de esas pruebas.

En Costa Rica la cadena de custodia  de prueba en el proceso penal es muy irregular; esto quiere decir que no existe un encadenamiento de las fases o etapas unificado del proceso de la cadena de custodia, solamente prácticas semi aceptadas por los sujetos procesales en cuanto a la recolección, guarda, custodia y presentación de la prueba. El camino de la prueba depende de las fases procesales: cuando es encontrada por el órgano investigador se le denomina evidencia o medio de investigación, seguido esas evidencias deben ser sometidos a peritaje y análisis científicos y luego son almacenadas y resguardadas para ser ofrecidas como medios de prueba, presentadas ante el Juez.

A todo ese procedimiento se le denomina camino de la prueba y es en ese momento que la cadena de custodia toma especial relevancia para asegurar el debido proceso. Si ha habido malos manipuleos, o sospechas de que se altero, tan solo un indicio, entonces el elemento sustancial del Debido Proceso, habrá perdido validez y objetividad científica, la custodia de la prueba, fue, entonces, mal administrada, y dado al traste con todos los esfuerzos procedimentales y procesales en todo el sistema.

La Legislación Costarricense carece de regulación con respecto a la cadena de custodia y esto conlleva a no tener directrices establecidas para recabar evidencias en la escena del hecho o escena del crimen, Cuando asevero esto, quiero decir, que no existe una hermenéutica, organizada, sistémica, y quizás sea necesario de establecer un método científico, que permita una administración adecuada, eficaz y eficiente de parte de los responsables, que a su vez, deberán obligarse jurídicamente con la prueba, como si fueran un buen padre de familia, que debe cuidar integralmente este elemento, para evitar  que se vulnere el Principio de Legalidad. 

IV. 5-. Concepto subjetivo.

Por eso decíamos supra, que La Legislación Costarricense carece de regulación con respecto a la cadena de custodia y esto conlleva a no tener directrices establecidas para recabar evidencias en la escena del hecho o escena del crimen, Cuando asevero esto, quiero decir, que no existe una hermenéutica, organizada, sistémica, y quizás sea necesario de establecer un método científico, que permita una administración adecuada, eficaz y eficiente de parte de los responsables, que a su vez, deberán obligarse jurídicamente con la prueba, como si fueran un buen padre de familia, que debe cuidar integralmente este elemento, para evitar  que se vulnere el Principio de Legalidad. 

Es lógico recapacitar, en virtud del inevitable interés público que presume la materia penal, en donde la mayor parte de esa diligencia se halla a cargo de los órganos públicos (Tribunales y Ministerio Público), que de modo imparcial deben gestionar la restauración del hecho histórico que se indaga con la mayor fidelidad posible. Pero si observamos este numeral 185, del Código Procesal Penal, no indica, ni delega, a una entidad directa o específica, para que lleve a cabo el procedimiento de indagatoria y de búsqueda de esa verdad y de las pruebas pertinentes. Sabemos que en Costa Rica, los que llevan a cabo este trabajo son los oficiales del Organismo de investigación judicial, y aunque se entiende que tal institución pertenece a la Fiscalía, también se entiende que actúan en una forma particular y con cierto grado de independencia.

IV.-6-. Objetivo de este trabajo: 

Trazamos aquí la necesidad de establecer en primera demarcación, al derecho procesal penal la cuestión de ¿a quién le corresponde la prueba de la acusación y a quién la prueba de la defensa? 
La idea es que en este trabajo se pueda señalar como objetivo principal, demostrar que el sistema de la Cadena de Custodia de la Prueba, no es un sistema científico y responsable, como debería ser en Costa Rica. Hace un señalamiento puntual, entre cuáles sujetos procesales se distribuyen dicha carga. 
Responsabilidad y Obligación de uno de los procedimientos más relevantes en el Proceso Penal costarricense.  ¡Atención! plantea aquí la cuestión de ¿a quién en el  derecho procesal penal le corresponde la prueba de la acusación y a quién la prueba de la defensa? 

IV.-7. Objetivos generales:

Se ha expuesto aquí las leyes, que involucran el procedimiento de la prueba, lícita y del procedimiento de la custodia de esa prueba, que contempla el Código Procesal Penal y la posibilidad de reformar ciertos detalles en materia lingüística, que tienden a confundir al lector o interprete de la ley. Resta para adelante como tarea esencial de este trabajo, hacer un análisis de la ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial, que ayude a establecer el formalismo, que  debe existir en el sistema procedimental, denominado, custodia de la prueba.

Cabe señalar, que tal Ley del OIJ, tiene un sin número de artículos redactados en una forma tal que produce lagunas y que deberían tener reforma, para evitar estos desenlaces que confunden a lector de la ley. 

Otro propósito de este trabajo es lograr un análisis exhaustivo de los errores, que se producen en el sistema organizacional, administrativo y jurídico, respecto de la institución de la Cadena de la Custodia de la Prueba en el Proceso Penal.
IV.-8-.Objetivos específicos:

En la inspección se puede valer de la participación de los testigos, intérpretes y peritos, así como ordenar todas las sistematizaciones, técnicas ineludibles para perfeccionar, consolidar, una estructura administrativa y organizacional de lo inspeccionado (fotografías, videos, croquis, planos), también puede ordenar que no se ausenten las personas encontradas en el lugar (para garantizar la inspección).

Realmente: esta visión estricta y sistémica, dentro de una ciencia de la Administración Jurídica, nos formula ineludiblemente el objetivo específico de esta investigación, y es establecer los diversos señalamientos rotundos, formales y materiales, de lo que debería ser la custodia científica y administrativa de la prueba para el Proceso Penal. Surge esta inquietud, de la base de este estudio y análisis de las diversas leyes que involucran este procedimiento, como parte de la hermenéutica para cumplir, desde una perspectiva científica jurídica.
El alcance del legislador en este párrafo denominado ley, se pierde, en el sentido, de que no hace los señalamientos básicos organizativos y efectivos, para saber, qué realizarán los tribunales y que deberán realizar los otros funcionarios denominados en este aspecto Ministerio Público; el Ministerio Público, en la realidad, generalmente recibe denuncias, y son las partes, las que se encargan de llevar una serie de datos, que pueden suponerse pruebas, adicional a eso se consigna a la policía judicial, para que sean ellos los que recaben pruebas, que pueden ser testimoniales, documentales y de otra índole, como periciales o técnicas…

Es la original cognición, el juez debe tener muy claro cuál es el objetivo de la prueba, a quién corresponde probar (carga de la prueba), el procedimiento previsto en la ley para obtenerla, pero, sobre todo, la hermenéutica prevista, como sistema científico, para su custodia, y administración y a la vez para su valoración. Mucho se favorecería la administración de justicia con un moderno y bien concebido procedimiento probatorio relativo al objeto, carga y obtención de la prueba, si el sistema de la cadena de custodia y de valoración es ineficiente, inadecuado, impropio, y sin características organizacionales y jurídicas, o si aún siendo moderno, su aplicación por los tribunales es arbitraria, bien sea por ignorancia de la técnica prevista por la ley o por corrupción, que también suele producirse en nuestro sistema. (notas del autor del trabajo, Costa Rica, agosto 2014).
Capítulo V: 

Conclusiones, recomendaciones y propuesta 
V.-1-. Conclusiones:
Con todo lo expuesto ha quedado muy claro la relevancia que reviste la constitución de la cadena de custodia de la prueba en el proceso penal, como parte integrante del principio constitucional del Debido Proceso y como fundamento de la validez científica que requiere cualquier investigación judicial en la averiguación de los hechos y en la recopilación probatoria, pudiendo en este sentido ampliarse el concepto y todos los planteamientos a otras materias del derecho cuyas resoluciones se fundamentan en pruebas diversas que requieren garantía absoluta de pureza, tal y como sucede por ejemplo en el derecho de familia, o en los casos relativos a la ley de violencia doméstica. 
  En todo caso no hay duda alguna en señalar que la importancia de la cadena de custodia es de tal magnitud que trasciende al campo de otras ciencias y disciplinas que coadyuvan con el proceso penal y en su investigación, tal y como lo son la Medicina legal y otras áreas forenses, quienes tienen bajo su responsabilidad el manejo y custodia de muchísimos elementos probatorios cuyos resultados serán remitidos al proceso penal para inculpar o sobreseer a un ciudadano sujeto de una investigación judicial.

Por consiguiente debe insistirse que en el proceso penal costarricense existe el problema de que las normas que regulan la constitución de la cadena de custodia están dispersas,  incompletas, y desintegradas; a pesar de que la Sala Constitucional y de Casación Penal han hecho un esfuerzo por establecer a través de sus resoluciones la importancia del rigor técnico-científico en la manipulación de los indicios y en la valoración racionar de los mismos. 
Noobstante, resultan confusas algunas recientes resoluciones de la Sala de Casación donde se reconoce la existencia de graves yerros en la cadena de custodia, pero a pesar de ello -paradójicamente se valida la imprudencia derivada de la investigación; todo lo cual hace surgir la necesidad de un pronto replanteamiento de dicha Cámara de Magistrados con el fin de que se precisen los criterios y cuál es la rigurosidad que deben seguir las autoridades en las investigaciones donde la prueba es esencial como parte del proceso penal.

Entre otras cosas, se debe entender que es conveniente promulgar una legislación específica donde se estipulen estos criterios para el manejo de la evidencia y construcción de la cadena de custodia, pero esta eventual conexión debe caracterizarse por contener una regulación muy técnica y con sanciones penales para los que se aparten de ella, ya sea culposa o dolosamente, porque resulta absurdo proteger al imprudente, o a quien no tiene el debido cuidado en el manejo de los indicios, ya que estos tienen en juego no menos que la libertad de un ciudadano, con todos los derechos quien es sujeto de un proceso penal. 
A pesar de que no es propio de una adecuada técnica legislativa que la ley defina conceptos, se estima que en el caso de que se creara dicha ley para la custodia de los indicios probatorios, resulta necesario definir -al menos en términos generales- en qué consisten cada una de las fases que deben respetarse, así como también cuáles son sus límites. 

La preponderancia del debido proceso en la Constitución Política y el Nuevo Código Procesal Penal, conlleva la importancia del manejo adecuado de cadena custodia, esto está basado en el principio de autenticidad de evidencias físicas halladas en el lugar de los hechos, el tema probatorio en el modelo procesal penal optado por el sistema costarricense; es de suma importancia, el éxito de la investigación va depender sobre el manejo adecuado de las evidencias físicas halladas en el lugar de los hechos. 
El nuevo sistema de investigación y juzgamiento de los hechos ilícitos debe realizarse respetando el debido proceso, lo que conlleva el respeto irrestricto a las garantías fundamentales de toda persona sometido al proceso penal, por ello tiene mucha importancia los medios probatorios y va depender de ello el éxito del proceso penal; si entendemos que todos estos procedimientos se han basado en una sistema adecuadamente administrado, científicamente, bajo la égida de una ordenanza formal, en la cual todos los integrantes de la nueva sección del Ministerio Público, puedan entender la cientificidad de la Cadena de Custodia de la prueba o Evidencia.
Es lamentable apreciar en los noticiarios, que los miembros de la Policía Judicial, o Policía Administrativa salen en conferencia de prensa, mostrando evidencias físicas halladas en el lugar de los hechos, esto sin respetar los fundamentos de la cadena de custodia, por ende restando así toda credibilidad sobre su carácter probatorio, mas aun manipulando incorrectamente. 
Claro esto muy bien puede ser utilizado por la defensa que puede cuestionar dentro del proceso que la prueba sea rechazada y no sea valorada. La cadena de custodia es la aplicación de un conjunto de reglas y métodos con la finalidad de asegurar, embalar y proteger cada elemento probatorio hallado en el lugar de los hechos, para evitar su alteración, suplantación, destrucción, contaminación, lo que afectaría seriamente la investigación de los hechos ilícitos suscitados. 
Las evidencias físicas, se obtienen en principio en el lugar de los hechos o la escena del crimen, es por ello éste el lugar donde inicia la cadena de custodia. Esto comienza, cuando el personal facultado para ello, de realizar las primeras investigaciones, embala y rotula las evidencias físicas halladas tales como puede ser (huellas, rastros, manchas, residuos, armas, instrumentos, dinero, documentos, grabaciones en audio y video, entre otros), y concluye con su preservación y resguardo adecuado y control administrativo y científico.

Inobservancia de reglas de conservación de la cadena custodia, esto quiere decir la manipulación incorrecta que puede ser voluntaria o involuntaria de las evidencias físicas, esto es transgresión de las formalidades establecidas, debe acarrear sanciones respectivas, porque su mal manejo afecta el bien desarrollo del proceso penal, como también podía afectar los derechos fundamentales de la persona.

Cual seria las consecuencias su mal manejo de la cadena custodia, para ello tiene que verse con grado de validez de la prueba que puede proporcionar al proceso, como también y su eficacia que pueda brindar a la misma. Para que tenga la cualidad de validez debe cumplir las formalidades establecido para ello, esto con la finalidad de garantizar la contradicción y la publicidad, para que no sea excluido como consecuencia de haberse declarado prueba prohibida.

V.-2-. Proposiciones…

Por ello la recomendación es que las evidencias físicas sean obtenidas respetando los derechos constitucionales, para que pueda tener la eficacia, con ello se pueda demostrar la comisión del hecho ilícito con relevancia penal, ello también para facilitar al juzgador y causar convicción.

Sin el control administrativo y científico, bien organizado y sistémico de la cadena custodia se estaría afectando a la eficacia probatoria, en consecuencia el juzgador causaría dudas y perjudicaría el proceso penal. De misma podemos afirmar tal como dice el profesor de Costa Rica Campos Calderón, "es de suma importancia una correcta administración del escenario, ya que en el pasado se ha atribuido a desórdenes en el procesamiento de los indicios el que algunos casos no se hayan resuelto satisfactoriamente; o que la pureza de la evidencia haya sido cuestionada válidamente en estrados judiciales por parte de la defensa técnica del imputado". (CAMPOS Calderón, Federico. “Los Derechos Indígenas y su situación frente al Derecho Penal (el caso del error culturalmente condicionado). En Revista de Ciencias Penales, Asociación de Ciencias Penales de Costa Rica, Revista número 19).

Culminando con la idea cabe resaltarla necesidad de implementar, instaurar, una legislación de corte científico, administrativo y sistémico, para la integración de un nuevo departamento, o sección del Ministerio Público, para que cumpla en forma organizada, científica y jurídica con el control de la Cadena de Custodia de la Prueba.
CAPÍTULO VI. 
Bibliografía 
VI:-1-.  Bibliografía citada Y consultada 
-  Andrés Ibañez (Perfecto).  "Acerca de la Motivación de los Hechos en la Sentencia Penal", tomado de Ciencias Penales. Revista de la Asociación de Ciencias Penales de Costa Rica, San José; No. 10-1995 y No. 11-1996.        

-  Arce Víquez (Jorge Luis).  "Los Recursos", tomado de Reflexiones sobre el Nuevo Proceso Penal. Asociación de Ciencias Penales, San José-CR, 1996.         

-  Armijo Sancho (Gilberth).  Garantías Constitucionales, Prueba ilícita y la Transición al Nuevo Proceso Penal.  Colegio de Abogados de Costa Rica, San José, 1997.         

-  Armijo Sancho (Gilberth) y otros.  Nuevo Proceso Penal y Constitución.  Investigaciones Jurídicas, San José-CR, 1998.        

-  Badilla A. (Jorge). Manual del curso de administración y procesamiento de la escena del crimen. Escuela Judicial, Sección de Capacitación-OIJ, San José-CR, 1999.         

-  Blinder (Alberto).  Iniciación al Proceso Penal Acusatorio.  Editorial Jurídico Continental, San José-CR, 1999.         

-  Cafferata Nores (José I).  La Prueba en el Proceso Penal.  Ediciones Depalma, Buenos Aires-Argentina, 1986.         

-  Cahavarría Guzmán (Jorge A.)  "Dirección Funcional de la Investigación" tomado de Ministerio Público y Reforma Procesal Penal.  Colegio de Abogados de Costa Rica, San José, 1997         

-  Código Penal de Costa Rica.  Investigaciones Jurídicas, San José-CR, 1999.         

-  Cortés (Ronald) y Pereira (José María).  La Prueba ilícita o espuria en la doctrina, jurisprudencia constitucional y de la sala de casación penal.  Escuela Judicial, San José-CR, 1995.         

-  Cruz Castro (Fernando).  La Defensa Penal y la Independencia Judicial en el Estado de Derecho. ILANUD, San José-CR, 1989.        

-  Dall'Anese Ruiz (Francisco).  "La teoría de la prueba ilícita en la jurisprudencia constitucional y penal" tomado de la Jurisdicción Constitucional y su influencia en el Estado de Derecho. UNED, San José-CR, 1996.         

-  De la Rúa (Fernando).  El Recurso de Casación (en el Derecho Positivo Argentino).  Victor P. De Zavalla editor, Buenos Aires, 1968.         

-  Del Malatesta (Nicola).  Lógica de las Pruebas Penales en Materia Criminal.  Editorial Terris, Bogotá-Colombia, 1988.        

-  Del Valle Carazo (Luis).  Consideraciones Medicolegales acerca del Manejo del Escenario de la Muerte. (s.p.) Heredia-CR, 2000.        

-  Durkheim (Émile).  Las Reglas del Método Sociológico.  Hispanoamérica ediciones.  Buenos Aires-Argentina, 1982.        

-  Escobar Abarca (Francisco).  La Lógica de la Ciencia Aplicada a la Investigación Ciminal.  Escuela Judicial-Organismo de Investigación Judicial, San José-CR, 1999.         

-  Florian (Eugenio).  De las Pruebas Penales.  (tomo 1).  Editorial Temis, Bogotá-Colombia, 1995.         

-  Hidalgo Murillo (José Daniel).  Derecho Procesal Penal Costarricense.  Editec, San José-CR, 2000.         

Chinchilla Sandí, Carlos. (2002). La Culpa en Derecho Penal. Editorial Jurí​dica Continental, San José.
Chinchilla Sandí, Carlos. (2000). En Constitución Política Comentada de Costa Rica. Cheves Aguilar, Nacira y Araya Pochet, coordinadores, McGraw-Hill Interamericana Editores, S.A. de C.V. San José. 
Cobo del Rosal (M), Vives Antón (TS). (1991). Derecho Penal. Parte General. Tirant lo blanch, Valencia.
Creus, Carlos. (1996). Derecho Penal. Parte general. Editorial Astrea, 4° Edi​ción Ampliada y Actualizada, Buenos Aires.
Dall”Anesse Ruíz, Francisco; Fernández Vindas, Rosario; Gatgens Gómez, Erick. (2001). Omisión Impropia. Editorial Jurídica Continental, San José.
Dall”Annese Ruíz, Francisco. (1991). El Dolo. Investigaciones Jurídicas, San José, Costa Rica.
De Toledo y Ubieto, Emilio Octavio y Huerta Tocildo, Susana. (1986). Dere​cho Penal. Parte General, Teoría Jurídica del Delito. Segunda Edición corregida y aumentada, Editor Rafael Castellanos, Madrid.
El-khoury Jacob, Henry Issa. (2002). Antijuricidad y Antinormatividad. En Cuadernos de Estudio del Ministerio Público de Costa Rica. Dpto. de Impresos del Poder Judicial.
El Khoury Jacob, Henry y Chirino Sánchez, Alfredo. (1991). Metodología de la Resolución de Conflictos Jurídicos en Materia Penal. San José, Costa Rica, ILANUD.
Fernández, D. Gonzalo. (2004). Bien Jurídico y Sistema del delito. Editorial B de F. Ltda., Buenos Aires.
Ferrajoli Luigi. (2001). Derecho Y Razón. Editorial Trotta S.A., 5ª Edición, España.
García Valencia, Jesús Ignacio. (1994). Las Causales de Inculpabilidad., Edi​ciones Jurídicas Gustavo Ibáñez, Segunda Edición, Santa fe de Bo​gotá.
González –Salas Campos, Raúl. (2001). La teoría del bien jurídico en el de​recho penal. Sala Segunda. Gonzalo Quintero Olivares. (1997). La Tipicidad. En Estudios de Derecho Penal General, Editorial Jurídica Bolivariana.
Hassemer, Winfried. (1984). Fundamentos del Derecho Penal. Traducción y notas de Muñoz Conde, Francisco y Luis Alonso Zapatero. BOSCH, Casa Editorial, Barcelona.
Heinrich Jescheck, Hans. (1993). Tratado de Derecho Penal. Parte General. Volumen Segundo, BOSH, Casa Editorial, S. A., Barcelona. 
Heinrich Jescheck, Hans. (1993). Tratado de Derecho Penal. Parte General. Comares editorial, Granada.
Instituto Latinoamericano de Naciones Unidas para la Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente. (1988). Jurisprudencia Crítica, San José, Costa Rica.
Landecho Velasco, Carlos María y Molina Blázquez, Concepción. (1996). Derecho Penal Español. Parte General. Editorial Tecnos, Quinta Edi​ción, España.
Llobet Rodríguez, Javier; y Chirino Sánchez, Alfredo. (2000). Principio de Oportunidad y Persecución de la Criminalidad Organizada. 1ª Edi​ción, San José, CR., Imprenta y Litografía Mundo Gráfico de San José.
Llobet Rodríguez, Javier. (1988). La No Punibilidad del Encubrimiento en​tre Parientes. En Jurisprudencia Crítica, Instituto Latinoamericano de Naciones Unidas para la Prevención y el Tratamiento del Delincuente (ILANUD), San José, Costa Rica.
Londoño Berrío Hernando León. (1982). El Error en la Moderna Teoría del Delito. Editorial Temis Librería, Bogotá, Colombia.
Luzón Peña, Diego-Manuel. (1995). Causas de Atipicidad y Causas de Justifi​cación. En Causas de Justificación y de Atipicidad en Derecho Penal, Diego Manuel Luzón Peña y Santiago Mir Puig, coordinadores, Edi​torial Aranzadi S.A., España.
Molina Fernández, Fernando. (2001). Antijuricidad Penal y Sistema del Deli​to. José María Bosch Editor, Barcelona.
Mora Mora, Luis Paulino, y Navarro Solano, Sonia. (1995). Constitución y Derecho Penal. Corte Suprema de Justicia, San José.
Muñoz Conde, Francisco. (2003). Introducción al Derecho Penal. Editorial Montevideo de Buenos Aires.
Muñoz Conde, Francisco. (2004). Teoría General del Delito. Bogotá, Edito​rial Temis S.A. Bogotá, Colombia.
-  Houed Vega (Mario) y otros. Proceso Penal y Derechos Fundamentales.  Investigaciones Jurídicas, San José-CR, 1998.        

-  Igartúa Salaverría (Juan).  Valoración de la Prueba, Motivación y Control en el Proceso Penal.  Editorial Tirant lo blanch, Valencia-España, 1995.         

-  Ley No. 7425, de Registro, Secuestro y Examen de Documentos Privados e intervención de las Comunicaciones.  La Gaceta No. 171, del 8 de setiembre de 1994.        

-  Ley No. 7786, sobre Estupefacientes, Sustancias Psicotrópicas, Drogas de uso no Autorizado y Actividades Conexas. La Gaceta No. 93 Alcance No. 15, del 15 de mayo de 1998.         

-  Leyes y Reglamentos Usuales del Poder Judicial.  Presidencia de la Corte Departamento de Planificación-Sección de Análisis Jurídico, San José-CR, 1997.         

-  Llobet (Javier) Proceso Penal Comentado.  Editorial Mundo Gráfico, San José-CR, 1998.         

-  López Guerra (Luis). Las Sentencias Básicas del Tribunal Constitucional. Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid-España, 1998.         

-  Maier (Julio B.J.) Derecho Procesal Penal (Fundamentos). Editorial  del Puerto. Buenos Aires-Argentina, 1996.         

-  Molina (Marycell).  Biología Forense.  Editorial EUNED.  San José-CR, 1997.         ]

-  Montiel (Juventino).  Manual de Ciminalística.  (tomo 1), Editorial Limusa, México-DF, 1991.         

-  Montañés Pardo (Miguel Angel).  La Presunción de Inocencia (Análisis doctrinal y jurisprudencial).  Editorial Aranzadi, Pamplona-España, 1999.         

-  Morales  (Ana Isabel).  Pruebas de Marcadores Genéticos.  Editorial EUNED, San José-CR, 1999.         

-  Nieto Alonso (Julio).  Apuntes de Criminalística. Editorial Tecnos, Madrid-España, 1998.         

-  Organismo de Investigación Judicial.  Manual Básico de Procedimientos para Levantamiento de Evidencia en el Sitio del Suceso e Investigación Criminal.  Departamento de publicaciones e Impresos-Poder Judicial, San José-CR, 1995.         

-  Pellegrini Grinover (Ada). Las Pruebas Ilícitas.  Revista de Ciencias Penales, Asociación de Ciencias Penales, San José-C.R., no. 10, año 7, 1995.         

-  Redondo Gutiérrez (Carlos Luis). "La policia Judicial" tomado de Reflexiones sobre el nuevo proceso penal.  Asociación de Ciencias Penales, San José-CR, 1996.         

-  Sánchez de Horcajo (J.J.) y Acuña (Octavio). La sociología. Textos Fundamentales. Ediciones Libertarias, Madrid-España, 1996.        

-  Tamayo y Tamayo (Mario).  El proceso de la investigación científica.  Limusa editores, México-DF, 1994.         

ANDRÉS IBÁÑEZ, P. (1993) «La función de las garantías en la actividad probatoria».

En: AA.VV. La restricción de los derechos fundamentales de la persona en el

proceso penal. «Cuadernos de Derecho Judicial». Madrid: Consejo General del

Poder Judicial, pág. 240.

ASENCIO MELLADO, J.M. (1989) Prueba prohibida y prueba preconstituida. Madrid:

Trivium.

CARMONA RUANO, M. (1996) «De nuevo la nulidad de la prueba: ¿es indiferente el

momento en que puede declararse?». Jueces para la Democracia, núm. 25,

julio, pág. 95 y ss.

DÍAZ CABIALE, J.A.; MARTÍN MORALES, R. (2001) La garantía constitucional de la inadmisión

de la prueba ilícitamente obtenida. Madrid: Civitas.

FERNÁNDEZ ENTRALGO, J. (1996) «Las reglas del juego. Prohibido de hacer trampas;

la prueba ilegítimamente obtenida». En: La prueba en el proceso penal (II).

«Cuadernos de Derecho Judicial». Madrid: Consejo General del Poder Judicial,

pág. 170.

FERRAJOLI, L. (1995) Derecho y razón. Teoría del garantismo penal. Madrid: Trotta,

pág. 537 y ss.

FIDALGO GALLARDO, C. (2003) «La regla de exclusión de pruebas inconstitucionalmente

obtenidas de los Estados Unidos de América». Tribunales de Justicia, 5, mayo.

GASCÓN ABELLÁN, M. (2005) «¿Freedom of proof? El cuestionable debilitamiento de

la regla de exclusión de la prueba ilícita». Jueces para la Democracia, núm. 52, marzo, pág. 82.

GÖSSEL, K.-H. (2002) En la búsqueda de la verdad y la justicia. Fundamentos del

procedimiento penal estatal con especial referencia a aspectos jurídico-constitucionales

y político criminales. México: Porrúa.ma y o 2 0 1 0 R E V I S T A C A T A L ANA D E S E GUR E T A T PÚB L I C A 150

MANUEL MIRANDA ESTRAMPES

JÄGER, C. (2003) Problemas fundamentales de Derecho Penal y Procesal Penal.

Buenos Aires: Fabián J. Di Placido Editor, pág. 93 y ss.

JORGE BARREIRO, A. (1993) «La prueba ilícita en el proceso penal». En: Recopilación

de Ponencias y Comunicaciones. Planes Provinciales y Territoriales de Formación.

Volumen II (1992). Madrid: Consejo General del Poder Judicial, pág.1.237.

MIRANDA ESTRAMPES, M. (2003) «La regla de exclusión de la prueba ilícita: historia

de su nacimiento y de su progresiva limitación». Revista Jueces para la Democracia,

47, julio, pág. 54.— (2004) El concepto de prueba ilícita y su tratamiento en el proceso penal. Barcelona:

J. M. Bosch. — (2007) «La prueba en los procesos penales acusatorios latinoamericanos,

Actualidad Judicial. Revista del Poder Judicial del Estado de Zacatecas, núm.

1, p. 36 y ss.

ROXIN, C. (2000a) Derecho Procesal Penal. Buenos Aires: Editores del Puerto, pág.

192 y ss.

— (2000b) La evolución de la Política criminal, el Derecho penal y el Proceso

penal. Valencia: Tirant lo Blanch, pág. 145 y ss.

RODRÍGUEZ RUÍZ, B. (1999) «El coste de los derechos fundamentales. Un comentario

a la STC 49/1999, de 5 de abril». Teoría y Realidad Constitucional, núm. 3, pág.

VI.-2-. Bibliografía electrónica.

 LA CIENCIA DE LA CRIMINALISTICA. Revista edición, Noviembre 18 /2002.

PAGINA WEB.wwwcriminalisticacolombia.com.

http://allanarburola.com/.

INTERNET: www.Bioteca.org. “Investigación e Implementación de Identificación de Individuos por  técnicas de biología molecular.”

INTERNET: www.ODONTOLOGÍA FORENSE…PDF.

(: http://www.monografias.com/trabajos90/metodos-tecnicas-y-procedimientos-investigacion-criminal/metodos-tecnicas-y-procedimientos-investigacion-criminal2.shtml#ixzz339PgEqT1).

INTERNET: (http://www.monografias.com/trabajos90/metodos-tecnicas-y-procedimientos-investigacion-criminal/metodos-tecnicas-y-procedimientos-investigacion-criminal2.shtml#ixzz339QMjY00)  CORREA Selamé Jorge D. Abogado, Mg, Profesor de Derecho Procesal, Criminología. http://www.bing.com/search?q=criminologia&form=QBRE&filt=all

POSADA GARCIA Luciano Walter, Manual básico de investigación criminal, abril de 2006, Argentina. ttp://www.bing.com/search?q=investigacion+criminal&form=MSNH71&mkt=es).

Arias Madrigal. (Doris María). El Trastorno Mental Transitorio y sus con​secuencias en la imputabilidad, con especial referencia al trastorno de estrés post-traumático y la Violencia Doméstica. En Revista Latinoamericana de Derecho Médico y Medicina Legal, Volumen 7, diciembre 2002 y Volumen 8, junio 2002.
Campos Calderón, Federico. Los Derechos Indígenas y su situación frente al Derecho Penal (el caso del error culturalmente condicionado). En Revista de Ciencias Penales, Asociación de Ciencias Penales de Costa Rica, Revista número 19.
El khoury Jacob, Henry Issa, y Chirino Sánchez, Alfredo. (Julio 1993), Bien Jurídico y Derecho de Castigar del Estado. Comentarios sugeridos por una sentencia de la Sala Constitucional. En Revista de Ciencias Penales de Costa Rica, Asociación de Ciencias Penales de Costa Rica, año 5, número 7.

Autor:
Lic. Augusto Silva Acevedo 
Abogado.

augooss@hotmail.com
Para ver trabajos similares o recibir información semanal sobre nuevas publicaciones, visite www.monografias.comPágina 1

